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CAPÍTULO I: 
La jurisdicción de tierras en la ciudad de Santiago
1.1 Reseña Histórica de la Ciudad de Santiago de los Caballeros


Este estudio se realiza en la ciudad de Santiago de los Caballeros, la cual fue fundada en el año 1504 por Don Bartolomé Colón, hermano del descubridor del nuevo mundo Cristóbal Colón, es la capital de la Región del Cibao, la segunda ciudad de importancia de la República Dominicana.


Se le llama la Ciudad Corazón por estar en el centro de la Región Norte de la República Dominicana. Según la tradición, la Villa de Santiago fue levantada originalmente en Jacagua, en el lugar conocido ahora por Pueblo Viejo, por treinta caballeros de la orden española de Santiago El Mayor, patrono de España.  Estos fueron los primeros pobladores de la naciente Villa.


A sólo cuatro años de fundada la Villa, en el año 1508, el Rey Fernando el Católico le dispensa el título de ciudad y le concede sus armas nobiliarias dos grandes veneras de plata en campos de gule y siete pequeñas gules en orlas de plata.


El día 2 de diciembre del año 1562, en la noche, ocurrió un violento terremoto que destruyó totalmente la población. Debajo de las ruinas de sus edificios quedaron sepultados un gran número de sus habitantes. Una rica señora, llamada la viuda Minaya, ofreció los terrenos donde se levantó la actual ciudad de Santiago de los Caballeros a orillas del Río Yaque del Norte.


En el año 1770, la ciudad de Santiago de los Caballeros resurge como centro comercial y agrícola de gran empuje. Esta bonanza no duró mucho tiempo, ya que creó apetencias de los vecinos del occidente y cuando el General haitiano Toussaint Louverture invade el territorio dominicano, se interesó por la ciudad de Santiago de los Caballeros ocupándola en el año de 1804, poco después que se declaró la Independencia Haitiana.


Santiago aportó una gran cuota de acción en favor de la Independencia de 

la República Dominicana, entre esas acciones hay que consignar la batalla que en esta ciudad se libró contra los haitianos cuando tras el grito de la Puerta del Conde trataron de recuperar el territorio perdido.  El 30 de marzo del año 1844 las tropas santiaguenses estuvieron dirigidas por el general mocano José María Imbert y por el capitán Fernando Valerio, hijo de San José de las Matas, quienes hicieron retroceder las tropas del occidente. También Santiago fue sede de los gobiernos de la Restauración  del 1863 al 1865.


La Provincia de Santiago, está localizada en el corazón del Valle del Cibao, y está constituida por los Municipios de Santiago de los Caballeros (Capital de la Provincia), Jánico, Villa Bisonó, Tamboril, San José de las Matas, Pedro García y Licey, y los Distritos Municipales de Sabana Iglesia y Villa González. La provincia está dividida en 40 secciones y 337 parajes. Las coordenadas geográficas de la ciudad de Santiago son: 19 grados, 28 minutos, 20 segundos, latitud norte; 70 grados, 41 minutos y 15 segundos longitud oeste.


La altitud promedio de la ciudad de Santiago sobre el nivel del mar, es de 178 metros.  Hacia el norte de la ciudad de Santiago se encuentra el pico Diego de Ocampo, con una altura de 1,249 metros, está parcialmente protegida por la Sociedad Ecológica del Cibao con asiento en la ciudad de Santiago de los Caballeros.

Oportunidades de Negocios.


Según el Censo del año 2002, Santiago de los Caballeros es una Provincia de 800 mil habitantes, con un nivel de ingreso muy similar a la Provincia de Santo Domingo y con índices de desempleos muy  bajos.  Se experimenta una tendencia hacia el desarrollo.  Para el empresario que desea exportar productos a la Provincia de Santiago, puede buscar distribuidores específicos que distribuyan en toda la región del Cibao.  Otra opción, y la más común es buscar distribuidores que abarquen tanto a Santo Domingo como a Santiago y aún mejor el territorio Nacional. (www.terra.com.do. 2005).

1.2 El Tribunal  de Tierras en la Ciudad de Santiago

Originalmente, el Tribunal de Tierras como institución,  fue creado por la Ley No.1542 de Registro de Tierras, de fecha 11 de noviembre de 1947, siendo el organismo judicial con capacidad para aplicar la ley en materia de tierras.  Fue un tribunal creado exclusivamente con el fin de registrar todos los terrenos que constituyen el territorio de la República Dominicana, las mejoras construidas       o fomentadas sobre los mismos, y los otros derechos reales que puedan afectarlos. 

            El Tribunal de Tierras basa su filosofía en un sistema o conjunto de principios orientados a ofrecer el apoyo necesario a los particulares envueltos en esta materia para resolver cualquier inconveniente que pueda presentárseles. Este Tribunal está encaminado a la aplicación del ejercicio profesional del Derecho en el ámbito de la Jurisdicción de Tierras en el país y, como institución especializada, destinada a conocer todos los procesos relativos a esta materia.

         
El Tribunal de Tierras como organismo está estructurado de dos maneras, desde el punto de vista organizacional, esto es de las oficinas o dependencias que lo conforman, las cuales le sirven de soporte administrativo y técnico, así como desde el punto de vista jurisdiccional.  

    
En este sentido, interpretando a Ciprián, Rafael (2003, pp. 316-321), el Tribunal de Tierras, como órgano jurisdiccional que es, tiene su estructura que le es propia. La estructura jurisdiccional y la administrativa y técnica, constituyen el todo del Tribunal de Tierras.  Unas necesitan de las otras para poder cumplir con sus delicadas funciones.  Esto indica que aunque son dos estructuras diferentes, ambas se complementan para hacer viables las operaciones tanto jurisdiccionales como administrativas del Tribunal de Tierras.  


En este aspecto, el Tribunal de Tierras como institución se divide en tres partes: 

· La Presidencia 

El Artículo 16 de la Ley No.1542 de Registro de Tierras, modificado por la Ley No.267-98, establece que por cada Tribunal Superior de Tierras creado, excepto el Departamento Central, estará integrado por un Presidente y cuatro jueces, cuyos nombramientos se harán en la forma establecida en la Constitución de la República. 

El Presidente del Tribunal de Tierras es quien representa la Jurisdicción Catastral y se encarga  de los asuntos administrativos del mismo, también es el líder de todos los jueces que componen el Tribunal Superior de Tierras y los de Jurisdicción Original de su competencia.  Al momento de producir las sentencias de los casos que le han sido sometidos, éstos deben estar fundamentados en la conciencia y convicción del juez  en lo que respecta a la instrucción, estudio y ponderación del expediente.  

          De conformidad con la Ley No.1542 de Registro de Tierras, dentro de las funciones del Presidente están la de designar los expedientes a los jueces del Tri​bunal de Tierras de Jurisdicción Original, por auto debidamente firmado por él.  Debe mantener una comunicación permanente con el Secretario del Tribunal Superior de Tierras, con los Registradores de Títulos correspondientes, con el Director General de Mensuras Catastrales y con el Abogado del Estado ante el Tribunal de Tierras, a quienes les suministra las instrucciones correspondientes a su convicción, a fin de velar por el buen desarrollo de la Jurisdicción que preside.   

          
Otra de las  funciones a su cargo es asignar a  los Jueces del Tribunal Superior de Tierras los expedientes que están en estado de recibir fallo al fondo.  Aunque la Sentencia será firmada por los tres jueces que formaron el Tribunal Superior de Tierras en la instrucción del caso, siempre hay un responsable del expediente. 

      

Dentro de sus funciones jurisdiccionales están: Conocer, de manera especial, en un solo grado, los diversos recursos y procedimientos; del Recurso de Revisión por Causa de Fraude, en virtud de los Artículos 137 y siguientes de la ley de la materia.   


Ciprián, Rafael (op. cit.) explica que como toda institución de servicio público, el Tribunal de Tierras tiene su dependencia que se encarga de mantener el vínculo con los usuarios de los servicios que presta. 

         
El encargado de la Secretaría del Tribunal es el Secretario, quien es un funcionario bajo las órdenes del Presidente del Tribunal Superior de Tierras y es intermediario entre el público y el Tribunal.  Aunque la Ley No.1542 de Registro de Tierras establece en su Artículo 22 que este funcionario será nombrado por el Poder Ejecutivo, con la modificación constitucional del año 1994, ahora es  nombrado por la Suprema Corte de Justicia. El legislador estableció algunas condiciones que son necesarias para ejercer el cargo de titular de la Secretaría del Tribunal Superior de Tierras. 

         
La competencia, es cuando un tribunal está facultado por la ley y la Constitución para conocer determinados asuntos que tienen un carácter legal y una trascendencia jurídica.  Este poder resulta, además, de la voluntad manifiesta  de los interesados en la solución de un conflicto que tiene trascendencia jurídica. Estas consideraciones revelan que sólo compete al Tribunal de Tierras conocer de los asuntos relativos a la Jurisdicción de Tierras.

      
Al decir de Ciprián, Rafael (2003, p. 323) el Tribunal de Tierras tiene una competencia limitada a las cuestiones que de manera expresa la ley le atribuye, por ser una Jurisdicción de excepción o especializada. No le corresponde conocer ni decidir asuntos que el legislador, de manera específica, no le haya señalado, ni puede dejar de instruir y fallar aquellos casos que la ley pone a su cargo. 


 De acuerdo con la Ley No.108-05 de Registro Inmobiliario,  las funciones del Presidente del Tribunal Superior de Tierras serán diferentes.

1.3 Tribunales de Tierras de Jurisdicción Original

       
Están compuestos por un Juez denominado de Jurisdicción Original.  Es un tribunal unipersonal. Cumple la misión de instruir y fa​llar en primer grado todos los asuntos para los cuales sea designado por auto del Presidente del Departamen​to del Tribunal Superior de Tierras al cual pertenezca. 
        
De esto se deduce que  este Tribunal está representado por un solo Juez, quien es responsable de fallar los casos que son asignados a su jurisdicción.  Lo anterior no limita el número de Jueces de Jurisdicción Original que habrá en todo el te​rritorio nacional.  Así lo establece la Ley No.1542 de Registro de Tierras, y la Ley No.108-05 de Registro Inmobiliario, que habrá tantos jueces de Jurisdicción Original como fuere necesario y lo permita el presupuesto de la Suprema Corte de Justicia.


Los jueces que integran esta jurisdicción desempeñaban sus funciones y tenían plenitud de jurisdicción a nivel nacional con la Ley No.1542 de Registro de Tierras; pero, con la Ley No.108-05, su competencia es provincial, asignándosele los expedientes relativos a los lugares donde hayan sido designados y los más cercanos.  Fungen como tribunales de primer grado en aquellos casos establecidos por la ley y en segundo grado en materia posesoria, para el caso de las apelaciones contra sentencias dictadas por los Jueces de Paz, en relación a terrenos bajo Mensura Catastral.  

1.3.1 Estructura Organizacional 

        
En vista de la multiplicidad de asuntos que controla la Jurisdicción de Tierras, para que éstos sean resueltos adecuadamente, el legislador ha previsto la creación de Oficinas Administrativas y técnicas, a fin de que sirvan de ayuda para la elaboración del trabajo que se realiza en el Tribunal de Tierras. Las Dependencias Administrativas y Técnicas cumplen la función que la Ley No.1542 de Registro de Tierras les ha asignado de manera especial y aunque mantienen una relación permanente unas con otras, no pueden actuar independientemente de las otras. 



Con la nueva Ley No.108-05 de Registro Inmobiliario, la estructura organizacional de la Jurisdicción de Tierras cambia totalmente, y sólo existirán cuatro órganos que serán:

1.- Tribunales Superiores de Tierras y Tribunales de Jurisdicción Original

2.- Dirección Nacional de Registro de Títulos

3.- Dirección Nacional de Mensuras y Catastro; y,

4.- Comisión Inmobiliaria.

Esto revela que la esencia de estas dependencias es la coherencia e interrelación que debe existir entre ellas para que en su conjunto puedan desempeñar las funciones que le dieron origen; esto es, servir de soporte al buen desenvolvimiento del Tribunal de Tierras.  Entre los órganos que conforma el Tribunal de Tierras en virtud de la Ley No.1542 de Registro de Tierras, se pueden señalar los siguientes:

1.4 Oficina del Abogado del Estado 

         De acuerdo a los datos de la Suprema Corte de Justicia, la Oficina del Abogado del Estado está compuesta por el Abogado del Estado, sus Abogados Ayudantes y el Personal Administrativo. El Abogado del Estado es el representante del Estado ante el Tribunal de Tierras (Fiscal ante el Tribunal de Tierras); y, en consecuencia, actúa en funciones de Ministerio Público en los casos penales que se dan en el Tribunal de Tierras e interviene en los procesos de saneamiento y revisión por causa de fraude por ante el mismo Tribunal.

         Esto revela que el Abogado del Estado ejerce un papel preponderante, pues representa al Estado, como propietario original o como garante del Certificado de Título, y a la sociedad,  en cualquier procedimiento que se lleve a cabo ante cualesquiera de las instancias del Tribunal de Tierras, siempre que los intereses del Estado o la sociedad lo requieran o se trate de un procedimiento de orden público y de interés social.   

          Dentro de sus funciones están: representar al Estado de manera exclusiva en todos los procesos que se lleven por ante el Tribunal de Tierras en que el Estado tenga, aparente o pudiera tener algún interés. La Oficina del Abogado del Estado y Fiscal ante el Tribunal de Tierras desempeña una función esencial, a través de ella se comienza el procedimiento de saneamiento catastral, cuya misión es cumplir con lo que establece la Ley No.1542 de Registro de Tierras, esto es, sanear, adjudicar e individualizar todos los derechos inmobiliarios.

Con la nueva Ley No.108-05 de Registro Inmobiliario, la figura del Abogado del Estado es sustituida por la figura de la Comisión Inmobiliaria, la cual estará conformada por tres miembros, uno nombrado por el Poder Ejecutivo, otro por el Congreso Nacional y uno por la Supresa Corte de Justicia, siendo presidida por el miembro nombrado por la Suprema Corte de Justicia, pero mantendrán las mismas funciones que actualmente tiene el Abogado del Estado.

1.5 Oficina de los Registradores de Títulos 

          Es la encargada de llevar en los libros correspondientes un registro de la propiedad inmobiliaria o de cualquier otro derecho real inmobiliario que la afecte y que por tanto sea susceptible de registro de acuerdo con la ley.  Es en el Departamento de Registro de Títulos donde deben asentarse todas las operaciones que amparen un derecho real inmobiliario. 

1.5.1 El Registrador de Títulos

         Es el titular de la Oficina de Registros de Títulos.  Cada Oficina tendrá un Registrador de Títulos del Departamento de que se trate, que ejercerá la autoridad en ella, según se denomine el Departamento Judicial donde ejerce su jurisdicción.  Aunque el Artículo 157 de la Ley No.1542 de Registro de Tierras establece que el Registrador de Títulos será nombrado por el Poder Ejecutivo, en la actualidad lo designa la Suprema Corte de Justicia, por ser un funcionario judicial.  Dentro de sus funciones están: 

1. Dirigir la oficina bajo su dependencia

2. Llevar un libro de inscripciones

3. Expedir a nombre de los interesados copias fieles de los Certificados de Títulos que le confieren derechos a su favor

4. Firmar todos los Certificados de Títulos expedidos en su oficina, etc..

1.6 Dirección General de Mensuras Catastrales

         La Dirección General de Mensuras Catastrales es una Oficina Técnica adscrita al Tribunal de Tierras y una dependencia de la Jurisdicción de Tierras.  Como tal tiene a su cargo realizar o supervisar la ejecución de todos los trabajos técnicos que implican las mensuras catastrales, los deslindes, las subdivisiones, las refundiciones, inspecciones, replanteos, en fin, todos los trabajos técnicos de mensura que requieran los terrenos y los titulares de los mismos. 

  
La Dirección General de Mensuras Catastrales,  tiene a su cargo, entre otras funciones:

1. Supervisar, revisar y aprobar todas las mensuras catastrales que se ejecuten en el territorio nacional.

2. Llevar el control de las mensuras catastrales que se realizan.

3. Informar al Tribunal de Tierras sobre las designaciones catastrales de los terrenos cuyo saneamiento se solicite, así como también la de los terrenos resultantes de operaciones posteriores al saneamiento: subdivisiones, deslinde, refundiciones y modificaciones de linderos, que requieran nuevos planos con nuevas áreas.

4. Confeccionar los planos que sean necesarios para el desenvolvimiento de sus labores, así como para otros fines, etc.

1.7 La Jurisdicción Inmobiliaria del Municipio de Santiago

        
A partir de la Orden Ejecutiva 511, de fecha 1 de julio de 1920, surge la Jurisdicción inmobiliaria con el propósito de solucionar todo lo relativo a las tierras comuneras, así como organizar un verdadero sistema de registro de propiedad inmobiliaria que constituía un verdadero desastre muy perjudicial a la economía nacional, a la estabilidad social y al buen crédito de la nación, pero siendo competencia de la Jurisdicción Ordinaria conocer de todos los asuntos de tierras.

        
Sin embargo,  el Tribunal de Tierras como institución no surge sino hasta la promulgación de la Ley  No.1542 de  Registro de Tierras, del 11 de octubre de 1947, la cual pone a su cargo su aplicación y se pone en práctica el Sistema Torrens para el registro y transmisión de la propiedad inmobiliaria en el país, caracterizado por los principios de publicidad, legalidad, autenticidad y especialidad.  


Así, la Ley No.1542 de Registro de Tierras, que recoge la referida Orden, tiene como objetivo principal el registro de todos los terrenos que forman parte del territorio nacional, así como las mejoras construidas sobre los mismos.

        
Álvarez Sánchez, Arístides (1999, p. 17) al referirse al motivo de importancia del Sistema Torrens en el país, expresa “que la implantación de este sistema no fue movido únicamente con el propósito de organizar un método realmente científico y seguro para el registro de las tierras y sus mejoras, sino además, con el fin de resolver el problema de los terrenos comuneros que afectaba a todo el país y que constituía un verdadero desastre y caos profundamente perjudicial a la economía nacional, a la estabilidad social y al buen crédito de la nación, ya que personas inescrupulosas se habían dado a la tarea de hacer una provechosa industria de la fabricación de títulos o acciones de pesos falsos, sobre todo en la Región Este del país…” 

         
Lo planteado por el autor revela el intento del legislador de crear las bases para un sistema de registro de tierras coherente y seguro en lo referente a la propiedad inmobiliaria, a fin de evitar actuaciones dolosas de parte de inescrupulosos.

1.7.1 Jurisdicción Ordinaria

De acuerdo con la Ley  No.821, sobre Organización Judicial, hasta el año 2000  el  Distrito  Judicial  de  Santiago,  estuvo  constituido  de dos Cámaras  Civiles y  Comerciales,  dos   Cámaras  Penales,  una Cámara  Laboral, dos   Juzgados de  Instrucción, tres  Juzgados  de Paz Ordinarios, un Juzgado de Paz    Municipal,  dos  Cortes  de  Apelación una  Penal y la  otra  Civil y en materia de tierras un Tribunal de Jurisdicción Original, es a partir de la Ley  No. 50-00  del  año 2000 que  se transforma todo el engranaje judicial de dicha Provincia, cuando se crean los siguientes Tribunales:

1. Una Cámara Civil compuesta por tres salas.

2. Una Cámara Penal, compuesta por cuatro salas.

3. Un Tribunal Laboral con tres salas.

4. Un Juzgado de Instrucción, con cuatro salas, dirigidas por un Presidente.

5. Cuatro Juzgados de Paz Ordinarios.

6. Tres Juzgados Paz Especiales de Tránsito.

7. Un Juzgado de Paz Municipal.

8. Una Corte de Apelación Laboral.

9. Una Corte de Apelación Civil. 

10.Una Corte de Apelación Penal; y,

11. Una Corte de Apelación Laboral.

1.7.2  Jurisdicción  Catastral 

El Tribunal Superior de Tierras Departamento Norte, con asiento en la ciudad de Santiago de los Caballeros, fue creado  en virtud de la Ley No. 267-98, de fecha 22 de julio de 1998, abarcando este las 14 provincias del Cibao, que son: Santiago, Valverde, Santiago Rodríguez, Dajabón, Montecristi, Puerto Plata, La Vega, Espaillat,  Duarte, Monseñor Nouel, María Trinidad  Sánchez, Salcedo, Sánchez Ramírez y Samaná; conjuntamente con un Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original, compuesto por dos salas.  

Se crea además una Oficina para el Abogado del Estado Adjunto o  Ayudante. El Tribunal Superior de Tierras del Departamento Norte está  compuesto por cinco jueces y el Tribunal de Jurisdicción Original  consta  de  un  Juez  para  cada  una  de sus salas;  no  obstante, dichas salas  cuentan  con un  solo espacio  físico   


También, la Ley No.50-00,  que modifica la Ley No.821 sobre organización  judicial,  hace  muy  buenos  aportes  al  Distrito  Judicial  de  Santiago,  creando nuevos Tribunales, en su artículo uno, letra b) en el Juzgado de Primera Instancia del  Distrito Judicial de Santiago habrá una Cámara Civil y Comercial  y una Cámara  Penal, la Cámara Civil y Comercial estará compuesta  por cuatro y hasta ocho jueces,  y la  Cámara  Penal por cuatro  y  hasta ocho  jueces,  quienes  una  vez  apoderados  en la forma  que  se  indicará más  adelante, conocerán,  de  modo  individual,  de los  expedientes  que  sean  sometidos  a  su  conocimiento  y decisión.        

Es  en  realidad  a partir de la  creación  y  funcionamiento  del Tribunal  Superior  de  Tierras  del  Departamento Norte,  cuando  se puede  apreciar  el  vacío  existente  desde  el  punto  de  vista   procesal  en materia  catastral  o  inmobiliaria, en el Municipio de Santiago, pues dada la amplitud para el ejercicio  de la  materia  de  tierras por  ante dicho Tribunal, tanto en su rol administrativo  como  contencioso,  los  abogados tienen la prerrogativa de utilizar  todo medio  

del  derecho  común  en  este  ámbito  del  derecho,  sin  embargo estos  han hecho  poco uso de los incidentes del derecho procesal civil ante la Jurisdicción  Catastral  en este Municipio.

CAPÍTULO II: 
Aspectos generales sobre la mensura y el proceso de saneamiento
2.1 Los Planos de la Mensura en el Proceso de Saneamiento Catastral



La escala de los planos catastrales es de gran importancia. Como la finalidad del mapa es proporcionar una descripción precisa de la tierra y facilitar su identificación, la escala debe ser suficientemente grande como para que cada parcela, que pueda ser objeto de posesión separada, convencionalmente conocida con el nombre de parcela, aparezca en el plano como una unidad reconocible. 


Si los datos de los planos se almacenan en una computadora, se podrán trazar casi en cualquier escala, hecho que dará la impresión de una mayor exactitud de la que exige la calidad de los datos de un levantamiento. Puesto que tanto el plano como los correspondientes registros son partes complementarias del mismo sistema de descripción e identificación, debe existir algún sistema de correspondencia entre lo que se muestra en el plano y lo que se incluye en los registros. 


Por regla general esto significa que se debe asignar un número o dar un nombre a cada parcela. Estas referencias se conocen con el nombre de identificadores de la propiedad o números de referencia de la parcela única. Es posible elaborar diversos sistemas de referencia.


La referencia escogida deberá ser de fácil comprensión y fácil de recordar; fácil para su uso por el público y en computadoras; permanente de manera que no cambie con la venta de una propiedad, pero que pueda ser actualizada cuando, por ejemplo, se produce una subdivisión de la parcela; deberá ser única, precisa y su introducción ha de ser económica.


Es esencial que cuando estos números o nombres se introducen en un plano no oscurezcan los detalles del plano. El plano catastral deberá indicar los límites de cada parcela, y en algunas jurisdicciones puede también mostrar su 

superficie y la longitud efectiva y la orientación de cada lindero. Obviamente, estas consideraciones pueden exigir la utilización de una escala algo mayor que la que se requiere para indicar simplemente cada parcela del levantamiento.

2.1.1 El Plano General


           
La escala más pequeña que se puede utilizar satisfactoriamente depende en primer lugar de la superficie de la parcela más pequeña que probablemente se encontrará y, por consiguiente, puede variar mucho según las circunstancias. Para los plano catastrales de ciudades se necesitará una escala mucho mayor que para los de zonas rurales. Del mismo modo, una zona rural muy densa, compuesta de campos y propiedades pequeñas, exigirá planos a una escala mayor de la que se necesitará en una zona de grandes propiedades rurales con campos abiertos.


Los planos más conocidos son topográficos a escalas de aproximadamente 1:50.000. Esos planos permiten representar con exactitud (aunque no siempre a escala) la posición de carreteras, líneas ferroviarias, senderos, aldeas, ríos, arroyos, puentes, edificios importantes, límites administrativos y otras características semejantes, así como el relieve de la tierra, la profundidad del agua y las variaciones de nivel de las mareas. 


Sin embargo, estos planos son muy inadecuados para fines catastrales. Un simple ejemplo aclarará este punto. Una línea trazada cuidadosamente con un lápiz tendrá una anchura aproximada de medio milímetro. En un plano a escala de 1:50.000 esta línea representará una línea de 25 metros de anchura en el terreno. Hay muchos países, especialmente países montañosos, en los que existen parcelas de menos de 25 metros de anchura.


En su mayor parte, los planos catastrales deben tener una escala de 1:500 a 1:2.500, aunque en zonas densamente desarrolladas se necesitará tal vez una escala mayor, mientras que en campo abierto podrán utilizarse escalas muchos menores.


Inicialmente los planos a escala grande son mucho más costosos por unidad de superficie que los planos a escala pequeña, pero debe tenerse siempre presente que una vez completado el reconocimiento a escala grande, de esos planos pueden derivarse planos precisos en cualquier escala más pequeña. En cambio, lo contrario no es cierto porque si bien es fácil levantar planos a escala grande utilizando computadoras, estos planos no pueden ser nunca más precisos que los datos originales a partir de los cuales fueron levantados.


Por regla general, los planos catastrales son únicamente planos planimétricos, es decir, que no necesitan representar el relieve topográfico. Puede haber razones especiales para tener que registrar las alturas en esos planos, pero normalmente lo que se necesita es un plano de lo que se ve, sin visión estereoscópica, desde un punto situado verticalmente sobre la parcela  observada. 


Este tipo de plano contiene la representación gráfica de dos o más parcelas o dos o más solares. Las distancias registradas en esos planos son las distancias horizontales entre puntos y no las distancias de superficie medidas realmente en el terreno. 


De esta manera, la superficie registrada para una parcela en una ladera empinada será el equivalente horizontal que puede ser considerablemente inferior a la superficie real de la parcela. Un tercer requisito importante de los planos catastrales es que deben mostrar un número suficiente de puntos identificables con exactitud en el terreno, a fin de poder identificar en el plano cualquier punto del terreno (o viceversa), y todo ello a simple vista o con mediciones breves y sencillas.


Desde un punto de vista profesional, este requisito se satisface mediante el uso de señales que registran las estaciones de triangulación originales, o las estaciones en la poligonación complementaria realizada con el teodolito, pero este método suele ser inadecuado o inconveniente por razones prácticas. 


En zonas donde hay cercas permanentes o campos rodeados de terraplenes, las cercas y los terraplenes pueden constituir un medio adecuado de identificación detallada, pero en campos abiertos sin cercas ni terraplenes, será necesario utilizar algún medio para indicar los límites de las parcelas sobre el terreno. 


Una buena señal debe ser duradera por sí misma y difícil de eliminar accidental o voluntariamente. Asimismo, en muchos países es conveniente que el material con que se fabrican estas señales sea de un tipo que no incite al robo. Como las señales deben ser fácilmente reconocibles, conviene que sean bien visibles en el terreno, pero para los puntos importantes, por ejemplo los utilizados como puntos de control en los levantamientos, es útil complementar las señales de superficie con otras señales fabricadas con hormigón y enterradas debajo de la tierra. 


En algunos países, por ejemplo en gran parte de las tierras de propiedad pública en los Estados Unidos de América, se ha colocado una retícula sobre el terreno creando así un sistema rectangular.


 Todas las parcelas de tierra están delimitadas por líneas rectas, que a menudo van de norte a sur y de este a oeste. El problema que plantea este sistema es que no responde a la topografía natural, pero su ventaja es su simplicidad y la claridad relativa de los linderos en el terreno. Sin embargo, con más frecuencia se utiliza una retícula como un sistema de referencia, de modo que las coordenadas de todos los puntos de los ángulos de los linderos puedan medirse, calcularse y registrarse. 


Los datos pueden almacenarse en una computadora y utilizarse para levantar los planos catastrales o para ayudar a un agrimensor a restablecer las señales de linderos que se hayan perdido. El número de referencia de la parcela  puede utilizarse para identificarla. Se le puede determinar en relación con los archivos que contienen una información topográfica más detallada acerca de la parcela, por ejemplo, sus dimensiones, y en relación con los datos sobre propiedad, valor y uso. 


En muchos países los datos del levantamiento se conservan en un departamento del gobierno (el departamento topográfico), mientras que los datos escritos y los detalles del título se conservan en otro departamento. Este último puede ser el departamento de tierras, el ministerio de justicia o incluso el departamento del tesoro. Es importante que cualquiera que sea el lugar donde se mantengan los registros de las parcelas, cada autoridad adopte el mismo sistema normalizado de referencias de las parcelas. 


También es indispensable que los cambios que se produzcan en los límites de las parcelas se registren inmediatamente después de que se convenga en ellos. Debe notificarse inmediatamente a todas las partes interesadas sobre cualquier cambio que se haya producido y que afecte a parcelas de tierra, por ejemplo, cuando se ha procedido a una subdivisión oficial. Un plano catastral debe estar al día en todo momento.

2.1.2 El Plano Definitivo

      
Los sustentantes de este estudio sostienen el criterio de que el plano definitivo es aquel plano que prepara el Agrimensor que ha obtenido por parte del Tribunal Superior de Tierras la prioridad para iniciar los trabajos de mensura de una parcela o solar, y que una vez revisada y confirmada la decisión emitida por el Tribunal de Jurisdicción Original, con motivo del saneamiento el Agrimensor depositará por ante la Dirección General de Mensuras Catastrales, acompañado por una copia de la sentencia confirmada por el Tribunal Superior de Tierras.


Este tipo de plano es el que se realiza después de  revisada y aprobada por el  Tribunal Superior  de Tierras o haberse hecho definitiva con la autoridad de la cosa juzgada, la sentencia de adjudicación  de los derechos de propiedad sobre el inmueble (parcela o solar), y que la Dirección General de Mensuras Catastrales exige y aprueba para fines de expedición por el Secretario del Tribunal Superior de Tierras, del Decreto de Registro que da nacimiento al primer Certificado de Titulo producto del saneamiento catastral o que el Registrador de 

Títulos donde se encuentra ubicado el inmueble debe expedir una vez le sea remitida la sentencia en virtud de la nueva Ley No.108-05 de Registro Inmobiliario.


Cuando la Dirección General de Mensuras Catastrales lo recibe y aprueba, lo envía al Secretario del Tribunal Superior de Tierras, para que éste prepare el Decreto de Registro teniendo como base el dispositivo de la sentencia que dicte el Tribunal de Tierras sobre el saneamiento de cualquier terreno rural o urbano. El Decreto de Registro es un mandato del Secretario del Tribunal Superior de Tierras, al Registrador de Títulos correspondiente, para que se registre a favor de la persona que resultare adjudicataria, cualquier derecho que le asista sobre un inmueble saneado por el Tribunal de Tierras. 

Ninguna disposición de la Ley No.1542 de Registro de Tierras, exige al Secretario del Tribunal Superior de Tierras esperar el vencimiento del plazo de casación para emitir el Decreto de Registro, sino que al contrario, el párrafo único del artículo 150 de dicha ley impone a este funcionario la obligación de expedirlo sin pérdida de tiempo tan pronto como reciba del Director General de Mensuras Catastrales los planos definitivos y  la descripción técnica del terreno.

El Decreto de Registro se enviará al Registrador de Títulos correspondiente acompañado de dos copias de los planos definitivos y su descripción técnica, así como una copia de la resolución de justiprecio de la propiedad para fines del pago al Fondo de Seguro de Terrenos Registrados y de un memorando sobre gravámenes, si los hay.


El artículo  26, párrafo VII de la Ley  No.108-05 de Registro Inmobiliario,  establece que: “La sentencia irrevocable de saneamiento, acompañada del plano definitivo de mensura aprobado y toda aquella documentación complementaria, establecidas por la vía reglamentaria por la Suprema Corte de Justicia, debe ser remitida al Registrador de Títulos que corresponda dentro de los quince días de la recepción de los planos aprobados, para que se efectúen los registros correspondientes y se expida el  Certificado de Título.”  De donde se infiere, que con esta nueva ley el Decreto Registro desaparece.
El término plano catastral está relacionado con cualquier parcela de tierra definida por la propiedad, el valor o el uso, siempre que la parcela tenga una identidad independiente y guarde relación con la ordenación de la tierra en calidad de recurso natural. Un plano catastral mostrará los límites de esas parcelas, pero puede además incluir detalles de los recursos que contienen, así como sus estructuras físicas superficiales o subterráneas, su geología, sus suelos y su vegetación y la forma en que se utiliza la tierra.
2.1.3 Catastro

    
Catastro es el término técnico empleado para designar una serie de registros que muestran la extensión, el valor y la propiedad u otro fundamento del uso o de la ocupación de la tierra. En términos estrictos, un catastro es un registro de fincas y de valores de la tierra y de los propietarios, que originalmente se compilaba con propósitos de tributación. 


Sin embargo, en muchos países ya no existe un impuesto sobre la tierra y en la práctica el catastro tiene otras dos finalidades igualmente importantes: facilita la descripción precisa y la identificación de determinadas parcelas y sirve de registro permanente de derechos sobre la tierra. Normalmente un catastro moderno consiste en una serie de mapas o planos a escala grande con sus correspondientes registros. 

2.2 La Posesión Como Generadora Del Derecho De Propiedad

 Para hablar de Saneamiento hay que definir dos conceptos que son fundamentales e indispensables en el Saneamiento de un terreno, que son: la Posesión y la  prescripción. 


Según Ruiz Tejada. M. (1952, p. 169), “la posesión es un hecho que se caracteriza en principio, por la ocupación, la aprehensión material de la cosa.”  

De acuerdo al artículo 2228 del Código Civil Dominicano, p. 347,  la posesión no es más que “la ocupación o el goce de una cosa o un derecho que tenemos o ejercemos por nosotros mismos o por otro que tiene la cosa o ejerce el derecho en nuestro nombre.”


De dicho texto legal se puede inferir que existe la posesión tanto en materia de bienes muebles, como en materia de bienes inmuebles. Con respecto al concepto de posesión mobiliaria el artículo 2279  del  Código Civil Dominicano, establece que “en materia de bienes muebles la posesión vale título”, lo que significa que quien posee el bien mueble es el propietario, de conformidad con la ley.  

La diferencia entre la posesión mobiliaria y la inmobiliaria, es que las  reglas jurídicas aplicables a los bienes muebles no son las mismas aplicables a los bienes inmuebles, ya que la posesión per se,  no hace al poseedor propietario del inmueble poseído, si no cumple con unas series de condiciones y requisitos establecidos por la ley, fundamentalmente como lo es cumplir con el plazo de la prescripción.   

Ciprián, Rafael (2003, p. 84), define la posesión como “una de  las  formas  de adquirir derechos  sobre los objetos y hasta la propiedad de los bienes inmuebles.” La jurisprudencia y la doctrina clasifican la posesión como material y teórica; la primera donde el reclamante posee, ocupa, cultiva, siembra, labora,  en fin le da uso lucrativo y social, ya que con su esfuerzo y trabajo crea los medios útiles a la sociedad; y la segunda, es la que  consta en un plano catastral  que haya sido oficializado o registrado en la Dirección General de Mensuras Catastrales. 

De acuerdo a Ciprián, Rafael, (2003, p. 84), la posesión sólo surte efectos cuando se trata de inmuebles no registrados. Si se trata de inmuebles registrados, la posesión no tiene trascendencia  jurídica alguna.  En ese aspecto,

el artículo 175 de la Ley  No.1542 sobre Registro de Tierras (2001, p. 60), señala 

que “no podrá adquirirse por prescripción o posesión detentatoria ningún derecho o interés que hubiere sido registrado de acuerdo a las prescripciones de esta Ley.” 

La Ley 1542 de Registro de Tierras (2001, p.2) convierte el hecho  de la posesión en un precepto legal, cuando en su artículo 4 enumera las distintas formas de poseer; y al hecho de la posesión material por medio de cultivos y de cercas, agrega otra forma de poseer, que ha sido llamada posesión teórica y es aquella que se tiene simplemente por medio de planos o actas de mensuras.

 
Sin embargo, hay que señalar que de acuerdo al artículo 21 de la Ley No. 108-05 de Registro Inmobiliario, que instituye el nuevo sistema de registro inmobiliario en el país, “se consideran actos posesorios cuando los terrenos se hallen cultivados o dedicados a cualquier otro uso lucrativo, la percepción de  frutos, la construcción que se haga en el inmueble, la materialización de los límites.” 


Según el Código Civil Dominicano,  en su artículo 2228 (1999, p. 244),  “la posesión,  no  es más que la ocupación o el goce de una cosa o de un derecho que tenemos o ejercemos por nosotros mismos, o por otro que tiene la cosa o ejerce el derecho de nuestro nombre.” 

Al analizar detenidamente el artículo 2228 del Código Civil, puede percibirse la idea de que existe la posesión tanto en materia de bienes muebles, como en materia de bienes inmuebles,  quedando  la posesión en cuanto a los bienes muebles se refiere,  esclarecida por las disposiciones del artículo 2279 del mismo Código, cuando expresa que “en materia de mueble la posesión vale título.   

Continuando con la interpretación del artículo 2228 del Código Civil, la posesión no la posee aquel que ocupe o esté sobre la cosa, sino también aquel 

que goza del derecho de poseerla, por ejemplo el inquilino que es un poseedor que goza de esta posesión legalmente pero no le pertenece, porque lo que es en este caso lo que se llama un detentador o poseedor precario. 

La doctrina por su parte, se nutre del Código Civil para definir el concepto como es el caso de Medrano Vásquez, Manuel W. (1998, p. 51) quien la define como: La posesión es un hecho que en principio se caracteriza por la ocupación, la aprehensión material de la cosa. 

Para Mirabal, Leonardo, (“El Saneamiento Catastral”, UAPA, p. 9), la posesión tiene dos elementos constitutivos inseparables el uno del otro, estos elementos son: el “Corpus” y el  “Animus”.
El Corpus, es el elemento material de la posesión,  es decir, es el ejercicio de actos de dueño, sobre el inmueble poseído, como por ejemplo cultivarlo, cercarlo, construir sobre el terreno, etc.

El Animus, es el elemento intencional de la posesión, es decir, es el deseo de ser propietario del inmueble poseído. 


De los dos elementos constitutivos de la posesión, el corpus  puede ser  ejercido a través de otra persona, pero el animus como elemento intencional de la posesión sólo puede ser ejercido por el verdadero poseedor o propietario. 

De conformidad con las disposiciones del artículo 4 de la Ley No.1542 de Registro de Tierras,  el legislador dominicano en esta ley estableció dos tipos de posesiones que son:

La Posesión Material: Es la exteriorización del derecho de propiedad, de un terreno no saneado, que se caracteriza por la toma o apoderamiento físico o material del terreno. Ejemplo: cultivo, construcción, etc.

La Posesión Teórica: Es la exteriorización del derecho de propiedad, de un terreno no saneado, que se caracteriza por la toma o apoderamiento           del terreno por  medio de la mensura catastral.

La posesión teórica carga con la desventaja de que como no se exterioriza se ve expuesta a que otra posesión más caracterizada, la material por cultivo y cerca, la desplace. Cuando se adquiere la posesión y se conserva, puede dar lugar a la prescripción. Si se abandona o se pierde la posesión, puede dar lugar a que sea anonadada por una de las otras formas de poseer establecida por la ley. 

2.2.1 Modos de adquirir la propiedad 


Respecto al modo de adquirir la propiedad, Mirabal, Leonardo, (“El Saneamiento Catastral”, UAPA, p. 10), señala que: “con frecuencia se presentan conflictos en las reclamaciones, ya que más de una persona alega tener la posesión del terreno que se está saneando, y hay  que determinar cual de las posesiones es la más caracterizada, es decir, cual de la posesión es más válida frente a la otra.” 

Para poder prescribir es necesario una posesión continua, pacífica e ininterrumpida y a título de propietario, también es necesario el goce y disfrute del inmueble por el tiempo que determine la ley.  El que alega la prescripción para el plazo de 20 años en materia de saneamiento no está obligado a presentar ningún título, pues la misma se prueba por testigos. 

Se presume que una persona siempre posee por sí mismo y a título de propietario, si no se comienza a poseer por otro. Plantea Bonilla Atiles, Juan. (“Legislación de Tierras Dominicana”, 1974, p. 131) que una de las causas que impiden la prescripción es que los que poseen por otro, no prescriben nunca ni en ningún espacio del tiempo, sólo por una causa promovida por un tercero, o por la contradicción que las mismas hayan opuestos al derecho del propietario. 

Por su lado, el artículo 21 de la Ley No.108-05  de  Registro Inmobiliario señala que “para que la posesión sea causa de un derecho de propiedad, debe ser pública, pacífica, inequívoca e ininterrumpida por el tiempo fijado  en el Código Civil, según la posesión de que se trate.” 

Anteriormente se había señalado que el artículo 4 de la Ley No. 1542 sobre Registro de Tierras (2001, p. 2), prevé tres modos de poseer, que son:

1- Cuando los terrenos se hallen cultivados o dedicados a cualquier otro uso lucrativo.

2- Cuando los terrenos se encuentren cercados por medio de empalizadas, murallas, setos, zanja, trochas, o en cualquier otra forma que se preste para indicar las colindancias.

3- Cuando los terrenos se hayan medido por un agrimensor público y esa operación esté contenida en plano  y acta de mensura que haya sido registrada.

Por su parte, la Ley No.108-05 de Registro Inmobiliario, en su artículo 21 (2005, p.12) considera que hay  posesión “cuando  una persona tiene un terreno bajo su poder a título de dueño  o por otro que ejerce el derecho  en su nombre, sea cuando se hallen cultivados o dedicados a cualquier otro uso lucrativo, la percepción de frutos, la construcción que se haga en el inmueble y la materialización de los límites”. 

Como se puede observar  por la descripción de los actos de posesión que señala el artículo 4 de la Ley No. 1542 de Registro de Tierras, pueden concurrir  dos reclamantes de un mismo terreno con actos posesorios o posesiones distintas y ambos cumplir con las características o condiciones que exige la ley, es decir, uno con una posesión material y otro con una posesión teórica o por plano.  De acuerdo a la Ley No. 108-05 de Registro Inmobiliario, ya esa situación está descartada, pues la posesión por plano o teórica no existe. 

La preferencia de la posesión física sobre la teórica, la sostiene el Tribunal de Tierras en caso de que dos reclamantes pretendan la posesión de un mismo terreno, el uno por haberlo hecho medir por un agrimensor público que conste en el acta de mensura y plano y el otro por poseerlo físicamente. 

En el caso de dos reclamantes que pretenden la posesión de un mismo terreno, el uno sólo por haberlo adquirido de una persona que no tuvo la posesión del mismo o cuya posesión no reúne las características legales para prescribir y el otro por poseerlo y haber fomentado en él mejoras permanentes o por tenerlo cercado, el primero  tiene lo que se llama la posesión teórica.

Sin embargo, para Ruiz Tejada, Manuel (“Estudio sobre la Propiedad Inmobiliaria en República Dominicana”, pp. 170-171) es evidente que quien mide un terreno pone de manifiesto su intención, su ánimo de propietario, frente a los demás. “Quien vea medirlo si se considera perjudicado por la mensura puede detenerla por medio de oposición.”                                                                                  

Por eso esa manifestación del animus, de la intención exclusiva del dueño comprobada luego por un instrumento, el plano y el acta, el legislador la reconoce y la convierte también en precepto legal, admitiendo que esa es una de las formas en que el terreno debe considerarse poseído; pero, no se manifiesta de una manera tan clara, tan real, tan ostensible, como la posesión material por cultivos y por cercas,  por eso se le ha llamado frecuentemente posesión teórica. 

Aunque en posesión teórica la prueba es más fácil de conservar, porque consta en un acto jurídico: el acta de mensura; pero tiene esta desventaja: como no se exterioriza, se ve expuesta a que otra posesión más caracterizada, la material por cultivos y cerca,  la desplace.  A ese respecto la Suprema Corte de Justicia de la República Dominicana se ha pronunciado reiteradas veces. 

2.2.2 Justificación de la posesión Inmobiliaria 


Con la actual Ley No.1542 de Registro de Tierras, para los fines de que la solicitud de saneamiento catastral sea  bien acogida por el Abogado del Estado como Juez de la seriedad de dicha solicitud,  el solicitante debe justificar la posesión del  inmueble cuyo  saneamiento está solicitando, y  para justificar dicha posesión debe hacerlo en virtud  del artículo 48, párrafo II, de la referida ley, la cual establece que para justificar la posesión del inmueble cuyo saneamiento se solicita, bastará para los inmuebles rurales, la Certificación del Alcalde Pedáneo, y, para los inmuebles urbanos, una Certificación del Presidente del Ayuntamiento  o del Síndico Municipal correspondiente.

En la Ley No. 108-05 de Registro Inmobiliario, no se hace mención de la necesidad de estar certificaciones.  Respecto a la clasificación de los modos de posesión Ruiz Tejada, Manuel (“Estudio sobre la Propiedad Inmobiliaria en República Dominicana”, pp. 24), emite su opinión respecto a la interpretación de los modos de posesión estableciendo:

Primer Modo de Poseer: Todos los modos de poseer tienen en principio como fundamento, el hecho de que la posesión es la exteriorización del derecho de propiedad; la posesión por cultivo tiene a su vez como fundamento el que hemos expuesto, o sea que esa es la forma primera, y la más corriente de hacer esa exteriorización del derecho. Pero la ley no quiso quedarse en la palabra cultivos y agregó en ese primer acápite, que también se consideraría el tener el terreno  poseído cuando estuviere dedicado “a cualquier otro uso lucrativo”.  Uso lucrativo quiere decir uso provechoso y útil.

Segundo Modo de Poseer:  Los terrenos se consideran poseídos cuando se encuentran cercados. La palabra “cerca” como forma de poseer aparece por primera vez en el artículo 6to., parte in fine, (Art. 4, Ley 1542), según lo que 

establece dicho artículo, es después de la vivienda y cultivo, el segundo modo que acude al hombre para exteriorizar su intensión  de  propietario  exclusivo: Separa  su  predio  de  los  predios  vecinos,  a  fin  de  que nadie tenga en lo adelante la más ligera duda de hasta donde llega su derecho. 

Tercer Modo de Poseer: Los terrenos se considerarán poseídos también “cuando se hayan medido por un agrimensor público que conste en acta de mensura y plano”.  La Mensura es evidente que sólo exterioriza en el momento en que se realiza y nada más; pero deja allí algunas huellas: Las trochas y los hitos. Pero es evidente que quien mide un terreno pone de manifiesto su intensión, su ánimo de propietario, frente a los demás.  


Se puede resumir que estos modos o categorías de posesiones son:


El Cultivo, es decir, que quien posee el terreno lo tiene dedicado a la agricultura, ya sea para su consumo y de su familia o con fines comerciales, o lo tiene dedicado a cualquier otro uso lucrativo, como puede ser la construcción de una vivienda, un comercio, etc.


La Cerca, es decir, que quien posee el terreno lo tiene debidamente cercado o delimitado por cualquier medio que se preste para indicar las colindancias del terreno poseído.


La Mensura, es decir, que quien posee el terreno lo haya mensurado o medido por un Agrimensor Público y esa operación de mensura esté contenida en plano y acta de mensura que hayan sido registradas.   Cuando esta tercera categoría de posesión  exige el registro de este trabajo, se presume que su registro debe ser hecho por ante la Dirección General de Mensuras Catastrales.

La ley no solamente obliga al agrimensor a revelar en el plano la existencia de todas las posesiones que encuentre sobre el terreno, sino que obliga a las personas interesadas a dar al agrimensor los informes necesarios acerca de las posesiones. 

2.2.3 Conflictos de Posesión   

Antes de iniciar a hablar de los conflictos de posesión es conveniente  esbozar  un  concepto de conflicto. De acuerdo a Capitant, Henry (1930, p.143),  conflicto es toda “situación que opone a uno o varios Estados con otro u otros, o con grupos de individuos o también con individuos aislados  protegidos  por el derecho de gentes, respecto de la satisfacción de un interés simple, o por la existencia, extensión o ejercicio de un derecho”. 

Vistas las definiciones de posesión y de conflicto precedentemente señaladas, se puede extraer del concepto de conflicto de posesión,  toda situación que opone a uno o varios personas con otro u otros que gozan de una cosa o de un derecho que tienen  o ejercen  por sí mismos, o por otro.  Son las contestaciones que surgen entre dos o más personas relativas al derecho sobre la posesión de un inmueble determinado.  

En las reclamaciones de los terrenos con la finalidad de registrarlos y obtener los Certificados de Títulos que amparen los derechos, se presentan conflictos, cuando más de una persona alega tener la posesión del mismo terreno que se va a sanear, y hay que determinar cual de las posesiones es la más caracterizada, es decir, cual de la posesión es más válida frente a la otra. 

 En este aspecto, el legislador dominicano, estableció una especie de categoría en cuanto a las posesiones, la  Ley  No.1542 de Registro de Tierras, de fecha 7 de Noviembre de 1947,  en su artículo 4 distingue tres categorías o modos que caracterizan, justifican o demuestran que un terreno se encuentra poseído por una persona moral o física.  

De acuerdo a Manuel W. Medrano Vásquez (1986, p. 29), “en el derecho inglés es imposible que se presenten conflictos de posesiones  a menos que sean codueños o coposeedores al  mismo tiempo de la posesión de  un mismo terreno.” Sigue diciendo el autor que el derecho inglés denomina posesión a la posesión que exterioriza el derecho de propiedad y que puede conducir a un perfecto derecho de propiedad.

Expresa Manuel W. Medrano Vásquez (1986, p.30), quien a su vez cita una decisión de la Suprema Corte de Justicia de la República Dominicana, que  se puede presentar  un conflicto de posesión  principalmente cuando una persona tiene la posesión de un terreno por mensura hecha por un agrimensor público registrada y otra, por cultivo, cercado o dedicado a otra actividad lucrativa. 

Con la puesta en vigencia de la Ley No.108-05 de Registro Inmobiliario, en la República Dominicana queda excluida la posesión por mensura, por lo que  desaparecerá  en gran medida este tipo de conflictos.

2.2.4  Las Acciones Posesorias


De acuerdo a  Monción, Segundo (2005, p. 1), “Es posible que en el curso de un procedimiento catastral una posesión sea turbada, y en este caso es necesario protegerla,  y para ello han sido organizadas las acciones posesorias.  Estas acciones se refieren a la posesión sin tocar el fondo del derecho, contrario a lo que ocurre en las acciones petitorias que protegen el derecho de propiedad.” 

Con las acciones posesorias lo que se persigue es la protección de la posesión.  La posesión, como es un derecho, ha recibido protección especial por parte del legislador. Las acciones posesorias tratan de proteger al verdadero propietario.

La razón principal de la protección posesoria es evitar perturbaciones sociales, pues es difícil en hecho, que la persona que tiene la posesión permanezca tranquila cuando es perturbada en su posesión. La acción posesoria la ejerce la persona que tiene la posesión, es decir, el poseedor de la propiedad. La protección posesoria se extiende a los que gozan de  derechos reales.

 De acuerdo al artículo 1 párrafo 5 del Código de Procedimiento Civil, modificado por la Ley No. 845 del 15 de julio de 1978 (2000, p.7), el Juzgado de Paz es el competente para conocer de las acciones posesorias. 

Plantea Monción, Segundo, (op.cit., p. 1), que  pueden presentarse al examen  y decisión de los jueces las acciones posesorias del derecho común, tales como la Complainte, la Reintegranda y la Denuncia de Obra Nueva. 

La Complainte que se refiere a la mayoría de las turbaciones realizadas sin violencias; la Reintegranda, que se incoa cuando hay una turbación acompañada de vías de hecho o violencia; y la Denuncia de Obra Nueva, que resulta cuando se han realizado  o comienzan a realizarse obra o construcción en la posesión del demandante. 

Según la parte in médium, párrafo quinto del artículo 1 del Código de Procedimiento Civil, (2000, p. 7) las acciones posesorias deben ser iniciadas dentro del plazo del año de  haberse producido la perturbación. Por su parte, el artículo 23 del Código de Procedimiento Civil (200, p.15), establece  que “las acciones o interdictos posesorios no se admitirán sino en tanto hayan sido iniciadas dentro del año de la turbación, por aquellos que un año antes, a lo menos, se hallaban en pacífica  posesión del objeto litigioso por sí o por sus causantes, y a título  no precario.”


Las sentencias de los Juzgados de Paz en materia de acciones posesorias cuando no hay mensura catastral,  deben ser apeladas por ante el Tribunal de Primera Instancia de Derecho Común, pero cuando hay mensura catastral, la apelación debe hacerse por ante el Tribunal de Tierras, de acuerdo a los artículos 254 y 255 de la Ley No.1542 de Registro de Tierras.

 Añade Monción, Segundo (2005, p.2), que aún las apelaciones sean conocidas por el Tribunal de Jurisdicción original,  en dicho proceso se deben observar las formalidades prescritas por las leyes de derecho común, pudiendo las partes reproducir ante el Juez de Jurisdicción Original las mismas pruebas que se presentaron ante el Juez de Paz y  hasta producir otras nuevas. 

Por su lado, el artículo 269 de la Ley  No. 1542 de Registro de Tierras (2001,  p. 97) establece: “que desde la fecha que se fije para el comienzo de la mensura catastral, en el aviso que deberá publicarse para conocimiento del público, de acuerdo con lo que indican los artículos 52 y 53, y siempre que se le dé comienzo, todas las cuestiones relacionadas con el título o posesión de cualquier terreno comprendido en el área abarcada por la orden de prioridad para la mensura, serán de la competencia del Tribunal de Tierras.”

Señala Préstol Castillo, Freddy (1956, p. 5) que “el tribunal de Segundo Grado tiene la misma capacidad que el de primer grado para la ponderación de las pruebas, y en lo que respecta a la posesión fundada en una mensura, puede determinar si es o no eficaz, por su posterioridad a otra mensura.” Las acciones posesorias, se apelan ante el Tribunal de Tierras, y en la sustanciación de la instancia de apelación las partes están obligadas a atenerse a las reglas de procedimiento en materia de apelaciones establecidas en la ley. 
La demanda en interdicto posesorio no cambia de carácter por el simple hecho que el demandante y el demandado se pretendan propietarios del inmueble objeto de turbación, para determinar si la acción es posesoria  o petitoria debe ponderarse el tenor del acto introductivo de la instancia, la intención expresa o presumible de las partes, y el dispositivo.

Por su lado Ciprián, Rafael (“Tratado de Derecho Inmobiliario”, 2003, pp.292-293) señala que “la decisión dictada en apelación por causa de acciones posesoria, cuando sea dictada por un Juez de Jurisdicción Original con motivo del conocimiento de una apelación contra una sentencia evacuada por un Juez de Paz, en primer grado, que resuelva cualquier acción posesoria que le interpongan, conforme a los artículos 254 y 255 de la Ley de Registro de Tierras, el Tribunal Superior  de Tierras no podrá revisar esa decisión”.
Las cuestiones de hecho ponderados por el Tribunal de Jurisdicción Original en un litigio sobre interdictos posesorios, son apreciadas soberanamente por dichos jueces, sujetas a la comprobación de que sobre tales hechos se hayan deducido las consecuencias pertinentes en derecho y si la posesión reúne los caracteres legales. Esa sentencia sólo puede ser atacada por el recurso de casación interpuesto por ante la Suprema Corte de Justicia. Todo conforme a Ley de Procedimiento de casación, contemplado en el artículo 134 de la Ley No.1542 de Registro de Tierras, porque el derecho común recobra todo su imperio.

El artículo 256 de la Ley No.1542 de Registro de Tierras (2001, p.92) señala que “no se procederá a la ejecución de una sentencia dictada por un Juez de Paz, sino después que la parte que vaya a ejecutarla remita por correo certificado una copia de la sentencia al Tribunal Superior de Tierras e informe que va a llevar a cabo la ejecución. A falta del cumplimiento de esa formalidad, se tendrá la ejecución como no hecha”.

Respecto a la parte que sucumbe en el grado de apelación, añade Monción, Segundo (op. Cit., p. 2) que “la parte que sucumba será condenada en costas”. 

En ese sentido, señala Ciprián, Rafael (2003, p. 293) que: “En efecto el legislador catastral estableció en la parte final del Artículo 255 de la Ley de Registro de Tierras que en las acciones posesorias la parte que sucumba será condenada en costas.  Esta acepción se debe a que las acciones posesorias se sustancian, se instruyen y se fallan siguiendo las formalidades prescritas por las leyes del derecho común.” 

Rafael Ciprián se refiere a acepción (opinión de los autores),  debido a que el artículo 67 de la Ley No. 1542 sobre Registro de Tierras (2001, p.27) señala que los abogados en ejercicio tendrán derecho a postular ante el Tribunal de Tierras, pero su  ministerio no es obligatorio ante dicho Tribunal, por lo que los interesados podrán  comparecer  en persona o por medio de un representante no abogado provisto de poder especial y que no habrá condenación en costas. 

Señala Monción, segundo (2003, p. 3) que hay que observar cuatro condiciones para no incurrir en errores:

1º. Que la competencia de los Tribunales Ordinarios  en esta  materia está  limitada al primer grado de la demanda.

2º. Que esta competencia de los Juzgados de Paz abarca el período comprendido entre la ejecución de la mensura catastral y la sentencia final del Tribunal de Tierras.

3º. Que esa sentencia final es la que se refiere al saneamiento, puesto que después que un terreno ha sido definitivamente adjudicado no hay posibilidad jurídica de que existan acciones posesorias.

4º. Que las reglas de procedimiento a observar son las mismas de Derecho Común.

 Por último, señala Monción, Segundo (2003, p. 4) que el artículo 26 del Código de Procedimiento Civil  prohíbe el ejercicio de acciones posesorias si ya se ha iniciado  una demanda sobre lo petitorio.

2.2.5 Protección de la Posesión

La Ley No.1542 de Registro de Tierras, ha protegido la posesión de diversos modos: primero, convirtiéndola en precepto legal; segundo, estableciendo una gradación de acuerdo con la importancia de los diferentes modos de poseer; tercero, haciendo un reconocimiento de la posesión cuando la prueba de ella consta en acta de mensura, aun cuando no se manifieste con hechos materiales sobre el terreno; y cuarto por medio de sanciones penales.

El poseedor sea de buena o de mala fe, está protegido por las acciones posesorias, contra las perturbaciones causadas a su posesión. Estas acciones tienen por finalidad, la protección de la posesión; no protegen el derecho en sí mismo, permiten al poseedor que obtenga a través del juez, la suspensión de la perturbación, sin que el juez tenga que averiguar si el demandante es propietario o titular del derecho real que ejerza. 

La Ley No.  1542  de Registro de Tierras (2001, p.2)  ofrece a la posesión una serie de protecciones las cuales descansan en un reconocimiento en la forma estudiada. La primera de esas consecuencias jurídicas, y que constituye otra protección a la posesión, es su inclusión en el plano catastral para los fines del registro del derecho de propiedad.
Para que la posesión se beneficie de la protección posesoria debe ser pacífica, pública, continua e ininterrumpida, según lo que establece el artículo 2229 Código Civil (1991, p.347). Estos son los principios generales, los cuales se aplican de la misma manera en el Tribunal de Tierras, ya que la Ley No.1542 de Registro de Tierras no los ha derogado ni modificado.


La protección no distingue entre propietarios y poseedores, los abarca a ambos. Procede, por lo tanto, por la exteriorización del derecho de propiedad, por su visibilidad; y es a esa visibilidad, que constituye la posesión, a la que ofrece la ley la protección de la mensura catastral de cada parcela, de cada posesión. 

De acuerdo a Bonilla Atiles, Juan A. (1974, pp. 141-142) puede  afirmarse que el legislador se ha ocupado en la Ley de Registro de Tierras en brindar una amplia protección al hecho material de la posesión, puesto que la ha convertido en precepto legal. 


No es ocioso recordar (opinan los autores) que de acuerdo a los artículos  21 y 22 de  la Ley No.108-05 de Registro Inmobiliario (2005, p.33) la posesión  teórica o por mensura  no es posible, y se admite todo medio de prueba sobre la posesión, pero la sentencia que adjudique la propiedad no puede fundarse únicamente en la prueba testimonial, pudiendo el juez ordenar cualquier otra medida complementaria.  

2.2.6 Adquisición y Conservación de la Posesión


      Según Medrano, Manuel (1988, p.32) la posesión puede  dar lugar a la prescripción, pero si se abandona se puede perder, y esto  puede dar lugar a   que sea descalificado por una de las otras formas de poseer establecidas por la ley.

La adquisición, la conservación y la pérdida de la posesión, como hechos materiales, exteriorizan el derecho de propiedad; y tiene en cuenta tales hechos para derivar de ellos las consecuencias legales correspondientes. 

A partir de la mensura, hay una comprobación legal del hecho posesorio visible, exteriorizado, que es la mejor protección que a la posesión se puede ofrecer. 


Corresponde al agrimensor dar las informaciones pertinentes a las posesiones y a todas las personas colindantes que conozcan del caso. El poseedor que ha sido perturbado en su posesión, podrá llevar su  demanda ante el Juez de Paz donde se encuentra la posesión, el procedimiento es el de derecho común. 


De acuerdo al artículo 175 de la Ley 1542 sobre Registro de Tierras, (2001, p. 60), después de que un terreno ha sido  saneado catastralmente  no puede haber acciones posesorias, ya que éste expresa que “no podrá adquirirse por  prescripción o posesión detentatoria ningún derecho o interés que hubiere sido registrado de acuerdo con  las prescripciones de esta Ley…” y así también lo establece la Ley No. 108-05, en su Principio IV.
2.2.7 Los Linderos 

De acuerdo a Medrano Vásquez, Manuel W. (1986, p. 38), los linderos son los límites o separación de la parcela.  Por su lado el artículo 60 de la ley 1542 sobre Registro de Tierras (2001, pp. 21-22) señala que: “Para revelar en el plano la posesión material, el agrimensor tiene que guiarse por linderos, siempre que realicen una mensura catastral tendrán derecho a practicar la mensura y a colocar los hitos, y toda persona estará obligada a comunicar al agrimensor encargado de los trabajos, al solicitarlo, todos los informes que posea referentes a los linderos, colindancias y reclamantes de los terrenos así como a las posesiones que en ellos existan”.

En cuanto a los linderos, según Medrano Vásquez, Manuel W. (1986, p. 38), éstos pueden ser visibles o documentales. Visibles, cuando se revelan por un hecho material como son las construcciones, cultivos, cercas, etc. Documentales, cuando sólo figuran en el plano y acta de mensura.

Cuando hay controversia sobre la existencia de un lindero, si un interesado pretende probar su posesión por una trocha; otro miente y afirma que lo que el primero alega no lo es, que se trata de un atajo en el bosque.  Admitida la existencia del lindero, a veces hay controversia sobre su identificación. Admitida la existencia y la identificación del lindero, a veces hay controversia sobre su localización.


Según Ravelo de la Fuente, Julio (1995, p. 150) las dos primeras controversias encubren a la posesión actual. La tercera está ya dentro de la prueba documental. En las posesiones los linderos o límites de la parcela definitiva que comprendan dichas posesiones y que deban medirse posteriormente de acuerdo con las decisiones del Tribunal de Tierras, se medirán teniendo en cuenta las exigencias establecidas por el Reglamento General de Mensura Catastrales. 

Cuando la línea de los linderos no pueda establecerse en el terreno a satisfacción de los reclamantes, se colocará un hito de concreto en cada extremo del lindero en discusión y se medirá el que esté demarcado en el terreno con signos materiales. 

Es esencial que el agrimensor revele en el plano la posesión, pero la posesión actual que se entiende que es la que se tiene en el momento de la mensura catastral, es ésta la que el agrimensor lleva al plano. Esto tiene su importancia, porque cuando una parcela pertenece a dos o más personas, si obtienen una adjudicación en comunidad para dividirla de acuerdo con sus actuales posesiones.

Esto se refiere a la posesión material revelada por el plano que existía en el momento actual en que se practicaba la mensura y no a las que puedan originarse en hechos posteriores encaminadas a lograr ventajas indebidas y en el momento de la subdivisión es indispensable, por consiguiente determinar cuál es la posesión actual. Los linderos pueden clasificarse en cuanto a su naturaleza en:

Linderos Visibles: Son los que limitan porciones poseídas en las formas indicadas por los dos primeros modos del Artículo 4 de Ley de Registro de Tierras de terrenos cultivado o dedicados a otros usos lucrativos sin otra exteriorización de posesión al borde mismo hasta donde se extiendan los cultivos o el uso lucrativo a menos que ciertos linderos naturales como un río, un camino o el uso lucrativo no se puede extender hasta ellos. 

Los Linderos Documentales, según Medrano Vásquez, Manuel W. (1988, p. 38) son aquellos que no tienen esa visibilidad que permite determinar por ellos solo la manifestación del hecho posesorio. Pueden determinar una posesión actual en dos casos:

1. Cuando se trate de una acta de mensura y plano, o sea, el tercer modo de la posesión. 

2. Cuando dentro de los linderos establecidos por documentos se tenga el primer modo de posesión en tal forma que los cultivos o el uso lucrativo ponga de manifiesto que la posesión se extienda hasta esos linderos.

Cuando no se pueda determinar un punto del lindero por una coordenada rectangular deberá localizarse con un rumbo y la distancia desde la estación. Si la estación está en el lindero mismo deberá indicarse en una nota. En caso de un río, arroyo o trocha divisora, la coordenada deberá tomarse hasta la orilla más próxima, debiendo además medirse el ancho de los mismos, además para poder calcular el punto del eje. En general se debe anotar todas las indicaciones que tiendan a determinar de un modo claro y preciso, el verdadero lindero de la parcela.


Para Ruiz Tejada, Manuel (1952,  pp. 184-185)  “La posesión sirve de guía para la observación que el juez hace en la audiencia. Si  nada revela al respecto, si se trata de un terreno yermo, no poseído materialmente, la investigación del juez estará encaminada más directamente a precisar la regularidad o corrección de la prueba documental que se le presente y si su origen no es espurio.”
Si el plano revela una posesión, la pregunta del juez va encaminada acerca del origen, tiempo y caracteres de la misma, para determinar cuales derechos ha podido engendrar, y a favor de quien. 

2.2.8 La Parcela y sus mejoras

        Según Bonillas Atiles, Juan A. (1974, pp. 141-142) una parcela catastral es la porción deslindada de terreno, perteneciente o poseída por una persona en un distrito catastral. Esta puede determinarse de dos modos:

1. Por el derecho de propiedad misma.

2. Por la posesión actual, la determinación de una parcela está sujeta a las posibilidades de su identificación, la cual será determinada por la posesión actual cuando se determinan los linderos.

La posesión sirve de base para la división del terreno en parcelas, esta palabra indica una porción del terreno en el nombre que reabre cada una de las porciones de terreno que figura en el catastro. 

Sigue argumentando Bonillas, Atiles (1974, p. 141) que la palabra parcela es la unidad del sistema catastral para la distribución de un terreno rural y la palabra solar lo es en los terrenos urbanos. Para clasificar las parcelas y revelarlas en planos deben determinarse los linderos. La parcelación resulta:

1. Del derecho de propiedad, cuando el lindero no es visible, pero consta de un instrumento como en la posesión por planos.

2. De la posesión actual, cuando la posesión es material, cuya comprobación técnica debe hacerla el agrimensor y llevarla al plano.

3. De la orden del tribunal, cuya posibilidad se deja estudiada precedentemente.

Las mejoras tienen el efecto de mejorar el terreno, ponerlo en condiciones adecuadas para sacar de él el mejor provecho. Según Medrano V., Manuel (1998, p. 39) “Entre las mejoras están: construcciones de viviendas, de almacén o cualquier tipo de siembra o cultivo del tipo que fueren.” La mejora facilita la explotación de un terreno y logra el valor comercial del mismo. Las mejoras son un accesorio del terreno.

Sigue expresando Medrano, que las mejoras son, en sentido general, lo que se ha hecho, construido o plantado sobre un terreno o un edificio para ponerlo  en  mejor  estado.  

Las  mejoras  se  clasifican  en  permanentes  y  no permanentes. Las mejoras no permanentes tienen una existencia transitoria tal como es un conuco. Éstos no pueden ser objeto de registro, puesto que desaparecen a los pocos meses que termine la cosecha. 

Las mejoras permanentes son las que se fijan de tal modo que vienen a formar parte del terreno mismo, una casa, plantaciones de frutos mayores y son los únicos que se pueden registrar.

El plano debe observar también su existencia al determinarse la posesión. Se comienza a señalar las mejoras, pero de esta debe darse detalles completos, sobre todo cuando se trate de mensura catastral de un terreno situado en la zona urbana; deben describirse las casas y construcciones explicando su condición de propias y medianeras de poderes limítrofes.

El plano debe ser casi una foto del terreno; en las mejoras puede haber tres clases de personas interesadas: el propietario, el poseedor y los colindantes. Cada vez que una mejora permanente es reclamada por una persona que no sea el dueño o el poseedor deberá figurar identificada en el plano de la parcela.

Las mejoras se identifican, pero si en un Decreto de Registro no han sido mencionadas las mejoras permanentes que se han efectuado en el terreno y nadie podrá desconocer que la persona a cuyo favor se haya expedido el Decreto de Registro, tiene igual derecho a las mejoras permanentes como al mismo terreno, sin necesidad de que ésta conste en el terreno.

Hay mejoras de buena fe, de mala fe, mejoras construidas por el dueño del terreno, mejoras no autorizadas por el dueño del terreno, permanentes y no permanentes. Dependiendo del tipo de mejora que se hayan construido en el terreno, el legislador catastral ha permitido su registro y lo ha prohibido. En el Artículo 555 del Código Civil, se contempla el registro de las mejoras construidas de buena fe, el cual reza de la siguiente manera:

Si después de haber sido fallado el caso el tribunal averiguase que las mejoras permanentes que hay sobre el terreno saneado, pertenece a otra persona que no es la dueña del terreno, la describirá en una forma tal que sea fácil identificarlas y las declarará regidas por el Artículo 555 del Código Civil, según el caso, para que así conste en el Decreto de Registro que se expida.

2.3 La Prescripción 

 El artículo 2219 del Código Civil Dominicano (1985, p. 375) conceptualiza la prescripción estableciendo: La Prescripción es un medio por el cual se adquiere o se  extingue  un derecho  o una obligación, por el transcurso de cierto tiempo, bajo ciertas condiciones que exige o determina la Ley. 

Según Josserand, Louis  Tomo I ( “Lecciones de Derecho Civil, p. 219): La prescripción es uno de los diversos modos de adquirir; ella está en el saneamiento de la propiedad rural, pues el mayor número de reclamaciones tienen su fundamento en la prescripción, sobre todo, en la prescripción adquisitiva, o sea la adquisición, la conservación y la pérdida de la posesión, como hechos materiales, exteriorizan o no el derecho de propiedad; y el legislador tiene en cuenta tales hechos para derivar de ellos las consecuencias legales correspondientes. 

2.3.1 Tipos de Prescripción   


Ciprián, Rafael (“Tratado de Derecho Inmobiliario”, 2003, p, 797) describe los tipos de prescripción al cual se refiere el derecho inmobiliario: De manera tangencial se han abordado las clases de prescripción que reconoce y reglamenta nuestro derecho común. Esas prescripciones son: La prescripción adquisitiva y la prescripción extintiva. Basta con anotar aquí que la prescripción adquisitiva es la que permite al poseedor de un terreno no registrado adquirir la propiedad del mismo, si reúne los requisitos. 


La Prescripción Extintiva o Liberatoria, en cambio es un medio que la ley  establece, luego de transcurrido cierto tiempo y cumplidas ciertas condiciones determinadas por la misma ley, mediante la cual una persona física o moral,  queda liberada de cumplir una obligación, se extinga o pierda un derecho del cual  era acreedora.

La prescripción extintiva es la que deja sin efecto una obligación, siempre que el acreedor no haya realizado algún acto que la interrumpa por un tiempo determinado. Es un medio que hace una persona o varias, que pierda o se extinga  en su contra un derecho del cual el acreedor, o quede libre de cumplir la obligación, por el u otro haber dejado transcurrir cierto tiempo establecido por la ley. 

2.3.2 Requisitos para la Prescripción adquisitiva o Usucapión


Los requisitos establecidos en la Ley para la prescripción son explícitos  definidos en su artículo 2229 (1985,  p. 376), Para poder prescribir, se necesita una posesión continua y no interrumpida, pacífica, pública, inequívoca y a título de propietario. 


El Código Civil de la República Dominicana, no define lo que es la prescripción adquisitiva o Usucapión ni la Prescripción Extintiva o Deliberatoria, pero de la lectura del texto del artículo 2219 de dicho Código, se infiere que existen esos dos tipos de prescripciones.

 
En ese sentido, se puede decir, que la Prescripción Adquisitiva o Usucapión,  es un medio que la ley  establece, luego de transcurrido cierto tiempo y cumplidas ciertas condiciones determinadas por la misma ley, mediante la cual una  persona física o moral puede ser considerada como propietaria de un inmueble y adquirir el título que la acredite como tal.  (UAPA, 2005, s/np)

 
Por su parte el Ciprián, Rafael (2003, pp. 790-791) define cada uno de los requisitos para la prescripción: 

La posesión continua, se refiere a que la persona haya tomado control de los terrenos, y se mantenga poseyéndolos.  Debe tenerlos ocupados, ya esa con cualquier género de producción, como siembra, mejoras, etc., o con planos de mensura. 

La Posesión no interrumpida, expresa la continuidad que necesariamente debe tener la posesión.  Una posesión que se mantiene por un tiempo y luego se abandona por más de un año, pierde los derechos que pudiera generar.  Es como decir: quien  fue poseedor y no lo es por más de un año, es como si no lo hubiese sido. 

En cuanto a la posesión pacífica, plantea que el legislador ha querido que no exista ni violencia ni conflictos que alteren la normalidad de la ocupación. Cuando el legislador dice que la posesión tiene que ser pública para  prescribir se refiere a que sea notoria, que todos puedan verla, comprobarla. Es decir, que esté a la vista de todos. No se admitirá la posesión clandestina. 
    
El requisito de inequívoca se refiere a que la posesión tiene que ser precisa, clara, sin confusiones.  Hay que saber con acierto el terreno o predio que posee, pero también debe de ser una posesión cierta, no dubitativa, verdadera.  Nadie puede alegar derechos de propiedad gracias a la prescripción adquisitiva si no ha poseído a título de propietario, esto es con el animus domininium es imprescindible que la ocupación sea resulta, firme y dispuesta a oponerse a otros interesados a poseer. 


  Ruiz Tejada, Manuel (1952, p. 182) establece: “La posesión es un hecho que asociado a los otros elementos exigidos por la ley, viene a consolidar en el tiempo un derecho: la propiedad.” A este respecto conviene decir que una vez consolidado el derecho por la prescripción, surte efectos que se retrotraen al momento mismo en que se inició la posesión, es decir, el derecho no se considera adquirido en el día en que se cumple la prescripción, aunque sea en esta fecha cuando viene a ser  perfecto; sino que una vez cumplida se considera que el titular de ese derecho lo ha tenido desde cuando comenzó a poseer. 


La Buena o Mala fe del poseedor Inmobiliario: La Buena Fe de manera general y jurídica especifican los autores del Diccionario Jurídico Espasa (1998, p. 120) que la Buena fe no es más que un concepto técnico utilizado  por el legislador en la descripción de los más variados supuestos de hecho normativos, el principio general obliga a todos a observar una determinada actitud de respeto y lealtad en el tráfico jurídico y esto, tanto nos encontremos cumpliendo un derecho como cumpliendo un deber. 


Siempre se presume la buena fe. Por ejemplo un comprador presume que ha comprado creyendo que ese inmueble era del  dueño de esa posesión.  Esa presunción se manifiesta al momento de adquirir el inmueble.  La buena fe se presume y la mala fe debe  ser probada. 


El Justo Título en la Posesión Inmobiliaria: son todos aquellos documentos que sirven de base en una reclamación para la adjudicación de algún derecho  real inmobiliario.  De manera interpretativa Santana Polanco establece que esos documentos pueden ser venta,  permuta, legado, donación,  sentencia de adjudicación, etc. 

2.3.3 Plazos de la Prescripción Inmobiliaria


 Los artículos 2262 y 2266 del Código Civil Dominicano, (1985, pp. 380-381) establecen el tiempo o los plazos que deben transcurrir para que se pueda adquirir por prescripción el derecho de propiedad de un bien inmueble. 

Según el Artículo 2262 Código Civil dominicano, todas las acciones tanto reales como personales, se prescriben por 20 años, sin que se esté obligado a presentar ningún título ni que pueda oponérsele la excepción que se deduce de la mala fe.  Sin embargo, esta prescripción será sólo de diez años cuando se aplique a terrenos comuneros objeto de saneamiento catastral, quedando reducido este último plazo a cinco años si la persona que invoca la prescripción establece la prueba de que inició y mantuvo su posesión en calidad de accionista del sitio comunero de que se trata.   


El derecho inmobiliario dominicano, está regido por una ley especial por un lado, que es la Ley No.1542 de Registro de Tierras o Ley No.108-05 de Registro Inmobiliario, y por un ley general, que es el Código Civil por otro lado, en este sentido, el artículo 2229 del Código Civil, establece cinco  condiciones que deben cumplirse para que una persona física o moral pueda adquirir por prescripción adquisitiva el derecho de la propiedad de un inmueble, al disponer, que “para poder prescribir, se necesita una posesión continua y no interrumpida, pacífica, pública, inequívoca y a título de propietario.


 La primera condición es que la  posesión sea continua y no interrumpida, es decir, sin que haya intervalos o dicho en un lenguaje más sencillo que el poseedor no haya abandonado su posesión y ninguna otra persona haya ejercido actos o acciones de propietario sobre ese mismo inmueble. 


La segunda condición es que la  posesión sea pacífica, es decir, que el poseedor haya  iniciado la posesión y  la haya mantenido hasta  el día de la audiencia del saneamiento, sin haber ejercido ningún acto de violencia, ni por él para poseer, ni por otras personas para evitar su posesión, es decir, que su posesión no se haya basado en actos violentos, como por ejemplo romper una cerca, romper un candado, etc. 


La tercera condición es que la  posesión sea pública, es decir, que dicha posesión sea del conocimiento del público, a la vista de todo el mundo, conocida por todos, sin que el poseedor haya  disimulado los actos materiales de la posesión frente a las personas que tendrían interés en conocerla. 


La cuarta condición es que la  posesión sea inequívoca,  es decir, que no haya dudas sobre la posesión, que sea clara y precisa, tanto en la identidad del poseedor, como del inmueble poseído y los actos posesorios realizados por el poseedor revelen suficientemente su interés de ser propietario (animus domine), en un sentido más claro, que no haya dudas si se está en presencia de una posesión verdadera o de una detentación o posesión aparente.  


La quinta y última condición es que la  posesión sea a título de propietario o en calidad de propietario, es decir, que quien ejerce la posesión se considere dueño o propietario del inmueble poseído, y tenga los dos elementos constitutivos de la posesión el corpus y el animus, o por lo menos tenga el animus,  en un sentido más claro, que tenga el dominio, poder o control material o intencional sobre el inmueble.

En el Artículo 2265 se establece que el que adquiere un inmueble de buena fe y a justo título, prescribe la propiedad por cinco años, si el verdadero propietario vive en el distrito judicial, en cuya jurisdicción radica el inmueble; y por diez años si está domiciliado dentro de ese distrito. 

De igual modo, el artículo 2266, Código Civil Dominicano establece que si el verdadero dueño ha tenido su domicilio dentro y fuera del distrito en épocas diferentes necesita para completar la prescripción, agregar a lo que falta de los cinco años de presencia, un número de años doble del que es preciso para completar los cinco años primero. 


En un trabajo realizado en la Universidad Abierta para Adultos (UAPA), en el quinto Diplomado en Legislación de Tierras, denominado: El Saneamiento Catastral. (2004, P. 7), los expositores hacen un resumen de la interpretación de los artículos anteriormente señalados de la siguiente manera: 

Si el plazo es de 20 años, debe transcurrir este período cuando la prescripción se aplica para un poseedor o reclamante que no tiene ningún documento,  es decir, sin estar obligado el poseedor o reclamante a presentar ningún título o documento (Acto de venta, donación, Permuta, dación de Pago testamento, legado o sucesión).    

Si fuera de 10 años debe transcurrir este período cuando la prescripción se aplica para un poseedor o reclamante que ha adquirido el inmueble de buena fe al momento de la adquisición y con un justo título o documento,  y si quien se consideraba el verdadero propietario con anterioridad vive o reside fuera o en otro Distrito Judicial diferente en cuya jurisdicción radica o se encuentra ubicado el inmueble reclamado. 

El mismo artículo, plantean que cuando el plazo sea de 5 años, debe transcurrir este período cuando  la prescripción se aplica para un poseedor o reclamante que ha adquirido el inmueble de buena fe al momento de la adquisición y con un justo título o documento, con la condición de que si quien se consideraba propietario con anterioridad vive o reside en el mismo Distrito Judicial en cuya Jurisdicción radica o se encuentra el inmueble reclamado. 

Cuando el plazo sea más de cinco años y menos de 10 años: Agregar a lo que faltaría para completar 5 años: el doble del tiempo que es preciso para completar 5 años, es decir, si el poseedor o reclamante tiene 3 años de posesión tendrá que agregar (2 + 2) = 4 años, que es el doble de lo que le faltaría para completar los cinco primeros años, lo que sumaría en total  3 + 4 = 7 años.  

Este es el tiempo que necesitaría el poseedor o reclamante que ha adquirido el inmueble de buena fe al momento de la adquisición y con   un justo documento (Acto de venta, donación, Permuta, dación de Pago testamento, legado o sucesión, etc.), con la condición de que si quien se consideraba propietario con anterioridad haya tenido su domicilio dentro y fuera en épocas diferentes del Distrito Judicial en cuya Jurisdicción radica o se encuentra el inmueble reclamado. 

2.4 La Concesión de Prioridad en la Mensura
Álvarez Sánchez, Arístides, (2001, pp. 56-57), apoyándose en la letra de los artículos del 44 y 48 de la Ley No.1542 de Registro de Tierras indica que al solicitar una mensura catastral hay que pedir la concesión de prioridad. La resolución de concesión de prioridad es una orden del Tribunal Superior de Tierras que aprueba el contrato entre la parte y el agrimensor contratista para darle ejecución a la mensura catastral de una porción de terreno cuyo saneamiento y adjudicación de títulos se ha considerado pertinente. 

La Ley de Registro de Tierras prevé otro caso de mensura solventada con dineros del Estado y ejecutada por la Dirección General de Mensura Catastrales y es denominada como Mensura por Administración. Estas mensuras han sido descontinuadas tanto por razones económicas como por el interés de mantener a la Dirección General de Mensuras Catastrales como una oficina revisora de trabajos y no competidora de mensura.

Según la diferencia de la mensura por administración y por iniciativa particular está antes de llegar a dicha jurisdicción, en el primer caso se estila que el presidente de la República otorga poder al Abogado del Estado y al Director del Presupuesto para que a nombre del Estado firmen el correspondiente contrato con el agrimensor, estas mensuras como son hechas con fondos públicos deben someterse previamente a concurso, en el segundo caso el agrimensor contrata directamente con el interesado. 
Un expediente de mensura catastral, se origina por el Tribunal después que los interesados han agotado las diligencias de carácter privado como son la firma del contrato, la obtención de los documentos y el cumplimiento de cualquier otro requisito previo. Ciprián, Rafael (2003, p. 382) apoyándose en el contenido del artículo 47 de la Ley de Registro de Tierras dice que Los peticionarios de la orden de prioridad deben cumplir los siguientes requisitos: 

1. Enviar una instancia en triplicado, debidamente firmada dirigida al Tribunal Superior de Tierras vía el Abogado del Estado en la cual deben constar sus nombres, profesión, domicilio, nacionalidad, estado civil; y si es casado, el nombre del cónyuge y régimen matrimonial.

2. La descripción del inmueble cuyo saneamiento sea requerido, así como la indicación de las construcciones y plantaciones que contenga, de la sección, municipio y provincia en que esta situado, si se tratare de un inmueble rural, o de la calle, ciudad, municipio y provincia  si fuere urbano, de su extensión aproximada y sus colindancias.

3. La indicación de los derechos reales inmobiliarios que existan sobre el inmueble, con la designación de los nombres, profesión, y domicilio de los titulares de los mismos. Conjuntamente con la instancia el solicitante deberá remitir el contrato suscrito con el agrimensor.

La Resolución de Concesión de Prioridad es dictada en Cámara de Consejo; y tienen en principio un carácter administrativo, y por ello no son susceptibles de ser recurridas en casación. El Tribunal Superior de Tierras puede por decisión motivada y no sujeta a recurso, negar la solicitud de prioridad, quedando las partes que hayan suscrito el contrato desligadas de todas sus obligaciones.

Esta Resolución puede ser impugnada por cualquier persona que considere que la misma no debió dictarse, este propio pedimento puede ser impugnado. El Tribunal Superior de Tierras es el competente para resolver el caso en única instancia. Según lo que plantea Ciprián (2003, pág. 380), tienen derecho a solicitar la mensura catastral, todas aquellas personas que pretendan ser titulares de derechos, y deseen aprovecharse de las ventajas ofrecidas en el sistema de la Ley de Registro de Tierras. 

Según el párrafo I del artículo 48 de la Ley de Registro de Tierras, en el caso de que el solicitante de la Mensura Catastral no actúe en su calidad de propietario del terreno, el costo de la mensura estará su cargo, sin que pueda exigir del propietario el reembolso del mismo.


Contrato de Mensura Catastral: De acuerdo a lo que manifiesta Ciprián, Rafael (2003, p. 398) el contrato de mensura catastral es el acto jurídico suscrito entre el peticionario de una prioridad y el agrimensor contratista que se compromete a realizar los trabajos técnicos de la mensura catastral, por su naturaleza jurídica el contrato de mensura es denominado consensual y  sinalagmático o bilateral, y engendra obligaciones y derechos recíprocos entre las partes que lo suscriben. 

Además, el incumplimiento de las obligaciones contraídas puede dar lugar a demanda en reparación de daños y perjuicios. De acuerdo a lo establecido en el articulo 49 de la Ley de Registro de Tierras, el Tribunal Superior de Tierras puede por medio de una resolución puramente administrativa pronunciar la rescisión del contrato siempre que este no sea ejecutado en el tiempo que este señala o en el tiempo que le conceda dicho Tribunal, a fin de que la parte quede en libertad de contratar la mensura con otro agrimensor. 

Pero el agrimensor puede oponerse a la rescisión de su contrato y plantear el caso al Tribunal Superior de Tierras para justificar su demora. Para los fines de este mismo artículo el contrato de mensura se considerará ejecutado cuando los planos provisionales para audiencia han sido revisados y aprobados por la Dirección General de Mensuras Catastrales. El Art. 50 de la ley de Registro de Tierras, establece que todas las diferencias que surgieren entre los interesados en el contrato de mensura y el agrimensor serán resueltas por el tribunal superior de tierras, y dicha decisión que intervenga podrá ser recurrida en casación por ser pública, contradictoria y resolver cuestiones de derecho. 
Este mismo artículo expresa que si la inejecución del contrato de mensura tiene por causa el incumplimiento del propietario, o el de éste y el agrimensor, la rescisión de dicho contrato conlleva también el de la orden de prioridad correspondiente. En este texto se da a notar tres situaciones que son: 

1. El incumplimiento del propietario, cuando sucede se rescinde la concesión de prioridad por que esta es dictada por el interés de la parte.

2. El incumplimiento de ambas partes, entonces lo correcto es rescindir el contrato y la resolución de concesión de prioridad.

3. El incumplimiento del agrimensor, aquí procede la rescisión del contrato excluyendo la concesión de prioridad.

El mismo texto, en el art. 50, Ley 1542 Sobre Registro de Tierras, agrega que cuando el tribunal pronuncie la rescisión del contrato de mensura podrá condenar a la parte que por su incumplimiento haya dado lugar a dicha rescisión, al pago de los daños y perjuicios que procedan. 


Diligencias para el comienzo de la mensura: según lo que plantea Álvarez Sánchez, Arístides, (2001, p. 73) lo establecido en el art. 44 Ley 1542 Sobre Registro de Tierras, cuando la Resolución de Concesión de Prioridad ha sido dictada definitivamente el secretario del Tribunal de Tierras envía a la Dirección General de Mensuras Catastrales dos copias certificadas de esa resolución, previo a que se haya realizado el pago de los derechos correspondientes, de las cuales una es para esa oficina y la otra para el agrimensor contratista, con el fin de que inicie las diligencias preeliminares para la ejecución de los trabajos en el terreno. 
El artículo 38 Ley  No.1542 de Registro de Tierras, deja establecido que cuando la Dirección General de Mensuras Catastrales haya recibido la Resolución entonces requerirá al agrimensor que dentro de los 30 días presente los avisos correspondientes para fines de publicación. 
En ese mismo orden de idea, sigue estableciendo el articulo 38 de la Ley de Registro de Tierras en su segunda parte, que en el caso de que el agrimensor no presente el aviso en el plazo indicado, dicha oficina podrá otorgar un plazo adicional de 15 días para tales fines, si el agrimensor no cumple dentro del plazo adicional otorgado entonces deberá solicitar del Tribunal Superior de Tierras la imposición de la sanción correspondiente, pudiendo intervenir la parte interesada para los fines pertinentes a su interés. 

Lo que quiere decir, que el peticionario tiene derecho a pedir la rescisión del contrato y a exigir el pago de los daños y perjuicios que procedan, además solicitar que se le conceda un nuevo plazo al agrimensor para que haga las publicaciones de los referidos avisos.

2.4.1 Ejecución de la Mensura Catastral

De acuerdo a Mirabal, Leonardo (2003, pp. 21 y 22) una vez cumplidas las formalidades exigidas por la ley y llegada la fecha fijada en el aviso de mesura el agrimensor contratista con sus aparatos y el personal auxiliar, se presentará al terreno a proceder a mensurarlo conforme lo ha ordenado el Tribunal Superior de  Tierras.

Sigue señalando Mirabal, Leonardo, que la ejecución de la mensura tiene  una etapa denominada trabajo de campo. Este consiste en realizar  en el terreno la medición de los ángulos y distancia, observaciones, colocación de los bornes, hitos o mojonaduras y anotaciones de las declaraciones obtenidas en el terreno.

Dice Álvarez Sánchez, Arístides (2001 pp. 83-84) que los agrimensores para la conducción de sus trabajos no solamente se rigen por lo dispuesto en la ley de Registro de Tierras, sino además por las disposiciones del Reglamento General de Mensuras Catastrales. La Mensura se ejecuta de las siguientes formas:  


Trabajo de campo de la Mensura Catastral: Cuando llega el día fijado en el aviso para iniciar el trabajo, el agrimensor está en la obligación de comenzarlo a la hora indicada y hace las veces de un mandatario del Tribunal de Tierras, provisto de una orden judicial.

Por lo que Según el articulo 41 de la Ley numero 1542 Sobre Registro de Tierras, ningún agrimensor contratista puede delegar en un ayudante la responsabilidad del reconocimiento de un terreno que va a ser mensurado por él, y debe estar siempre en condiciones de responder a cualquier información que se re requiera, tanto a la Dirección General de Mensuras Catastrales como al Tribunal de Tierras.

Para Ciprián, Rafael (2003, P. 416), la ley le da el derecho al agrimensor a entrar en los terrenos siempre y cuando fuere necesario hacerlo para practicar la 

mensura y colocar los hitos, no solamente al terreno de la persona interesada sino también al terrenos vecinos a los cuales haya que entrar para tirar una línea, hacer una conexión, también se obliga a toda persona a suministrar todos los informes y datos que posea y que conozca respecto de los terrenos a medir. 
De acuerdo a Ciprián, Rafael, (2003, p.417), el Agrimensor Contratista no podrá delegar la responsabilidad del reconocimiento de un terreno que va a ser mensurado por él, en un ayudante y deberá estar siempre en condiciones de responder a cualquier información que se le requiera, relativa a detalles topográficos y colindancias, tanto al peticionario, a la Dirección General de Mensuras Catastrales como al Tribunal de Tierras.

A decir de Álvarez Sánchez, Arístides (2001, P. 84) si el agrimensor se ve impedido o temiere verse impedido de dar cumplimiento a cualquiera resolución o sentencia del Tribunal de Tierras a consecuencia de actos de violencia o gestiones ilegales, denunciará el caso al Director General de Mensuras Catastrales, a quien enviará todos los datos posibles para formar el expediente correspondiente y solicitará simultáneamente el amparo de la fuerza publica para la realización de sus gestiones. 

Si no se llega a un acuerdo amigable referente al caso, el Director General de Mensuras Catastrales le da curso a la solicitud de auxilio de la fuerza pública. 

Es bueno destacar que hay dos tipos de oposición: 

1. Una oposición a que se realice el hecho material de la ejecución de los trabajos en el terreno.

2. Una oposición tiene aspecto jurídico que surge antes de ser dictada la orden de prioridad, pero también pueden surgir oposiciones que conlleven hasta la revocación de la Resolución de Concesión de Prioridad.

Cuando una mensura catastral es muy extensa, generalmente en las mediciones por administración o controladas con el Estado, el Reglamento de 

mensura Catastral en su artículo 18 dispone que los agrimensores contratistas están obligados a enviar a la Dirección General de Mensuras Catastrales informes mensuales acerca del Estado de los mismos, los cuales deben contener obligatoriamente la transportación en un plano del trabajo mensual. 

Para Álvarez Sánchez, Arístides (2001, P. 85), esta disposición tiene por finalidad llevar un control de la labor que realiza el agrimensor y justificar los avances hechos y los que puedan hacerse en lo sucesivo. Continúa diciendo que en el Reglamento General de Mensura están establecidas las técnicas que deben utilizarse para la medición del terreno y detalla cada uno de los instrumentos utilizados, respeto a los hitos dice que en casos de que no puedan ser colocados, deben fijarse antes de medir las distancias o por lo menos, antes de medir los ángulos. 

Queda establecido en el Párrafo II Art. 60 Ley de  Registro de Tierras, que el agrimensor será responsable de cualquier irregularidad que hubiere cometido en el terreno en relación con la fijación de hitos. 

Según expresa Álvarez Sánchez, Arístides (2001, P. 88), cuando el agrimensor contratista termina con la medición esta en la obligación de levantar un acta de la mensura denominada acta de colocación de hitos. 


El agrimensor luego de proceder a ejecutar sobre el terreno, levanta el Acta de Mensura que significa un relato o proceso verbal, fiel y auténtico de la operación practicada, la cual deberá contener:

· Los nombres de los auxiliares del agrimensor.

· Lo nombres de las personas que hayan presenciado la mensura, incluyendo el de las autoridades.

· La fecha del inicio y de la terminación de los trabajos.

· Las funciones desempeñadas por cada uno de los ayudantes del agrimensor. 

· Hacer constar la comparecencia o no de la autoridad urbana o rural, nombre y apellido. 

· Citar a los colindantes, haciendo constar o no su comparecencia, nombres, apellidos y residencias. 

· Los nombres, apellidos; residencia de los auxiliares, peones o trabajadores. 

· Mención del título del requeriente. 

· Designación del terreno medido, si es rural, su nombre particular o paraje; por su número y calle si es urbano. 

· Descripción de las operaciones técnicas con indicación de las estaciones, hitos, mojones o señales colocados, rumbos o los ángulos y las distancias tomadas; los linderos reconocidos con la descripción de ellos y de los sitios, parajes o accidente naturales o artificiales, tales como ríos, caminos, cercas, etc. 

· Los hitos o mojones anteriores de otra mensura. 

· La fecha de inicio de los trabajos y de la de su terminación. 

· Las oposiciones, si hubo alguna y la solución provisional o definitiva tomada en el caso.


Esta acta debe estar firmada por el agrimensor y el o los manejadores de instrumentos que hayan realizado la mensura, bajo fe de juramento. Álvarez Sánchez, Arístides (2001, p. 92),  plantea la situación cuando a pesar de la declaración del agrimensor, consignada en el acta ya citada, la Dirección General de Mensuras Catastrales tuviese informes de que se cometieron irregularidades en la fijación de dichos hitos, deberá comprobarlo enviando al lugar de la mensura un inspector. 

En el caso de que las irregularidades hayan sido cometidas entonces se suspenderá la revisión del trabajo y se enviara un informe sobre el caso al abogado del Estado, para que lo someta al Tribunal de Tierras. Y todos los documentos presentados ante la Dirección de Mensuras serán retenidos hasta que el tribunal decida. 

El Tribunal Superior de Tierras es el competente para sancionar al agrimensor que haya cometido la falta en ocasión de la realización de una mensura catastral. 

Plantea Álvarez Sánchez, Arístides (2001, p. 93) que el tribunal amonestará al agrimensor culpable o lo suspenderá en el ejercicio de su profesión por un periodo de 3 meses a 2 años, de acuerdo con la gravedad de la falta, y podrá ser condenado a los daños y perjuicios que procedan.

Trabajo de gabinete de la mensura catastral: Tal como lo establece Ciprián, Rafael (2003, p. 418), inmediatamente el agrimensor termina su trabajo en el terreno, queda en condiciones de comenzar la labor de gabinete, denominada computación del expediente, la cual es más que aquellos trabajos que realiza el Agrimensor contratista en su oficina, aquí organiza las informaciones, realiza los cálculos, registra los ángulos tomados y dibuja el plano de la mensura del terreno.


Según Ciprián, Rafael (2003, p. 419),  éstos son los trabajados que realiza el agrimensor contratista en su oficina. Aquí organiza las informaciones, realiza los cálculos, registra los ángulos tomados y dibuja los planos de la mensura del terreno. Estos cálculos y computaciones se hacen en formularios aprobados por la Dirección General de Mensuras Catastrales y la transportación se hace el papel denominado milimétrico. 


Cuando el agrimensor ha hecho todos los cálculos y ha transportado el plano, entonces prepara el plano provisional para audiencia en papel de tela o en 

papel transparente adoptado por la Dirección General de Mensuras Catastrales, con los encasillados y leyendas aprobados por dicha oficina.

La confección del plano contiene una serie de detalles y datos que parten desde la fecha indicativa de la meridiana hasta la más insignificante señal que puedan haber colocado en el terreno, los cuales varían en número según se trate de una mensura rural o una mensura urbana. Es de suma importancia hacer mención de que el plano provisional para audiencia no tiene que ser confeccionado a base de uno por cada parcela o solar sino que en la zona rural puede contener todas las parcelas de un Distrito Catastral y en la zona urbana todos los solares de una Manzana.

Cuando el agrimensor ha terminado su trabajo de gabinete, deberá someter el expediente a la Dirección General de Mensuras Catastrales para fines de revisión. Este expediente deberá estar formado por:  

a) Un plano provisional para audiencia con un original y una copia de la correspondiente descripción técnica.

b) Las hojas de computación de los azimutes.

c)  Las hojas de computación de áreas.

d) Las libretas del trabajo de campo debidamente pasadas en tinta.

e) Planos de transportaciones y bocetos topográficos de ser necesarios para la revisión.

f) Libretas a tinta de las localizaciones de posesiones que puedan haberse hechos.

g) Acta de fijación de hitos.

Esto sin perjuicio de cualquier otro documento que sea requerido por la Dirección General de Mensuras Catastrales. Este expediente se somete a revisión por medio de una carta inventario de los documentos depositados, que se registra en un libro llevado a esos fines. 

Según Álvarez Sánchez, Arístides (2001, p. 91), una vez revisado y aprobado por la Dirección General de Mensuras Catastrales, previa corrección de los errores que hayan podido ser advertidos en esa revisión, el agrimensor contratista debe sacar copias de los planos que en originales fueron sometidos con el expediente. 

Expedidas esas copias, la Dirección de Mensuras remite el expediente al abogado del Estado para que el Presidente del Tribunal de Tierras designe un Juez que deberá en Jurisdicción Original proceder al saneamiento. La nueva ley de Registro Inmobiliario (2005, pp.34-35) prevé los mismos pasos y procedimientos establecidos en la ley 1542, para la ejecución de la mensura.


Aviso de Mensura: La publicación de la mensura se hará de conformidad con el artículo 54 y siguientes de la Ley de Registro de Tierras (2001, p.18), que estable “el aviso por medio del cual se notifique al público que va a procederse a una mensura catastral ordenada de acuerdo con las disposiciones que anteceden, será firmado por el agrimensor contratista y visado por el Director General de Mensuras Catastrales. 

Según el artículo 64 de la ley 1542 sobre Registro de Tierras (2001, p.25), tan pronto como el Secretario del Tribunal de Tierras reciba el expediente, procederá a publicar en la Gaceta Oficial y en un periódico de circulación nacional, el aviso que contiene la fijación de audiencia y del emplazamiento a los interesados.

Para Santana, Víctor (2000, p. 38), el plazo requerido para el emplazamiento no será menor de un mes ni mayor de seis, contando desde la fecha de la primera publicación. El Secretario deberá remitir dentro de los siete días después de la publicación de este aviso, un ejemplar del mismo a todos los interesados en el saneamiento del terreno.
El aviso de la mensura debe ser publicado  tres veces en un periódico de circulación nacional, dando un plazo de veinte días entre el aviso y la mensura si 

se trata de un terreno rural, y quince días si se trata de un terreno urbano. La primera publicación para la fijación del día de la mensura. La segunda para la fijación de audiencia y una vez aprobada la sentencia dar a conocer en la Gaceta Oficial. De los avisos se envían ejemplares al síndico para que los distribuya entre los alcaldes pedáneos correspondientes y estos entre los interesados. 

De acuerdo a los estipulado por el artículo 69 de la Ley 108-05 de Registro Inmobiliario (2005, p. 56), “el agrimensor designado, en su carácter de oficial público de la jurisdicción comunicará por escrito con acuse de recibo, previo al inicio de los trabajos de campo, a los colindantes, ocupantes, reclamantes e interesados del inmueble objeto a mensurar.” 

Álvarez Sánchez, Arístides, (2001, p.123) dice que: “El Auto de emplazamiento y fijación de audiencia debe contener la designación catastral de los inmuebles en saneamiento. Luego la citación se  formula al Abogado del Estado como representante del Estado en la Jurisdicción Catastral, ya que éste se considera como  dueño originario de todas las tierras, contra todas aquellas personas que se crean con interés en el proceso de saneamiento, debiéndose mencionar sus nombres cuando éstos figuran en el expediente que sea formado al efecto desde el mismo instante en que se inició la mensura catastral y  a todos aquellos que pueda interesar.”   

Ciprián, Rafael (2003, p. 412) habla de la existencia de dos clases de mensura catastral según la Ley De Registro De Tierras,  son: 

· Mensuras en la zona urbana 

· Mensuras en la zona rural

En cada uno de estos casos existen ciertas variantes en cuanto a los datos del aviso y a los plazos que deben mediar entre su publicación y la fecha del inicio de los trabajos. El aviso de mensura debe estar debidamente fechado, señala los datos que éste debe contener cuando se refiere a un inmueble situado 

en zona urbana, estos datos son: Los nombres de los interesados, la fecha de la mensura, los linderos del inmueble y de la manzana, el nombre del agrimensor, números de las casas o mejoras y números catastrales.

También se señalan en el artículo 53 Ley 1542 de Registro de Tierras los datos que debe contener un aviso de mensura relativo a un inmueble situado en la zona rural, que son los mismos que los de la zona rural con la variante de que los datos del inmueble varían por la naturaleza de su ubicación que son datos que no existen en la zona urbana, tales como: nombres de ríos, arroyos, lagunas, lomas, parajes, caminos, carreteras, y demás particularidades geográficas del terreno. 
Si se toma en cuenta a Álvarez Sánchez, Arístides (2001, P. 122), quien dice que el agrimensor esta en la obligación de consignar en el aviso una advertencia general para que las personas que crean tener algún interés en el inmueble que se va a mensurar, lo comuniquen con anticipación o en el momento de la mensura, al agrimensor encargado o al Director General de Mensuras Catastrales, esto es lo que se denomina Aviso de Requerimiento, el cual va dirigido a todos a quienes puedan interesar.

Según los artículos 52, 53 y 54 de la Ley 1542 de Registro de Tierras, este aviso debe ser firmado por el agrimensor contratista y visado pro el Director general de Mensuras Catastrales. 

Expresa el Art. 52 de la ley que entre la publicación del aviso de mensura y el inicio de la misma, deben transcurrir por lo menos, 15 días, con el propósito de dar tiempo a cualquier interesado de hacer su correspondiente reclamación. 

La ley consigna que deberá transcurrir por lo menos, 20 días entre la publicación del aviso y el inicio de la mensura en la zona urbana, en razón de la distancia. Los datos mencionados en los avisos de mensura en la zona urbana como rural tienden a facilitar la ubicación de los terrenos a medir para todos aquellos interesados, para que estos expresen si estas tierras son las mismas donde ellos pretenden tener algún derecho que reclamar. 

Cuando por razones imprevistas o por causa de fuerza mayor no se diere comienzo a la mensura en la fecha indicada en el aviso, entonces deberá fijarse, previa autorización de la Dirección General de Mensuras Catastrales, una nueva fecha para la misma y un nuevo aviso deberá ser publicado de la misma manera que el primero, con 15 días de anticipación para el comienzo de la mensura.

Según el art. 39 de La Ley 1542 De Registro de Tierras, este caso cuando se trate para zona urbana o rural el plazo es de 15 días, lo que quiere decir que no varia como en el primer aviso. El agrimensor contratista hará publicar el aviso de mensura en un periódico diario de la misma localidad. 

De igual modo, el art. 54 de La Ley 1542 De Registro de Tierras establece que cuando en la localidad no se editen periódicos diarios, la publicación del aviso se hará en un diario de circulación nacional que indicara el Director General de Mensuras Catastrales. Dicha publicación del aviso de mensura en un periódico diario o de circulación general es una actuación para las mensuras urbanas y para las rurales. 

Dice Ciprián, Rafael (2003, P. 412), que existen otros medios de divulgación que varían en cuanto a la forma y los plazos según se trate de zona rural o urbana. En las mensuras urbanas el agrimensor:

1. Hará fijar un ejemplar del aviso de la mensura en un lugar visible del frente de cada solar o parcela que aparezca descrito independientemente en el aviso; así como en el frente de uno cualquiera de los solares o parcelas que junto con otros formen una sola porción. 

2. Entregará en la residencia de cada colindante, o en la del representante de éste, un ejemplar del citado aviso, tomando nota del nombre de la persona que lo recibe y las especificaciones de su cédula personal de identidad, si la tuviere.

3. Entregará ejemplares del aviso a cada uno de los reclamantes y de los ocupantes dentro del terreno, o a sus representantes, anotando sus respectivos nombres y cédulas.

De acuerdo al Párrafo I, articulo 54 de la ley 1542 de Registro de Tierras, el agrimensor hará fijar el aviso en lugares visibles de la casa consistorial y del juzgado de Paz del Municipio o del Distrito Nacional en donde se hallen situados los terrenos que se van a mensurar. 

El articulo 56 de la Ley 1542 de la Ley de Registro de Tierras  establece que cuando la mensura se refiera a terrenos situados en la zona rural, el Director General de Mensuras Catastrales enviará al Presidente del Ayuntamiento del Distrito Nacional o al Sindico del municipio, o a quien haga sus veces en los distritos a que correspondan los terrenos en mensura, tantos ejemplares del aviso de mensura como considere pertinente, para que este funcionario, a su vez los remita a los alcaldes pedáneo fijen uno en la puerta principal de su casa y para que entregue los otros a las personas designadas nominalmente en el aviso.

El agrimensor encargado de la mensura anotará el respaldo de cada ejemplar del aviso de la mensura, el nombre de la persona a quien el alcalde debe entregarlo. 

La fijación y distribución de los avisos debe hacerse por lo menos 15 días antes de la fecha fijada para la mensura, este plazo mayor en razón de la distancia. Según el párrafo I, Art. 52, Ley 1542 de Registro de Tierras, de los envíos realizados por el Director General de Mensuras Catastrales se debe rendir un informe al Abogado del Estado. 
El artículo 59 de la Ley 1542 de Registro de Tierras, expresa que independientemente de las formalidades establecidas para la publicación, distribución y fijación de los avisos de mensura, el Tribunal Superior de Tierras podrá disponer el cumplimiento de formalidades adicionales, cuando así lo requieran las circunstancias. Los agrimensores también pueden valerse de cualquier otro medio de publicidad, ya que la ley no lo prohíbe. Los avisos de mensura que deberán ser fijados y distribuidos, el agrimensor obtenerlo de los periódicos que hace su publicación mediante recortes llamados votantes.

La Dirección General de Mensuras Catastrales es el órgano que regula el cumplimiento de las actuaciones referentes a la mensura, y esta disposición oficial está contenida en el Reglamento General de Mensuras Catastrales. 

Para verificar que se han cumplido con todos los requisitos, el agrimensor deberá enviar a la Dirección General de Mensuras Catastrales el periódico en que se publique el aviso de mensura junto con los ejemplares del aviso (votante). 

Ciprián, Rafael (2003. P. 408) dice que el agrimensor contratista esta en la obligación de enviar a la Dirección General de Mensuras Catastrales, a mas tardar 5 días antes de la fecha fijada para la mensura, un informe detallado cada una de las diligencias previas que la ley pone a su cargo. 

Resumiendo todo lo anteriormente dicho sobre la publicidad, fijación y distribución de los avisos de mensura se desarrolla de la siguiente manera: 

· El agrimensor prepara su aviso de mensura catastral. 

· Este aviso es llevado a la Dirección General de Mensuras Catastrales para fines de revisión y visado y ordena su publicación en un periódico de circulación general. 

· Un ejemplar de periódico en un periódico de circulación nacional. 

· Un ejemplar de periódico debidamente certificado y los correspondientes volantes son llevados a la Dirección General de Mensuras Catastrales para fines de control.

Estos volantes son debidamente sellados en la Dirección General de Mensuras catastrales para fines de su fijación y distribución en la forma señalada en la ley. El Director General de Mensuras Catastrales rinde su informe al abogado del Estado y el Agrimensor rinde su informe tanto al Director General de Mensuras Catastrales como a la oficina del abogado del Estado.


De acuerdo  a Mirabal, Leonardo (2003, p. 26) antes o por lo menos el día fijado para la audiencia los interesados deberán parar por la secretaría del Tribunal de Jurisdicción Orinal a llenar el formulario de  reclamaciones (Form   No. 6T de T), preparado al efecto por el Tribunal de Tierras el cual deberá ser firmado por el reclamante o su representante  y por los testigos. 


Sigue diciendo Mirabal, Leonardo (203, p. 26) que en este formulario de hará consignar la parcela o solar reclamado, el municipio y provincia, el nombre del reclamante, su dirección postal, la edad, nombre del cónyuge, fecha del matrimonio, los datos relativos al régimen matrimonial, las colindancias del terreno, la extensión reclamada, si la propiedad fue adquirida por el reclamante mediante compra o si reclamada  por posesión….”

 
Como este es un formulario reglamentario, la Ley 108-2005, no se pronuncia al respecto.


Presentación del Trabajo de la Mensura: Según el  párrafo III del artículo 60 de la Ley 1542 (2001, p. 22), una vez el agrimensor contratista practique sobre el terreno, rural o urbano, la mensura deberá preparar un plano provisional que estará sujeto a la revisión y aprobación de la Dirección General de mensuras Catastrales, limitándose el papel de esta oficina, en esta fase del procedimiento, a revisarlo, y si los halla correcto, los remitirá al Abogado del Estado, para que éste dirija al Tribunal Superior de Tierras su requerimiento en virtud del articulo 61 de la Ley de Registro de Tierras, para fines de someterlo a juicio oral, público y contradictorio del saneamiento del inmueble de que se trate, ya sea un solar o una parcela.

De conformidad con el  párrafo III, del artículo 60 de la Ley de Registro de Tierras, tan pronto como el Agrimensor Contratista haya  terminado su plano o planos, deberá someterlo a la Dirección General de Mensuras Catastrales para su revisión y aprobación, junto con los documentos relativos a la mensura y el acta de mensura. 

De acuerdo al párrafo IV del artículo 25 de la Ley 108-2005 (2005, pp. 34 y 35),  una vez otorgada, la autorización tiene una vigencia de  sesenta (60) días  durante los cuales el agrimensor debe  ejecutar la mensura y presentar los documentos y elementos  justificativos a la Dirección General de Mensuras y  Catastro para su revisión y aprobación. 

Como se puede observar de la lectura  de los dos artículos anteriores se colige que tanto con la ley 1542 como con la ley  108-2005, el agrimensor debe  presentar los trabajos de mensura para su revisión sólo variando el nombre de la institución a la cual debe dirigirlos, pues de acuerdo a la primera ley debe dirigírselo a la Dirección General de Mensuras Catastrales  y en virtud de  la segunda, a la Dirección General de Mensuras y Catastro correspondiente (opinión de los autores).  

Ejecutado los trabajos de campo y gabinete, el Agrimensor Contratista presenta a la Dirección General de Mensuras Catastrales toda la documentación relativa a la mensura, para fines de revisión y aprobación. Los expedientes se revisan siguiendo un turno de presentación, en consecuencia, el tiempo que transcurre entre la presentación de un trabajo y su revisión y aprobación es muy variable.

La Dirección General de Mensuras Catastrales dentro de los sesenta (60) días de recibidos los planos provisionales y las actas de mensura preparados por el Agrimensor Contratista, procederá a la aprobación o rechazamiento de los mismos.  Este plazo podrá ser prorrogado mediante decisión dictada por el Tribunal Superior de Tierras en vista de las razones que lo justifiquen (párrafo del artículo 61 de la Ley de Registro de Tierras).


Remisión del Expediente por el Director General De Mensuras           Catastrales: Después de revisado y aprobado el trabajo de mensura por la Dirección General de Mensuras Catastrales,  el Director General de Mensuras Catastrales, envía al Abogado del Estado el expediente completo, incluyendo copia del plano o planos para audiencia debidamente aprobado.


De acuerdo a Ciprián, Rafael (2001, p. 87)  una  vez  que  la  Dirección 

General de Mensuras Catastrales haya aprobado los trabajos del agrimensor procederá a remitir el expediente al Abogado del Estado, conjuntamente  con los planos, las actas de mensura y las descripciones técnicas correspondientes. 


En virtud de  disposición de los artículos 25, párrafo VI, de la Ley 108-2005 (2005, p.35), la Dirección Regional de Mensuras y Catastro (antigua Dirección General de Mensuras Catastrales) remite directamente el expediente al Tribunal  de Jurisdicción Original. 


El Requerimiento del Abogado del Estado: De conformidad con el artículo 61 de la Ley de Registro de Tierras,  después que las tierras hayan sido mensuradas y se hayan hecho figurar las parcelas o solares en el plano y aprobada la mensura por la Dirección General de Mensuras Catastrales, el Abogado del Estado  presenta al Tribunal Superior de Tierras un Requerimiento, mediante el cual le requiere a dicho Tribunal el saneamiento y adjudicación del título de propiedad del inmueble cuyo saneamiento se ha solicitado. 

 
 Recibido el expediente de saneamiento del Director General de Mensuras Catastrales, por el Abogado del Estado, dicho funcionario debe hacer un requerimiento al Tribunal Superior de Tierras, en el cual le exige que se continúe con el proceso, según lo establece el artículo 61 de la Ley No.1542 de Registro de Tierras. 


El requerimiento, además de ir acompañado por un plano del terreno, contendrá una descripción del mismo, y hará constar, si se saben, los nombres de los dueños de los terrenos que colindan con el área catastral de que se trate; y podrá contener los demás informes que sean convenientes con el fin de dar pleno aviso a todos los que ocupen las tierra y los que pretendan tener derecho o interés en las mismas.

Los dos sistemas de registro inmobiliario que existen en la República Dominicana, tanto el sistema Ministerial, como el Sistema Torrens, parten del

principio de que el Estado es el dueño originario de todos los terrenos que conforman el territorio de la República Dominicana, en ese sentido, es al Estado a quien debe reclamarse el derecho de propiedad inmobiliario por la prescripción adquisitiva establecida en el Código Civil, por lo que el Estado Dominicano, está representado en la Jurisdicción Inmobiliaria por la figura del Abogado del Estado.


Es por conducto de éste funcionario que se debe solicitar la autorización para la mensura en el proceso de saneamiento catastral, por tal razón,  el artículo 47 de la Ley No.1542 de Registro de Tierras, establece que los reclamantes, deberán dirigirse al Tribunal Superior de Tierras, por conducto del Abogado del Estado ante dicho Tribunal, con una instancia en triplicado, firmada por ellos o por sus apoderados, en cuya instancia harán constar sus nombres, profesión, domicilio, nacionalidad, el nombre del esposo o esposa (si es casado).


La indicación del régimen matrimonial, la descripción del inmueble cuyo saneamiento es requerido, así como la indicación de las construcciones y plantaciones que contenga (si las hay), la Sección, Municipio y Provincia ( si se trata de un terreno rural; la calle, ciudad, Municipio y Provincia (si se trata de un terreno urbano), en que está situado el inmueble; la extensión aproximada y sus  colindancias.


La indicación de los derechos reales inmobiliarios que existan sobre el inmueble, con la designación de los nombres, profesión y domicilio de los titulares de dichos derechos.   Si el  solicitante o reclamante no puede o no sabe firmar, el Abogado del Estado ante el Tribunal de Tierras,  hará constar esta situación al recibir la instancia de solicitud, después de asegurarse de la identidad de dicho  solicitante, de conformidad con lo dispuesto en el texto legal supra citado.


La Ley No.108-05 de Registro Inmobiliario, en sus artículos 11 y 12 sustituye la figura del Abogado del Estado, por la figura de la Comisión Inmobiliaria,  la  cual  ahora  será  un  órgano  colegiado  de  la  Jurisdicción Inmobiliaria,  y que tendrá las mismas funciones que el Abogado del Estado, con la diferencia de que la solicitud de autorización para la mensura en el proceso de saneamiento catastral, no se hará por conducto de dicha Comisión, sino que se hará directamente a la Dirección Regional de Mensuras y Catastro  correspondiente.


De igual modo, el Juez apoderado del saneamiento podrá en conocimiento de dicha Comisión, del saneamiento del inmueble, debiendo la referida Comisión emitir su opinión sobre el saneamiento del inmueble o comparecer a la audiencia de saneamiento si el Estado tiene algún interés sobre el inmueble.

De acuerdo a Ciprián Rafael (2003, p.424), el Auto de  Requerimiento de Adjudicación de Títulos corresponde al Abogado del Estado y está dirigido al Tribunal Superior de Tierras correspondiente. Con este requerimiento el Abogado del Estado plantea al Tribunal  Superior de Tierras la necesidad de que se proceda al saneamiento catastral de los terrenos mensurados y la adjudicación de los títulos de propiedad correspondientes.  

Dicho Requerimiento va dirigido contra todas las personas que sean dueñas, retengan, reclamen, posean u ocupen los terrenos o que tengan algún interés o derecho en el terreno de que se trate, y en dicho Requerimiento se hará constar  que dichos terrenos deberán quedar saneados y adjudicados los Títulos de propiedad o de cualquier otra naturaleza, de dichos terrenos por exigirlo así el interés público.


De acuerdo al artículo 61 parte in mediun de la ley 1542 sobre Registro de Tierras, el Auto de Requerimiento debe  ir acompañado de un plano del terreno,  contener una descripción  del mismo y hará constar, si se saben los nombres   de los dueños de los terrenos que colindan con el área  catastral de que  se  trate. 


En virtud de los artículos 11 y 12 de la Ley 108-2005, sobre Registro Inmobiliario, la figura del Abogado del Estado desaparece  y sustituida por  La Comisión Inmobiliaria, que, entre sus funciones no está la del envío                  del  expediente al Tribunal Superior de Tierras, por lo que en este nuevo sistema, El Auto de Requerimiento de Saneamiento y Adjudicación  de Título deja          de existir.


Auto de Designación del Juez: se plantea en el artículo 63 Ley 1542 de Registro de Tierras, que el Presidente el Tribunal Superior de Tierras, luego de recibir el  expediente completo del Abogado del Estado ante dicho Tribunal, emite un Auto que recibe el nombre de Auto de Designación de Juez, mediante el cual designa a un Juez de Jurisdicción Original para que conozca del saneamiento del inmueble de que se trata del inmueble de que se trata, terminando así la primera fase del proceso de saneamiento, y dándose inicio a la segunda fase.  


De acuerdo a Mirabal, Leonardo (2003, p.23) el Presidente del Tribunal Superior de Tierras luego de recibir el expediente completo del Abogado del Estado ante dicho Tribunal emite un Auto que recibe el nombre de Designación de  Juez, mediante el cual designa aun juez de Jurisdicción  Orinal para que conozca   del saneamiento del inmueble de que se trata.


Según  Álvarez Sánchez, Arístides (2001, p.123) el juez designado fijará la fecha de la audiencia en que los interesados deben comparecer a formular sus reclamaciones y a presentar sus alegatos respectivos, y enviará enseguida al secretario del Tribunal de Tierras  el expediente para que éste  proceda a hacer las publicaciones correspondientes. Como se había señalado anteriormente, la Dirección Regional de Mensura y Catastro remite el expediente directamente al Tribunal de Jurisdicción Original,  por lo que ya no se requiere que el Presidente del Tribunal Superior de Tierras designe al Juez que va a conocer del Saneamiento. 


 Proceso de Saneamiento en Virtud de la Ley No.1542 de Registro de Tierras: Aunque el artículo 67 de la Ley de Registro de Tierras, establece que el ministerio de abogado no es obligatorio en la Jurisdicción Catastral, y que los interesados podrán comparecer en persona o por medio de un representante no abogado provisto de un poder especial,  en esta segunda fase, puede intervenir un abogado en representación del interesado, por ser esta fase donde se van a conocer los aspectos jurídicos del saneamiento.


La Ley No.1542 de Registro de Tierras, no especifica etapas o fases del proceso de saneamiento, pero en dicha ley se pueden distinguir dos fases del referido proceso, la fase de la mensura donde sólo puede intervenir el Agrimensor Contratista, por ser esta fase un trabajo de carácter eminentemente técnico, reservado a dichos profesionales y la fase jurídica, donde se ponen en juego los aspecto de derecho, que aunque no es obligatorio,  puede intervenir el abogado, si así lo desea el reclamante. 
En cambio, la Ley No.108-05 de Registro Inmobiliario, en su Artículo 24 estable que en el proceso de Saneamiento habrá tres etapas: Mensura para el Saneamiento, Proceso Judicial del Saneamiento y Registro del inmueble.

Instancia de Solicitud de Fijación de Audiencia de Saneamiento: Mediante esta instancia el interesado, por intermedio de un abogado, si así lo desea, solicita al Juez del Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original, que fije el año, mes, día y hora en que habrá de conocerse la audiencia de saneamiento.  El plazo para la fijación de la fecha de la audiencia deberá ser fijado dentro de un tiempo no menor de un mes ni mayor de seis meses, a partir de la fecha de publicación del Aviso de Requerimiento, Auto de Emplazamiento y Fijación de Audiencia. De conformidad con el párrafo del artículo 63 de la Ley de Registro de Tierras,  el Juez designado para conocer del saneamiento fijará la fecha de la audiencia en que los interesados deban comparecer a formular sus reclamaciones y a presentar sus alegatos.


Preparación del aviso de Requerimiento, Auto de Emplazamiento       y  Fijación  de  Audiencia:  Una  vez  fijada  la  fecha  para  la  audiencia  de saneamiento, el Secretario del Tribunal Superior de Tierras o de Jurisdicción Original preparará el Aviso de Requerimiento, Auto de Emplazamiento y Fijación de Audiencia, mediante el cual se debe citar a  las personas cuyos nombres figuran en el Requerimiento emitido por el Abogado del Estado y a todas las personas que crean tener algún interés o derecho sobre el terreno que se va a sanear. 


Publicación Del Aviso De Requerimiento, Auto de Emplazamiento y Fijación de Audiencia: El interesado, el Secretario del Tribunal Superior de Tierras o el Secretario Delegado del Tribunal de Jurisdicción Original, deberá publicar el Aviso de Requerimiento, Auto de Emplazamiento y Fijación de Audiencia, en un periódico de  circulación en el Distrito Judicial donde se encuentra ubicado el inmueble a sanear o de circulación nacional. 
Según el artículo 64 de la Ley de Registro de Tierras, la ley  exige que esta publicación se haga en la Gaceta Oficial, pero desde hace algún tiempo esta publicación no se viene realizando, además, entendemos que dicha publicación en la Gaceta Oficial es innecesaria. 

Según lo dispone el artículo 65 de la Ley  1542 de Registro de Tierras, el plazo del emplazamiento, según el aviso publicado, no será menor de un mes ni mayor de seis meses, es decir,  no debe haber un plazo menor de un mes y mayor de seis meses. Pero dicho plazo podrá prorrogarse por el Tribunal apoderado si se considerase que existen motivos para ello.

Dentro de los siete días después de publicado el Aviso de Requerimiento, Auto de Emplazamiento y Fijación de Audiencia, el Secretario del Tribunal enviará un ejemplar del mismo, con arreglo a las indicaciones contenidas en el artículo 55 de la Ley de Registro de Tierras, a todas las personas mencionadas en dicho Aviso. 

El Tribunal hará también que se fije una copia debidamente certificada del aviso en un lugar visible de los terrenos comprendidos en el Requerimiento, y 

también en la puerta principal del Ayuntamiento y del Juzgado de Paz del Municipio o del Distrito Nacional, en que se encuentren los terrenos o una parte de éstos, no menos de quince días antes de la fecha de la comparecencia fijada en el emplazamiento, a las personas que creyere conveniente y en la forma que estimare más útil para mayor publicidad del saneamiento, todo esto en virtud del artículo 65 de la Ley de Registro de Tierras. 

 
Formulario De Reclamaciones: Antes o por lo menos el día fijado para la audiencia, los interesados deberán pasar por la Secretaría del Tribunal de Jurisdicción Original, a llenar el Formulario de Reclamaciones (Form. No.6T de T)  preparado al efecto por el Tribunal de Tierras, el cual debe ser firmado por el reclamante o su representante y por los testigos.

En este formulario se hará consignar, la Parcela o Solar reclamado, el Municipio y Provincia, el nombre del reclamante, la edad, nombre del cónyuge, fecha del matrimonio, residencia, los datos relativos al régimen matrimonial, las colindancias del terreno, la extensión reclamada,  si la propiedad fue adquirida por el reclamante mediante compra o si reclama por posesión, descripción de las mejoras si las hay, las cargas y gravámenes que existan sobre el terreno, si existen caminos públicos o privados, la lista de los documentos que se someten en apoyo de la reclamación, la cédula del reclamante, nacionalidad, los   nombres de los testigos con sus generales y la firma del reclamante o su representante.


Certificación del Conservador De Hipotecas: Atendiendo a las disposiciones del artículo 83 de la Ley de Registro de Tierras, el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original apoderado del saneamiento, antes de celebrar audiencia, deberá requerir del Conservador de Hipotecas de la Provincia en que se encuentran situados los terrenos objeto del saneamiento, una certificación en la cual se indiquen los gravámenes inscritos sobre dichos terrenos o sus mejoras, para hacerlos constar en la Decisión que dictará el Tribunal, si hubiere lugar a ello. 


El Tribunal de Jurisdicción Original, no podrá dictar su Decisión sin esta certificación. De acuerdo al artículo 83 de la Ley 1542 sobre Registro de Tierras “el Tribunal de Tierras deberá requerirle al Conservador de Hipotecas del Distrito Judicial en que se encuentren situados los terrenos objeto del saneamiento una  certificación  en la cual se  indique los gravámenes  inscritos sobre dichos terrenos o  sus mejoras para hacerlos constar en la sentencia, si hubiere lugar.” 


Celebración de Audiencia y Sentencia del Tribunal de  Jurisdicción Original: De acuerdo al artículo 66 de la Ley 1542 sobre Registro de Tierras (2001, p. 26), una vez que se han hecho las publicaciones del emplazamiento en la Gaceta Oficial y en el periódico, en la forma señalada anteriormente, el día fijado para la audiencia el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original procederá a la celebración de la misma.


En el proceso de saneamiento no es obligatorio el ministerio de abogado ya que los reclamantes  pueden comparecer personalmente o reclamar sus derechos  por medio de un representante no abogado, según el artículo 67 de ley 1542, sobre Registro de Tierras (2001, p. 27). Al igual que lo que dispone la ley 1542, la Ley 108-2005 de Registro Inmobiliario (2005, p.36)  en su artículo 26 párrafo II, prevé la celebración de la audiencia para conocer del saneamiento.


Decisión del Tribunal de Jurisdicción Original: Según Ciprián, Rafael, (2003, p. 436), después que el Juez de Jurisdicción Orinal haya  ponderado todas las particularidades del caso de saneamiento que ha instruido dictará su decisión conforme lo establece la ley”


Al respecto Mirabal, Leonardo (2003, p. 28) señala que después que el  Secretario Delegado del Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original transcribe las notas taquigráficas tomadas en la audiencia el juez apoderado estudia el expediente, determinará las validez de las reclamaciones a través de su decisión la cual tiene un carácter provisional. 


Revisión de la Sentencia: En cuanto a la sentencia dictada por un Juez de Jurisdicción original, ésta son calificada por  la doctrina y la jurisprudencia como proyectos, las cuales deben ser sometidas a revisión de conformidad con las facultades que la Ley de tierra le atribuye al Tribunal Superior de Tierras, una vez transcurra el plazo de un mes, sin que el fallo haya sido impugnado por vía de recurso de apelación.

 
Todas las decisiones de los Jueces de Jurisdicción Original tienen que ser revisadas por el Tribunal Superior de Tierras, ya se trate de Sentencias intervenidas en ocasión de un saneamiento o con posterioridad a éste, según señala el artículo 15 de la ley 1542 de Registro de Tierras (2001, p. 6) 
La Ley de Registro de Tierras es insistente en el aspecto de las revisiones de las decisiones de Jurisdicción Original y esto está consagrado en los Artículos 15, 124 y siguiente de dicha ley. Tienen que llevarse a cabo un mes después de haber sido notificada en la forma prevista por la Ley de Tierras. La revisión de una Sentencia de Jurisdicción Original se hace en Cámara de Consejo, sin necesidad de una Audiencia Pública, aunque el Art. 126 de la mencionada Ley de Tierras lo deja a opción del Tribunal Superior. 

Según lo exija el interés del Tribunal Superior de Tierras de aclarar o precisar ciertos aspectos de la decisión que se revisa o de una parte cualquiera que así lo haya solicitado el Tribunal; es decir, después de proceder a la revisión, podrá confirmar, revocar o modificar el fallo o sentencia que dicten los Jueces de Jurisdicción Original.

Si el Tribunal Superior de Tierras confirma el fallo de Jurisdicción Original, basta con ponerle al original y a la copia gruesa de la sentencia, la fecha y los datos esenciales para la revisión, conforme a la fórmula que al efecto adopte el Tribunal Superior de Tierras, la cual firmarán los Jueces que la practiquen, y la notificarán al Agrimensor contratista, a la Dirección General de Mensuras Catastrales.


La decisión que evacua el juez de Jurisdicción Original es definitiva y está abierto para ella el Recurso de Apelación por ante El Tribunal Superior de Tierras, según lo establece los artículo 26, párrafo V y 79 de la Ley 108-2005 de Registro Inmobiliario (2005, pp. 37 y 59).


El Certificado de Título: En virtud de los Artículos. 6, 155 y 168 de la Ley 1542 de Registro de Tierras (2001, pp.3, 55 y 58), el Certificado Duplicado de Títulos es el resultado de la transcripción completa del Decreto de Registro en el libro-registro.

De acuerdo a  Santana Polanco, Víctor (2000, p.31), el certificado de título es aquel que en el Libro Registro resulte, sea de la transcripción del decreto de Registro, sea de la traslación concisa y circunstanciada de cualquier documento que tenga por objeto la adjudicación o el transferimiento del derecho de propiedad de inmuebles registrada. La Ley 1542 de Registro de Tierras (2001, p. 58), exige para la redacción de un Certificado:

a) Una hoja del libro-registro

b) Su material, forma, dimensión y gravados lo determinará el Tribunal Superior de Tierras

c) Se le dará un nombre consecutivos

d) Sin abreviaturas, interlinea, raspadura ni blanco

e) Los firmará el Registrador de Títulos correspondiente. 


Por su lado Guzmán B, Juan Luís (2003, pp. 71 y 72) define el certificado  de título como el resultado de la transcripción completa del Decreto de Registro en el Libro de Registro correspondiente, o de las anotaciones posteriores al primer registro como resultado de cualquier documento, resolución o sentencia que transfiera o modifique un derecho registrado. 


Por otro lado, Gómez Ramírez, Wilson (2003, p.21), al respecto  dice que es   el documento que el Estado pone en manos del propietario para que éste  haga la prueba de la existencia física  y jurídica el inmueble .Según el artículo 172 de la Ley 1542 sobre Registro de Tierras (2001, p. 59), a toda persona física o moral en cuyo favor se hubiere registrado algún interés o derecho, se le expedirá su correspondiente duplicado de título. 


Celebración De La Audiencia: De conformidad con el artículo 66 de la Ley de Registro de Tierras, al vencimiento del plazo fijado en el Aviso de Requerimiento, Auto de Emplazamiento y Fijación de Audiencia, para la comparecencia, o en cualquier otra fecha posterior que se hubiere indicado, el Tribunal de Jurisdicción Original procederá a la celebración de la audiencia. 


Cualquier persona que pueda estar interesada en el saneamiento de los terrenos y sus mejoras, figure o no su nombre en el aviso, podrá comparecer en persona ante el Tribunal, o por medio de un representante, abogado o no, y allí presentará su reclamación por escrito y las pruebas que tenga en su apoyo.


En la audiencia oral, pública y contradictoria que celebrará el Tribunal de Jurisdicción Original, ya sea en el mismo terreno a sanear o en el local que ocupe el Tribunal, el Juez designado para conocer del saneamiento recibirá las declaraciones de los interesados, así como las pruebas que tengan en apoyo de las mismas; se escucharan los alegatos de los reclamantes y se oirán los testigos presentados por éstos o los que el Tribunal elija como testigos. 


Cuando un interesado, por ignorancia o por cualquier otro motivo, justifique no poder preparar en debida forma su reclamación y su defensa, el Juez de la causa podrá designar a cualquier persona para que le ayude en tales diligencias, de conformidad con el artículo 68 de la Ley 1542 de Registro de Tierras del año 1947.


El artículo 69 la Ley 1542 de Registro de Tierras del año 1947, establece que el Tribunal podrá proceder a la vista de la causa aún en ausencia de toda persona cuyo nombre figure en los avisos publicados o a quien se aluda en dichos avisos por medio de las palabras “a todos a quienes pueda interesar”, que no comparezca y no presente su reclamación durante el tiempo especificado;     y puede proceder a la vista de la causa, y fallar estando dichas personas ausentes.


Conclusiones Presentadas en el Saneamiento No Litigioso: En el caso de que solamente una persona se haya presentado en el Tribunal de Jurisdicción Original, a reclamar el día de la audiencia, y no haya contestación en cuanto a la reclamación formulada, el saneamiento será simple, y la Decisión que dictará el Tribunal de Jurisdicción Original será no litigiosa. 

En la presentación de la Ley de Registro Inmobiliario 108-05, se establecen diferencias respecto al saneamiento catastral que exige la Ley 1542 de Registro de tierras y la  presente Ley de registro inmobiliario: 

“En los actuales momentos puede decirse que el saneamiento inmobiliario tiene dieciséis pasos tediosos y obsoletos, sin embargo, con la Ley de Registro Inmobiliario se reducen a tres pasos, primero el agrimensor apoderado solicita a la Dirección General de Mensura y Catastro, la autorización para la realización de la mensura, una vez el agrimensor realiza la mensura y cumple con todo lo relativo a su publicidad es aprobada,; dentro de los quince días posteriores a su aprobación la Dirección Regional de Mensura y Catastro debe apoderar al Tribunal de Jurisdicción Original territorialmente competente  para el inicio del proceso judicial del saneamiento; una vez el Tribunal de Jurisdicción Original apoderado evacue su sentencia, vencido el plazo de apelación, que ahora es de treinta días a partir de la notificación de la sentencia por acto de alguacil, remite esa sentencia con el plano definitivo aprobado por la dirección General de Mensura y Catastro, al Registrador de Títulos territorialmente competente para que la ejecute y expida el certificado de Título; como puede observar ya no hay decreto de registro, pero tampoco hay que enviar la sentencia al Tribunal Superior de Tierras para fines de revisión y aprobación.” 
2.5 El Saneamiento Catastral      
De acuerdo al artículo 38 de la Ley 1542 Sobre Registro de Tierras (2001, p. 10), la prioridad no es más que la orden emanada del Tribunal Superior de Tierras de forma administrativa, para el establecimiento y adjudicación de los derechos susceptibles de registro, y además aprueba el contrato con el agrimensor que ha de efectuar las mediciones. 

Esta prioridad deberá ser solicitada al Tribunal Superior de Tierras, a  través del Abogado del Estado, quien una vez ha examinado que se han cumplido todas las formalidades de ley, procederá a remitirla al Tribunal Superior de Tierras, para su aprobación. 

Es por ello que el Abogado del Estado juega un papel importante en el saneamiento de un derecho actuando en su calidad de salvaguardar los derechos del Estado como propietario originario, pero también velando por el fiel cumplimiento de la Ley, en este aspecto. A esta responsabilidad del abogado del Estado se refiere el Magistrado Víctor Santana Polanco   cuando dice que: "es por esto que se considera al Abogado al Estado como el Juez de la seriedad o procedencia del proceso de mensura catastral.

2.5.1 Concepto de Sanear


 De acuerdo a Ciprián, Rafael, (2001, p. 79), “el saneamiento catastral es el procedimiento por medio del cual se depuran y se establecen judicialmente todos los derechos e intereses que puedan recaer sobre un terreno en proceso de registro.”
Por su lado Mirabal, Leonardo (2003, p. 3) define el saneamiento como el  proceso de “limpiar, depurar o legalizar, legitimar,  individualizar el derecho o los derechos sobre dicho terreno.” 

En cambio, Santana Polanco, Víctor (2000, p.123) dice que el saneamiento es “el mecanismo adjetivo en este sistema de publicidad para llegar al establecimiento del primer Certificado de Título de cada inmueble.” Los autores lo definen como el procedimiento por medio del cual se depuran y se establecen judicialmente todos los derechos  e intereses que puedan recaer sobre un terreno.

2.5.2 Fases del Saneamiento


  El primer paso en la primera fase del proceso de saneamiento, es la elaboración de un contrato de mensura suscrito entre el agrimensor y el reclamante, de conformidad con el artículo 48 de la Ley No.1542 de Registro de Tierras, que  dispone que el solicitante de la mensura para el saneamiento, debe enviar junto con la instancia de solicitud, un Contrato en triplicado suscrito por él, de una parte y el Agrimensor Contratista de la otra parte, en el cual el Agrimensor se obligue a realizar la mensura en determinado tiempo de acuerdo con lo dispuesto por la Ley de Registro de Tierras y el Reglamento General de Mensura Catastrales, y a cumplir todas las órdenes del Tribunal de Tierras. (Ver apéndice II).

 No se exige que dicho Contrato de Mensura sea legalizado por un Notario Público. En la práctica algunos Agrimensores elaboran una Instancia-Contrato, en la cual incluyen tanto la solicitud de autorización para la mensura, como las cláusulas del contrato suscrito entre dicho agrimensor y el interesado.


El  segundo paso es la elaboración de una instancia que debe ser dirigida al Tribunal Superior de Tierras, vía el Abogado del Estado ante dicho Tribunal, en triplicado,  y firmada por el interesado o su apoderado, que  debe contener todas las exigencias establecidas en el artículo 47 de la referida ley.  De acuerdo con el artículo citado a la instancia debe anexársele el Contrato de Mensura suscrito entre el Agrimensor Contratista y el solicitante, los títulos o documento probatorio del hecho de la posesión pacífica del inmueble cuyo saneamiento se solicita, certificación del Alcalde Pedáneo en caso de terrenos rurales o certificación del Presidente del Ayuntamiento o del Síndico Municipal en caso de  terrenos urbanos, párrafo II del artículo 48 de la susodicha ley. (Ver apéndice II).


Los títulos o documentos que impliquen transferencias, en que el solicitante apoya su pedimento o documentos probatorios de la posesión pacífica actual, cuando se alegue el derecho de propiedad fundamentado en las prescripciones establecidas en los artículos 2265 y 2266 del Código Civil (prescripción abreviada con justo título al momento de la adquisición y buena fe).


Un croquis ilustrativo del terreno, preparado por el Agrimensor Contratista; un formulario que provee el Abogado del Estado, donde el Agrimensor Contratista y el interesado certifican bajo la fe del juramento que el reclamante está en posesión del terreno solicitado; un recibo   que  compruebe el  pago de los fondos para el costo de la publicación del aviso de mensura en un periódico de la localidad o de circulación nacional y un inventario de todos los documentos depositados por el interesado.


En esta segunda fase es donde se van a conocer los aspectos jurídicos del proceso de saneamiento, por lo que aunque el artículo 67 de la Ley No.1542 de Registro de Tierras, establece que el ministerio de abogado no es obligatorio en la Jurisdicción Catastral, y que los interesados podrán comparecer en persona o por medio de un representante no abogado provisto de un poder especial,  en esta segunda fase, es recomendable que intervenga un abogado en representación del interesado, ya que sus derechos estarán mejor garantizado si es representado por un abogado conocedor de la materia.


El primer paso en esta segunda fase del proceso de saneamiento, es la elaboración de una instancia de solicitud de fijación de audiencia.  Mediante esta instancia el interesado, por intermedio de un abogado, si así lo desea, solicita al Juez del Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original, que fije el año, mes, día y hora en que habrá de conocerse la audiencia de saneamiento.  


El plazo para la fijación de la fecha de la audiencia de conformidad con el Artículo 65 de la Ley No.1542 de Registro de Tierras,  deberá ser fijado dentro de un plazo no menor de un mes ni mayor de seis meses, a partir de la fecha de publicación del Aviso de Requerimiento, Auto de Emplazamiento y Fijación de Audiencia.  En ese sentido, el párrafo del artículo 63 de la referida ley, establece que  “el Juez designado fijará la fecha de la audiencia en que los interesados deban comparecer a formular sus reclamaciones y a presentar sus alegatos respectivos, y enviará enseguida el expediente al Secretario del Tribunal para que éste proceda a hacer las publicaciones correspondientes”.

El  segundo paso en esta segunda fase del proceso de saneamiento, es que una vez fijada la fecha para la audiencia de saneamiento, el Secretario del Tribunal Superior de Tierras o el Secretario Delegado del Tribunal de Jurisdicción Original, prepara un auto para que sea publicado en un periódico de la localidad o de circulación nacional, que recibe el nombre de Aviso de Requerimiento, Auto de Emplazamiento y Fijación de Audiencia, mediante el cual se debe citar a las personas cuyos nombres figuran en el Requerimiento emitido por el Abogado del Estado y a todas las personas que crean tener algún interés o derecho sobre el terreno que se va a sanear, para que comparezcan al Tribunal en la fecha fijada para la audiencia de saneamiento, y hagan sus reclamaciones, y  presenten las pruebas en que se basan. 


 Este Aviso de Requerimiento, Auto de Emplazamiento y Fijación de Audiencia,  debe llevar la firma del Secretario del Tribunal Superior de Tierras o del  Secretario  Delegado  del  Tribunal  de  Jurisdicción  Original  y  del  Juez apoderado del saneamiento, como prueba de que fue aprobado por dicho Magistrado (final del párrafo del artículo 63 de la Ley No.1542 de Registro de Tierras.

El  tercer paso en esta segunda fase del proceso de saneamiento, es que el interesado, el Secretario del Tribunal Superior de Tierras o el Secretario  Delegado del Tribunal de Jurisdicción Original, debe publicar el Aviso de Requerimiento, Auto de Emplazamiento y Fijación de Audiencia, en un periódico de  circulación en el Distrito Judicial donde se encuentra ubicado el inmueble a sanear o de circulación nacional. 


El plazo del emplazamiento, según el aviso publicado, no debe ser menor de un mes ni mayor de seis meses, es decir,  entre la fecha de la audiencia y la fecha de publicación del Aviso de Requerimiento, Auto de Emplazamiento y Fijación de Audiencia, no debe haber un plazo menor de un mes ni mayor de seis meses.  Pero dicho plazo podrá prorrogarse por el Tribunal apoderado, si se considerase que existen motivos para ello, según lo dispone el artículo 65 de la Ley No.1542 de Registro de Tierras.  Dentro de los siete días después de publicado el Aviso de Requerimiento, Auto de Emplazamiento y Fijación de Audiencia, el Secretario del Tribunal enviará un ejemplar del mismo, con arreglo a las indicaciones contenidas en el artículo 55 de la referida ley, a todas las personas mencionadas en dicho Aviso.


El Tribunal hará también que se fije una copia debidamente certificada del aviso en un lugar visible de los terrenos comprendidos en el Requerimiento, y también en la puerta principal del Ayuntamiento y del Juzgado de Paz del Municipio o del Distrito Nacional, en que se encuentren los terrenos, no menos de quince días antes de la fecha de la comparecencia fijada en el emplazamiento, a las personas que creyere conveniente y en la forma que estimare más útil para mayor publicidad del saneamiento, todo esto en virtud del artículo 65 de la susodicha ley. 

2.5.3 Inicio del Saneamiento: el Contrato de Mensura 
El Saneamiento como proceso de obtener un Certificado de Título, es amparado bajo las Leyes 1542, sobre de Registro de Tierras y 108-2005 sobre Registro Inmobiliario. Este proceso aunque es bastante prolongado, significa el reconocimiento primeramente por parte del Estado, quien en principio es el propietario originario de todos los terrenos, así como de los particulares, a una persona física o moral de un derecho de propiedad inmobiliaria, con la expedición de un Certificado de Título, previo conocimiento del Tribunal de Tierras, y después de haber sido sometido a la aprobación o rechazo dentro del proceso.

La importancia del saneamiento para los autores es que al conocer los pasos necesarios que se deben realizar arrojará el manejo de los términos, pero sobre todo permitirá afirmar  con seguridad que sí se puede llevar judicial o legalmente un expediente, que concluirá con la obtención de un Certificado de Título al cliente que se represente.


De acuerdo a Mirabal, Leonardo (2003, p.15)  el saneamiento catastral se inicia con  el contrato de mensura celebrado entre el reclamante y el agrimensor. El artículo 48 de la Ley 1542 sobre Registro de Tierras (2001, p.13), es requisito indispensable anexar a la instancia de solicitud de concesión de Resolución de Prioridad, un contrato en triplicado suscrito entre el reclamante y el agrimensor. (Ver apéndice II).

De acuerdo al artículo 47 de la ley 1542 sobre Registro de Tierras (2001, p.13), el contrato de mensura debe contener los nombres, profesión, domicilio, nacionalidad, y, si hubiere lugar el nombre del esposo o esposa y la indicación del régimen matrimonial, la descripción del inmueble cuyo saneamiento sea requerido, así como la indicación de las construcciones y plantaciones que contenga, de la sección, municipio y provincia en  que  esté situado, si se tratare de un inmueble rural, o de la calle, de la ciudad, municipio y provincia, si fuere urbano,  de  su  extensión  aproximada  y  de  sus  linderos; la indicación de los derechos reales inmobiliarios que existan sobre el inmueble, con la designación de los nombres, profesión y domicilio de los titulares.


Después que el Abogado del estado ante el Tribunal de Tierras, en representación del Estado como propietario originario del terreno,  recibe la instancia de solicitud de autorización para mensurar, el indicado funcionario envía dicha instancia y los documentos en apoyo de la misma al Director General de Mensuras Catastrales para fines de designación catastral, es decir, para que se le asigne el número que le corresponde a la parcela o solar. 


Una vez hecha la designación catastral, el Director General de Mensuras Catastrales mediante oficio devuelve el expediente al Abogado del Estado, indicándole  la designación catastral que le corresponde al inmueble reclamado.  


Luego el Abogado del Estado envía el expediente completo  con su opinión, al Presidente del Tribunal Superior de Tierras correspondiente, para que emita la autorización para realizar la mensura o Resolución de Concesión de Prioridad.  Estudiada la solicitud de mensura para el saneamiento por los jueces del Tribunal Superior de Tierras, y encontrada la procedencia de la misma, emite una  Resolución ordenando la mensura para el saneamiento del inmueble de que se trata, y  que recibe el nombre de Resolución de Concesión de Prioridad.  


En  dicha Resolución el Tribunal Superior de Tierras resuelve conceder  prioridad (Autorización para mensurar el terreno), aprobar el Contrato de Mensura suscrito entre el solicitante y el Agrimensor Contratista, conceder un plazo de hasta 60 días al Agrimensor Contratista para que presente a la Dirección General de Mensuras Catastrales el Aviso de Mensura, conceder un plazo al Agrimensor Contratista para la presentación de los documentos relativos a la mensura, para los fines de revisión y aprobación por parte de la Dirección General de Mensuras Catastrales. 


 De conformidad con el artículo 51 de la Ley  No.1542 de Registro de Tierras, el Tribunal Superior de Tierras  por Decisión motivada y no sujeta a recurso alguno, puede negar la solicitud de autorización para mensura (Concesión de Prioridad), quedando las partes que han suscrito el Contrato de Mensura desligadas de todas sus obligaciones. 


Una vez obtenida la autorización para la mensura o Resolución de Concesión de Prioridad, el paso siguiente es que el Agrimensor Contratista debe elaborar un Aviso de Mensura, el cual debe ser conocido por el Director General de Mensuras Catastrales.  Este aviso lo prepara el Agrimensor Contratista en base a la Resolución dictada por el Tribunal Superior de Tierras.


El Aviso de Mensura deber ser presentado por el Agrimensor Contratista a la Dirección General de Mensuras Catastrales, para que el Director lo apruebe y firme. Luego de aprobado y firmado por el Director General de Mensuras Catastrales, el Agrimensor Contratista debe publicar el Aviso de Mensura en un periódico de la localidad donde está ubicado el inmueble o de circulación nacional, y debe fijar dicho Aviso en los lugares indicados por la Ley No.1542 de Registro de Tierras, es decir, en el frente del solar o parcela  y en lugares visibles del Ayuntamiento y del Juzgado de Paz del Municipio o Distrito Municipal en donde se halle localizado el terreno. 


 El Agrimensor Contratista o el Alcalde Pedáneo de la Sección,  deberá repartir un ejemplar del Aviso de Mensura a cada uno de los colindantes y demás interesados, debiendo tomar nota del nombre de la persona que lo recibe, así como las especificaciones de su cédula de identidad. Entregará igualmente sendos ejemplares del Aviso de Mensura a cada uno de los reclamantes y de los ocupantes dentro del terreno, o a sus representantes, anotando sus respectivos nombres y cédulas.  


Cuando no residan en la ciudad ni los reclamantes ni el colindante de un solar o parcela, ni sus representantes, el Agrimensor Contratista entregará el Aviso de Mensura al inquilino o al ocupante de la casa, si el solar colindante estuviera fabricado, o lo enviaría por correo certificado a la dirección postal del colindante, cuando el solar fuere yermo o esté desocupado. 


Todos los ejemplares del Aviso de Mensura de solares o parcelas situados en la zona urbana, deben ser fijados y entregados a más tardar, ocho (8) días antes de la fecha fijada para la mensura  (párrafo III, artículo 55 Ley No.1542 de Registro de Tierras). 


Todos los ejemplares del Aviso de Mensura de solares o  parcelas situadas fuera de la zona urbana, deben ser fijados y entregados a más tardar, quince días antes de la fecha fijada para la mensura  (párrafo III, artículo 56 de la misma ley). Deberá transcurrir, cuando menos 15 días  entre la publicación del Aviso de Mensura y la ejecución de la mensura, de terrenos situados en la zona urbana, de conformidad con lo dispuesto en el párrafo I, del artículo 52 de la indicada ley, y deberá transcurrir, cuando menos 20 días entre la publicación del Aviso de Mensura y la ejecución de la mensura, de terrenos situados fuera de la zona urbana, de conformidad con lo que dispone el párrafo del artículo 53 del mismo texto legal. 


El Agrimensor Contratista  antes de la mensura, deberá depositar en la Dirección General de Mensuras Catastrales los ejemplares de los periódicos debidamente certificados por el editor.  En este Aviso de Mensura se le notifica al público en general la fecha en que se le dará inicio a la mensura (medición) del terreno. En él deberá describirse la porción de terreno (solar o parcela) a mensurar, indicando sus colindancias. 


  En dicho Aviso debe advertirse a las personas interesadas el deber de comunicarle con anticipación al Agrimensor Contratista o a la Dirección General de Mensuras Catastrales su interés en dicha mensura. El artículo 52 de la citada ley, establece las menciones que debe contener el Aviso de Mensura de los inmuebles situados en la zona urbana,  y el artículo 53 del mismo texto legal, las menciones que debe contener el Aviso de Mensura cuando se trata de inmuebles situados fuera de la zona urbana.


Cinco días antes de la mensura, el Agrimensor Contratista deberá enviar tanto al Director General de Mensuras Catastrales, como al Abogado del Estado un informe detallado que demuestre que cumplió con todos los requisitos de publicidad del Aviso de Mensura, de conformidad con el artículo 57 de la Ley supra indicada.


El paso siguiente es la ejecución de la mensura, de conformidad con el artículo 60 susodicha ley, tomando en cuenta  la fecha que se haya fijado en el Aviso de Mensura, el Agrimensor Contratista con sus aparatos o equipos y el personal auxiliar necesario, debe presentarse al terreno a proceder a mensurar (medir) dicho terreno conforme lo ha ordenado el Tribunal Superior de Tierras.  La ejecución de la mensura tiene dos etapas:

Trabajo de campo, que  consiste en realizar en el terreno,  la medición de los ángulos y distancias, observaciones astronómicas si es necesario, colocación de los bornes, hitos o mojonaduras y anotación de las declaraciones obtenidas en el terreno (anotación en la libreta de campo).


Trabajo de Gabinete, que  consiste en hacer en la oficina del Agrimensor Contratista los cálculos, la computación del área del terreno y la confección del plano o planos catastrales, etc.


Ejecutado los trabajos de campo y gabinete, el Paso que sigue es que el Agrimensor Contratista debe presentar a la Dirección General de Mensuras Catastrales toda la documentación relativa a la mensura, para fines de revisión y aprobación.  Los expedientes se revisan siguiendo un turno de presentación, en consecuencia, el tiempo que transcurre entre la presentación de un trabajo y su revisión y aprobación es muy variable. 


 La Dirección General de Mensuras Catastrales dentro de los sesenta días de recibidos los trabajos de mensura planos provisionales y las actas de mensura preparados por el Agrimensor Contratista, procederá a su aprobación o rechazamiento.  Este plazo podrá ser prorrogado mediante decisión dictada por el Tribunal Superior de Tierras en vista de las razones que lo justifiquen (párrafo del artículo 61 de la indicada ley).


Después de revisados y aprobados los  trabajos de mensura por la Dirección General de Mensuras Catastrales,  el Director General de Mensuras Catastrales, remite mediante oficio  al Abogado del Estado el expediente completo, incluyendo copia del plano o planos para audiencia debidamente aprobados.

De acuerdo al artículo 1101 del Código Civil Dominicano (1999, p.170), “el contrato es  un convenio en cuya virtud una o varias personas se  obligan respecto de una o de varias otras a dar, hacer o no hacer alguna cosa.”  En el contrato de mensura, el agrimensor se obliga frente al reclamante a realizar la mensura correspondiente del terreno que este último tiene en  calidad de poseedor.

De la combinación de los párrafos  I y II de la ley 108-2005 (2005, p.34) se puede inferir que el contrato de mensura sigue siendo indispensable  en el proceso de saneamiento. El  párrafo II dice en la solicitud de autorización para la realización de la mensura el reclamante solicita que la Dirección Regional de Mensuras y Catastro correspondiente autorice al agrimensor a realizar los trabajos de mensura, la cual debe pronunciarse dentro de un plazo de 20 días. 


Instancia de Solicitud de Resolución de Concesión de Prioridad. De acuerdo al artículo 47 de la Ley 1542 sobre Registro de Tierras (2001, p.12,)  la instancia de Solicitud de Resolución de Concesión de Prioridad, no es más que el acto mediante el cual el  o los reclamantes le solicitan al Tribunal Superior de Tierras que le otorgue la prioridad  respecto a otras solicitudes  a fin de  poder iniciar la mensura de un terreno. (Ver apéndice II).

Según Ruiz Tejada, Manuel Ramón (1952, p.232), “es el pedimento que se hace para obtener la orden de mensura catastral de un  predio determinado.” Expresa el  artículo 45 de la Ley 1542, sobre Registro de Tierras (2001, p.13)  señala que pueden solicitar la concesión de prioridad el propietario, el copropietario, el titular de los derechos de usufructo, uso, habitación y anticresis, el titular de  servidumbre, privilegio e hipoteca.


Según el artículo 48 de la ley 1542 sobre Registro de Tierras, la instancia debe estar acompañada del contrato de mensura firmado entre el reclamante y el agrimensor y de los títulos en que apoye sus derechos o documentos probatorios  del hecho de la posesión pacífica actual del inmueble cuyo saneamiento se solicite.


De acuerdo al artículo  25, párrafo II,  la ley 108-05  el reclamante deberá solicitar la autorización para realizar la mensura a la Dirección Regional de Mensuras y Catastro. Esta autorización le es otorgada al agrimensor contratado por el reclamante. Con la implementación de la ley 108-2005, desaparece la  solicitud  y la orden de concesión  de prioridad, de acuerdo a lo que establece el artículo 120 de la misma. 

  
De acuerdo a investigaciones realizadas por los autores en las secretarías del Abogado del Estado y del Tribunal Superior de Tierras del Departamento, respectivamente, en la práctica hasta este momento no ha desaparecido la solicitud de concesión de Resolución de Prioridad, ya que en el aspecto jurisdiccional no ha entrado en vigencia la Ley 108-05.   


Resolución de Concesión de Prioridad: De acuerdo a Ciprián, Rafael (2003, p.378) la concesión de prioridad es la orden que imparte el Tribunal Superior para que se dé comienzo a una mensura catastral, con el objeto de realizar el saneamiento de los terrenos en cuestión.  Por su lado, Ruiz Tejada, Manuel R. (1952, p.232), señala que la  concesión de prioridad es la resolución dictada por el Tribunal de Tierras admitiendo el pedimento de concesión de prioridad. (Ver apéndice II).

Tal como se había señalado anteriormente, de acuerdo al artículo 25, párrafo II, la Ley 108-05 de Registro Inmobiliario, el reclamante deberá solicitar la autorización para realizar la mensura a la Dirección Regional de Mensuras y Catastro. Esta autorización le es otorgada al agrimensor contratado por el reclamante. 

CAPÍTULO III: 
Presentación e interpretación de los datos
3.1
Presentación 


En este capítulo se presentan y analizan los resultados encontrados en la investigación hecha en la ciudad de Santiago de los Caballeros, en el período 2205- 2006, sobre los  efectos  de la elaboración de dos planos de la mensura en el proceso de saneamiento catastral.


En el mismo se muestran los resultados del  cuestionario practicado a una muestra de los agrimensores que trabajan en materia catastral en la ciudad de santiago de los Caballeros.

 
Los resultados fueron tabulados en tablas estadísticas que muestran los hallazgos más relevantes y haciendo una distribución de cantidad y porcentaje para cada indicador medido, terminando con la respectiva interpretación de cada tabla presentada.


El análisis de los resultados se presenta de manera más acabada en el próximo capítulo, por lo que en el presente sólo se interpretan las tablas y se hace un breve comentario.

3.2
Resultados sobre el cuestionario aplicado a los agrimensores que trabajan en materia catastral

TABLA #1: Sexo   

	ALTERNATIVA
	FRECUENCIA
	%

	Masculino
	35
	59

	Femenino
	24
	41

	TOTAL
	59
	100


Fuente: Cuestionario aplicado a los agrimensores, noviembre 2006.

De acuerdo con los resultados obtenidos del cuestionario aplicado en esta investigación respecto al sexo, el 59% de los agrimensores cuestionados corresponden al sexo masculino, mientras que el 41% al sexo femenino. Lo que hace innegable que la mayoría de los agrimensores son hombres, lo que está en concordancia con el universo o población de los datos suministrados por el Colegio de Ingenieros, Arquitectos y Agrimensores (CODIA).

TABLA #2: Grado académico 

	ALTERNATIVA
	FRECUENCIA
	%

	Técnico
	50
	85

	Ingeniero
	09
	15

	Magíster
	00
	0

	Otro 
	00
	0

	TOTAL
	59
	100


Fuente: Cuestionario aplicado a los agrimensores, noviembre 2006.


Según los datos obtenidos del cuestionario aplicado en este estudio respecto al grado académico de los encuestados, el 85% de los agrimensores son técnicos, mientras que sólo el 15% son ingenieros.  Lo que evidencia que la agrimensura es una profesión eminentemente técnica.
TABLA #3: Años en ejercicio de su profesión

	ALTERNATIVA
	FRECUENCIA
	%

	Menos de 1 año
	03
	5

	De 1 a 5 años
	21
	36

	De 6 a 10 años
	16
	27

	De 11 a 15 años
	6
	10

	Más de 16 años
	13
	22

	TOTAL
	59
	100


Fuente: Cuestionario aplicado a los agrimensores, noviembre 2006.


De conformidad con los resultados del cuestionario aplicado en esta investigación, respecto al tiempo de ejercicio en la profesión de agrimensor, el 36% de los agrimensores cuestionados tiene de 1 a 5 años de ejercicio profesional;  un 27% tiene de 6 a 10 años; un 22% tiene de más de 16  años; un 10% tiene de 11 a 15 años, y sólo un 5% tiene menos de 1 año de ejercicio profesional. Lo que demuestra que el mayor número de agrimensores cuestionados tiene mucha experiencia profesional.

TABLA #4: 
Consecuencias que provoca la elaboración de dos planos de la mensura en el proceso de Saneamiento Catastral en la ciudad de Santiago de los Caballeros

	ALTERNATIVA
	FRECUENCIA
	%

	Retardo en la obtención de los Certificados de Títulos
	5
	9

	Retardo en acceso a préstamos hipotecarios 
	9
	17

	Pérdida de tiempo  
	10
	15

	Todas las anteriores 
	35
	59

	Ninguna de las anteriores
	0
	0

	TOTAL
	59
	100


Fuente: Cuestionario aplicado a los agrimensores, noviembre 2006.

De conformidad con los resultados del cuestionario aplicado en esta investigación, respecto a cuáles son las consecuencias que provocan la elaboración de dos planos de la mensura en el proceso de Saneamiento Catastral, el 59% de los agrimensores cuestionados estuvo de acuerdo que las consecuencias son retardo en la obtención de los Certificados de Títulos, retardo en acceso a préstamos hipotecarios y pérdida de tiempo; un 17% estimó que retardo en acceso a préstamos hipotecarios; un 15% consideró que pérdida de tiempo;  y un 9% que sólo retardo en la obtención de los Certificados de Títulos. 

Lo que deja evidente que el retardo de obtener los Certificados de Títulos, retardo en acceso a préstamos hipotecarios y pérdida de tiempo, son las principales consecuencias de la elaboración de dos planos de la mensura en el proceso de saneamiento catastral.

TABLA #5: Gastos en que se incurren con la elaboración de dos planos de la mensura  en el proceso de Saneamiento Catastral

	ALTERNATIVA
	FRECUENCIA
	%

	Pago de doble trabajo a los agrimensores
	06
	10

	Gastos de trámite en la Dirección General de Mensuras Catastrales 
	12
	20

	Gastos de combustible o pasaje para depositar y retirar los documentos del plano definitivo
	19
	32

	Todos los anteriores
	21
	36

	Ninguno de los anteriores
	0
	0

	Otros gastos
	1
	02

	TOTAL
	59
	100


Fuente: Cuestionario aplicado a los agrimensores, noviembre 2006.


De acuerdo con los resultados obtenidos del cuestionario aplicado en esta investigación, respecto a cuáles son los gastos en que se incurren con la elaboración de dos planos de la mensura en el proceso de saneamiento catastral, el 36% de los agrimensores estimó que todos los anteriores, refiriéndose al pago de doble trabajo a los agrimensores, gastos de trámite en la Dirección General de Mensuras Catastrales y gastos de combustible o pasaje para depositar y retirar los documentos del plano definitivo; un 32% consideró que sólo gastos de combustible o pasaje para depositar y retirar los documentos del plano definitivo; un 20% que sólo gastos de trámite en la Dirección General de Mensuras Catastrales; un 10% que sólo pago de doble trabajo a los agrimensores; y solamente un 2% respondió que otros gastos. 

Lo que refleja que el pago de doble trabajo a los agrimensores, los gastos de trámite en la Dirección General de Mensuras Catastrales y los gastos de combustible o pasaje para depositar y retirar los documentos del plano definitivo, son los mayores gastos en que se incurre con la elaboración de dos planos de la mensura en el proceso de saneamiento catastral.

Gráfica #5: Gastos en que se incurren con la elaboración de dos planos de la mensura  en el proceso de Saneamiento Catastral

TABLA #6: Razones por la que se elabora un segundo plano (plano definitivo) de la mensura en el proceso de saneamiento catastral

	ALTERNATIVA
	FRECUENCIA
	%

	Por inexactitud de los equipos que se utilizan para realizar la mensura
	06
	10

	Por la posibilidad de variación del primer plano durante el proceso de saneamiento
	25
	43

	Por una mala práctica de la Dirección General de Mensuras Catastrales
	06
	10

	Todas las anteriores
	03
	5

	Ninguna de las anteriores
	06
	10

	Otras
	06
	10

	Lo exige la ley
	07
	12

	TOTAL
	59
	100


Fuente: Cuestionario aplicado a los agrimensores, noviembre 2006.

Según los resultados obtenidos del cuestionario aplicado en esta investigación, respecto a las razones por la que se elabora un segundo plano de la mensura en el proceso de saneamiento catastral, el 43% de los agrimensores cuestionados estimó que la razón es por la posibilidad de variación del primer plano durante el proceso de saneamiento; un 12% consideró que es porque lo exige la ley; un 10% que es por inexactitud de los equipos  que se utilizan para realizar la mensura; un 10% que es por una mala práctica de la Dirección  General de Mensuras Catastrales; un 10% que es por ninguna de esas causas; un 10% que es por otras causas; y un 5% que es por todas las causas del cuestionario. 

Lo que deja en evidencia que las razones por la que se elabora un segundo plano de la mensura en el proceso de saneamiento catastral, es por la posibilidad de variación del primer plano durante el proceso de saneamiento; y porque lo exige la ley.

Gráfica #6: Razones por la que se elabora un segundo plano (plano definitivo) de la mensura en el proceso de saneamiento catastral

TABLA #7: Beneficios que se obtienen con la elaboración de dos planos de la mensura en el proceso del saneamiento catastral

	ALTERNATIVA
	FRECUENCIA
	%

	Rapidez en la obtención de los Certificados de Títulos
	3
	5

	Pronto acceso a préstamos hipotecarios
	3
	5

	Pago de menos gastos
	4
	7

	No se obtiene ningún beneficio
	49
	83

	Todos los anteriores
	0
	0

	Ninguno de los anteriores
	0
	0

	TOTAL
	59
	100


Fuente: Cuestionario aplicado a los agrimensores, noviembre 2006.

De acuerdo con los resultados obtenidos del cuestionario aplicado en esta investigación, respecto a los beneficios que se obtienen con la elaboración de dos planos de la mensura en el proceso de saneamiento catastral, el 83% de los agrimensores estimó que no se obtiene ningún beneficio; un 7% consideró que  pago de menos gastos; un 5% indicó pronto acceso a préstamos hipotecarios; y un 5% rapidez en la obtención de los Certificados de Títulos.  Lo que  evidencia  que con la elaboración de dos planos de la mensura en el proceso de saneamiento catastral, no se obtiene ningún beneficio.

TABLA #8: Beneficios que se obtendrían con la elaboración de un solo plano de la mensura para el saneamiento catastral

	ALTERNATIVA
	FRECUENCIA
	%

	Rapidez en la obtención de los Certificados de Títulos
	46
	78

	Pronto acceso a préstamos hipotecarios 
	04
	7

	Pago de menos gastos 
	09
	15

	No se obtendría ningún beneficio 
	00
	0

	Todos los anteriores
	00
	0

	Ninguno de los anteriores
	00
	0

	Otros
	00
	0

	TOTAL
	59
	100


Fuente: Cuestionario aplicado a los agrimensores, noviembre 2006.

Según los resultados obtenidos del cuestionario aplicado en esta investigación,  respecto a  cuáles serían los beneficios que se obtendrían con la elaboración de un solo plano de la mensura en el proceso de saneamiento, el 78% de los agrimensores estimó que los beneficios serían rapidez en la obtención de los Certificados de Títulos; un 15% consideró que pago de menos gastos; y un 7% que pronto acceso a préstamos hipotecarios. Lo que hace innegable  que  con la elaboración de un solo plano de la mensura en el proceso de saneamiento, los Certificados de Títulos se obtendrán con más rapidez.

TABLA #9: Tiempo que dura el proceso de saneamiento con la elaboración  de dos planos de la mensura para obtener el primer Certificado de Título

	ALTERNATIVA
	FRECUENCIA
	%

	Menos de 6 meses
	00
	0

	De 6 meses a 1 año
	04
	7

	De 2 a 3 años
	22
	37

	De 4 a 5 años
	30
	51

	Más de 5 años
	03
	5

	TOTAL
	59
	100


Fuente: Cuestionario aplicado a los agrimensores, noviembre 2006.

De conformidad con los resultados obtenidos del cuestionario aplicado en esta investigación, en cuanto al tiempo que dura el proceso de saneamiento con la elaboración de dos planos de la mensura, Tabla No.9, el 51% de los agrimensores cuestionados consideró que de 4 a 5 años; un 37% que es de 2 a 3 años; un 7%  que de 6 meses a 1 año; y un 5% que dura más de 5 años. Lo que pone en evidencia que el tiempo que dura este proceso con la elaboración de dos planos de la mensura es de 4 a 5 años, que es bastante largo.

TABLA #10: Tiempo que duraría el proceso de saneamiento con la elaboración de un solo plano  de la mensura para obtener el primer Certificado de Título

	ALTERNATIVA
	FRECUENCIA
	%

	Menos  6 meses  
	2
	3

	De 6 meses a 1 año
	33
	56

	De 2 a 3 años
	24
	41

	De 4 a 5 años
	0
	0

	Más de 5 años
	0
	0

	TOTAL
	59
	100


Fuente: Cuestionario aplicado a los agrimensores, noviembre 2006.

Según los resultados obtenidos del cuestionario aplicado en esta investigación, en cuanto al tiempo que duraría el proceso de saneamiento con la elaboración de un solo plano de la mensura, el 56% de los agrimensores cuestionados estimó que duraría de 6 meses a 1 año; un 41% de 2 a 3 años; y un 3% que sólo duraría menos de 6 meses. Lo que da por cierto que el tiempo que duraría el proceso de saneamiento con la elaboración de un solo plano de la mensura, es de 6 meses a 1 año, y a lo máximo de 2 a 3 años, lo que indica que será más rápido, y por lo tanto más beneficioso para los agrimensores y los reclamantes.

CAPÍTULO IV: 
Discusión de los resultados
4.1
Análisis de los Resultados


Con la finalidad de analizar los efectos que produce la elaboración de dos planos de la mensura en el proceso de Saneamiento en la ciudad de Santiago de Los Caballeros, período 2005-2006, se encuestaron 59 agrimensores que trabajan en esta área, de los cuales el 59% corresponden al sexo masculino, mientras que el 41% al sexo femenino; siendo el 85% de ellos técnicos en el área y sólo el 15% ingenieros.  


Estos resultados conllevan a inferir que la mayoría de los agrimensores son hombres, lo que está en concordancia con el universo o población de los datos suministrados por el Colegio de Ingenieros, Arquitectos y Agrimensores (CODIA), y además, que la agrimensura es una profesión eminentemente técnica; es decir, los hombres son más dados a dedicarse a este tipo de oficio, para lo cual les basta con realizar una carrera técnica, sin ser necesario llegar al nivel de ingeniería.
  
Un hallazgo interesante, es que el 36% de los agrimensores cuestionados tiene de 1 a 5 años de ejercicio profesional, y sólo un 5% tiene menos de 1 año de ejercicio profesional. Lo que demuestra que el mayor número de agrimensores cuestionados tiene mucha experiencia profesional.


Este resultado es alentador, en el sentido de que, en la medida en que los trabajos de agrimensura los realicen personas con vasta experiencia en la materia, en esa misma medida se obtendrá más eficiencia en los trabajos realizados, haciendo que el proceso sea más viable, rápido y correcto.

 En otro orden, respecto a cuáles son las consecuencias que provocan la elaboración de dos planos de la mensura en el proceso de Saneamiento Catastral, el 59% de los agrimensores cuestionados estuvo de acuerdo que las consecuencias son: retardo en la obtención de los Certificados de Títulos, retardo en acceso a préstamos hipotecarios y pérdida de tiempo.

Analizando estos resultados, es evidente que las principales consecuencias que se derivan de la elaboración de dos planos de la mensura en el proceso de saneamiento catastral, son: retardo de obtener los Certificados de Títulos, retardo en acceso a préstamos hipotecarios y pérdida de tiempo.

Esto llama la atención, ya que la elaboración de dos planos de la mensura en el proceso de saneamiento catastral produce consecuencias negativas, esto así, porque con los mismos no se logra fluidez ni rapidez en el proceso de saneamiento, provocando que las personas que tengan sus propiedades involucradas en este proceso, no puedan acceder con facilidad a préstamos hipotecarios, producto del atraso en la obtención de los Certificados de Títulos y, en consecuencia, la pérdida del tiempo.

 Como se observa, el agrimensor es el profesional reconocido por la ley para realizar los trabajos de mensura de una manera científica y ordenada, razón por la cual este estudio se lleva a cabo en base a las encuestas realizadas a éstos profesionales en la ciudad de Santiago.

Por otro lado, en relación a cuáles son los gastos en que se incurren con la elaboración de dos planos de la mensura en el proceso de saneamiento catastral, el 36% de los agrimensores estimó todas las anteriores, refiriéndose al pago de doble trabajo a los agrimensores, gastos de trámite en la Dirección General de Mensuras Catastrales y gastos de combustible o pasaje para depositar y retirar los documentos del plano definitivo.

Esto evidencia que para la elaboración de dos planos de la mensura en el proceso de saneamiento, se hace necesario incurrir en gastos, de los que el pago de doble trabajo a los agrimensores, los gastos de trámite en la Dirección General de Mensuras Catastrales y los gastos de combustible o pasaje para depositar y retirar los documentos del plano definitivo, son los mayores gastos en que se incurre; provocando con esto que la elaboración de los dos planos resulte más costosa que si sólo se elaborara uno, por lo que no hay necesidad de elaborar dos planos, ya que únicamente provoca gastos.

Según los resultados obtenidos del cuestionario aplicado en esta investigación, respecto a las razones por las que se elabora un segundo plano de la mensura en el proceso de saneamiento catastral, el 43% de los agrimensores cuestionados estimó que la razón es por la posibilidad de variación del primer plano durante el proceso de saneamiento.


De esto se colige, que las razones por las que se elabora un segundo plano de la mensura en el proceso de saneamiento catastral, es por la posibilidad de variación del primer plano durante el proceso de saneamiento; es decir, que los agrimensores muchas veces justifican este hecho en que un primer plano, llamado provisional, puede ser objeto de variación en sus medidas, colindancias, etc., durante el proceso se saneamiento, por lo que entienden que se hace necesario realizar otra mensura para confirmar  la primera, obteniendo lo que se conoce como plano definitivo.

Por otro lado, en relación a los beneficios que se obtienen con la elaboración de dos planos de la mensura en el proceso de saneamiento catastral, el 83% de los agrimensores estimó que no se obtiene ningún beneficio.

 Es preciso señalar aquí, que aunque una minoría de los encuestados se refirió a algún tipo de beneficio, la realidad es que con la elaboración de dos planos de la mensura en el proceso de saneamiento no se obtiene ningún beneficio, tal y como lo demuestran los hallazgos de este estudio; esto así, porque si con la elaboración de dos planos lo que se hace es incurrir en mayores gastos y pérdida de tiempo, entonces, evidentemente esto no sería ningún beneficio, sino más bien, un perjuicio.

Por el contrario, al investigar sobre cuáles serían los beneficios que se obtendrían con la elaboración de un solo plano de la mensura en el proceso de saneamiento, el 78% de los agrimensores estimó que los beneficios serían rapidez en la obtención de los Certificados de Títulos.

Si se comparan las consecuencias y los beneficios que se derivan por la elaboración de dos planos de la mensura, con los beneficios que se podrían obtener con la elaboración de un solo plano, es evidente que con esta última opción existen muchos más beneficios, tales como: menores gastos, más rapidez del proceso, acceso rápido a créditos y préstamos hipotecarios y, por ende, menos pérdida de tiempo.


De conformidad con los resultados obtenidos del cuestionario aplicado en esta investigación, en cuanto al tiempo que dura el proceso de saneamiento con la elaboración de dos planos de la mensura, el 51% de los agrimensores cuestionados consideró que de 4 a 5 años. Sin embargo, al indagar sobre el tiempo que duraría el proceso de saneamiento con la elaboración de un solo plano de la mensura, el 56% de los agrimensores estimó que duraría de 6 meses a 1 año.

Esto significa, que con la elaboración de dos planos de la mensura el tiempo que dura el proceso de saneamiento es muy largo, o sea, entre 4 y 5 años, como se ha venido observando a través de la experiencia de los años en los diferentes tribunales del país; en contradicción con lo que pasaría si sólo se elabora un plano de la mensura, con lo que el tiempo se reduciría bastante, es decir, entre 6 meses y 1 año y a lo máximo de 2 a 3 años, según la estimación de los agrimensores encuestados.

La elaboración de un solo plano de mensura implica toda la formalidad exigida por la ley, es decir, el agrimensor puede realizar su trabajo como hasta ahora lo ha venido haciendo, con la diferencia que en vez de la elaboración de dos planos lo hará con uno sólo, en procura de eficientizar su trabajo y obtener mayor rapidez en la terminación del proceso de saneamiento.

De acuerdo al análisis de los resultados encontrados en esta investigación, se evidencia que con la elaboración de un solo plano de la mensura, se obtendrían muchas ventajas y beneficios que actualmente no se obtienen.

Conclusiones
Tomando en consideración los resultados encontrados en esta investigación, así como los objetivos perseguidos, es pertinente concluir de la manera siguiente: 

Partiendo del objetivo No. 1, que busca determinar las consecuencias que se derivan de la elaboración de dos planos de la mensura en el proceso de Saneamiento Catastral, en la ciudad de Santiago de los Caballeros, se debe indicar que el 59% de los agrimensores cuestionados estuvo de acuerdo que las consecuencias son: retardo en la obtención de los Certificados de Títulos, retardo en acceso a préstamos hipotecarios y pérdida de tiempo; un 17% estimó que retardo en acceso a préstamos hipotecarios; un 15% consideró que pérdida de tiempo;  y un 9% que sólo retardo en la obtención de los Certificados de Títulos. 


A partir de las experiencias de los autores de esta investigación en las funciones de jueces del Tribunal de Tierras de la ciudad de Santiago de los Caballeros, se plantearon como posibles consecuencias que se derivan de la elaboración de dos planos de la mensura en el proceso de saneamiento catastral, fundamentalmente tres consecuencias, que son: retardo en la obtención de los Certificados de Títulos por los reclamantes,  retardo en acceso a préstamos hipotecarios de los reclamantes por carecer de los Certificados de Títulos y la pérdida de tiempo, tanto por los agrimensores que trabajan en las mensuras catastrales, como por los abogados que son apoderados para llevar a cabo procesos de saneamiento catastral;  que dicho sea de paso el Reglamento General de Mensuras Catastrales, no establece ninguna condiciones para la elaboración de un segundo plano o plano definitivo durante el proceso de saneamiento, sino que por la práctica generada en los Tribunales de Tierras, se da como un hecho que la razón por la cual se exige ese segundo plano es por la posibilidad de variación del primer plano o plano provisional durante el proceso de saneamiento, cuya variación puede ser ordenada por el Juez desde el punto de vista jurídico y desde el punto de vista técnico realizada por la Dirección General de Mensuras Catastrales.


Por tanto, es preciso señalar que los resultados de este estudio concuerdan con los planteamientos iniciales de los sustentantes del mismo. Para confirmar esto, se partió del hecho de que como la mensura catastral es un trabajo eminentemente técnico, donde no se tocan aspectos jurídicos, se consideró como única fuente de información primaria o de campo a los agrimensores que son los únicos profesionales habilitados tanto por la  Ley No.1542  de Registro de Tierras, como por la Ley No.108-05 de Registro Inmobiliario, para realizar trabajos de mensuras, evidenciándose de esta manera que éstos profesionales están conscientes de las consecuencias que se derivan por la elaboración de dos planos de la mensura.


Tomando en consideración el objetivo No. 2, a través del cual se busca establecer los gastos en que se incurren con la elaboración de dos planos de la mensura en el proceso de saneamiento catastral, en la ciudad de Santiago de los Caballeros, en este estudio se encontró lo siguiente:


El 36% de los agrimensores cuestionados consideró que los tres gastos de manera conjunta en que más se incurren son: el pago de doble trabajo a los agrimensores, los gastos de trámite en la Dirección General de Mensuras Catastrales y los gastos de combustible o pasaje para depositar y retirar los documentos del plano definitivo; mientras que el 32% estimó que sólo gastos de combustible o pasaje para depositar y retirar los documentos del plano definitivo; en tanto que un 20% se refirió a sólo gastos de trámite en la Dirección General de Mensuras Catastrales; un 10% que sólo pago de doble trabajo a los agrimensores; y solamente un 2% respondió que otros gastos. 

Es oportuno resaltar, que ciertamente en la elaboración de los planos de las mensuras catastrales se incurren en gastos, los cuales a final de cuenta corren o deben ser cubiertos por los interesados o reclamantes, pero, a veces hay gastos que tienen que ser desembolsados por los agrimensores que trabajan en las mensuras, y en casos excepcionales hay gastos que tienen que hacer los abogados que están apoderados de los procesos de saneamiento, lo que implica que si en lugar de dos planos de la mensura, sólo fuera necesario la elaboración de uno, hay la posibilidad de que esos gastos sean más reducidos o menores, sin tomar en cuenta por quien son cubiertos.

Es por estas razones que en esta investigación se plantearon como posibles gastos adicionales en que se incurren con la elaboración de dos planos de la mensura en el proceso de saneamiento catastral, el pago de doble trabajo a los agrimensores, los gastos de trámites en la Dirección General de Mensuras Catastrales y los gastos de combustibles o pasajes para depositar y retirar los documentos del plano definitivo, por lo que se hace necesario que para los reclamantes obtener el primer Certificado de Título producto del saneamiento, se reduzcan esos gastos. 

En lo relativo al objetivo No.3, que pretende verificar las razones por las que se elabora un segundo plano de la mensura en el proceso de saneamiento catastral,  en la ciudad de Santiago de los Caballeros, los resultados de esta investigación revelaron que el 43% de los agrimensores cuestionados estimó que la razón es por la posibilidad de variación del primer plano durante el proceso de saneamiento; un 12% consideró que es porque lo exige la ley; un 10% que es por inexactitud de los equipos que se utilizan para realizar la mensura; un 10% que es por una mala práctica de la Dirección General de Mensuras Catastrales; un 10% que es por ninguna de esas causas; otro 10% que es por otras causas; y un 5% que es por todas las causas anteriores.


Antes de concluir respecto a estos resultados, es preciso indicar que para poder llevar a feliz término un proceso de saneamiento catastral, los agrimensores como únicos profesionales hábiles contratados para realizar los trabajos de mensuras, se ven obligados a realizar una primera mensura provisional, lo que implica que no pueden cobrar al interesado o reclamante el monto total del trabajo, debido a que tienen que esperar la sentencia definitiva 

del Tribunal de Tierras, luego de la espera, la cual es indeterminada, esa mensura provisional, debe ser convertida en mensura definitiva, de donde surge lo que se denomina el plano definitivo.

Las razones por las que se exige esa segunda mensura o plano definitivo en el proceso de saneamiento, para los objetivos de esta investigación son de suma importancia, motivo por el cual se plantearon inicialmente como posibles  razones las siguientes: la inexactitud de los equipos que se utilizan para realizar las mensuras, por la posibilidad de variación del primer plano durante el proceso de saneamiento, por una mala práctica de la Dirección General de Mensuras Catastrales y porque lo exige la ley, lo que fue confirmado por los agrimensores encuestados.

Esto indica que si la mensura catastral del plano provisional se realiza cumpliendo con todos los requisitos que establecen la indicada Ley y el referido Reglamento, entonces sería innecesario realizar una segunda mensura o la elaboración de un plano definitivo, porque desde el primer momento que sea realizada con todos los requisitos que se exigen, puede ser definitiva.

Partiendo de lo perseguido por el objetivo No. 4, que busca especificar los beneficios que se obtienen con la elaboración de dos planos de la mensura en el Saneamiento Catastral en la ciudad de Santiago de los Caballeros, el 83% de los agrimensores estimó que no se obtiene ningún beneficio; un 7% consideró que pago de menos gastos; un 5% indicó pronto acceso a préstamos hipotecarios; y un 5% rapidez en la obtención de los Certificados de Títulos.  

En esta parte se debe resaltar, que los beneficios que se obtienen de un proceso o actividad cualquiera que sea, son cuantificables o medidos en tiempo, dinero y esfuerzo para llevarlo a cabo, si en el proceso se gasta poco dinero, se hace en un tiempo razonable y se hace con poco esfuerzo, se puede decir que el proceso es beneficio; por el contrario, si se gasta mucho dinero, dura mucho tiempo y requiere de mucho esfuerzo, entonces se dice que es perjudicial.

Partiendo de lo planteado anteriormente, observando los resultados encontrados y tomando en cuenta las experiencias de los autores de esta investigación en las funciones de jueces del Tribunal de Tierras de la ciudad de Santiago, todo indica que son ningunos los beneficios que se obtienen elaborando una segunda mensura en el proceso de saneamiento catastral, lo que se confirma por el 83% de las respuestas de los agrimensores encuestados, que estimaron que con la elaboración de una segunda mensura o plano definitivo en el proceso de saneamiento catastral, no se obtiene ningún beneficio.   

En otro orden, para dar respuesta al objetivo No. 5, a través del cual se busca explicar los beneficios que se obtendrían con la elaboración de un solo plano de la mensura en el saneamiento catastral en la ciudad de Santiago de los Caballeros, los resultados de la investigación demuestran que el 78% de los agrimensores estimó que los beneficios serían rapidez en la obtención de los Certificados de Títulos; un 15% consideró que pago de menos gastos; y un 7% que pronto acceso a préstamos hipotecarios. Lo que hace innegable  que  con la elaboración de un solo plano de la mensura en el proceso de saneamiento, los Certificados de Títulos se obtendrán con más rapidez y por tanto los beneficios que se obtendrían serían cuantificables, tanto por el dinero que se gasta, el tiempo que se toma, como por el esfuerzo que hay que realizar, que en este caso serían muchos menores.

De esto se infiere, que en el caso de las mensuras catastrales como trabajo humano técnico, si en lugar de una mensura provisional (plano provisional) y una mensura definitiva (plano definitivo), sólo fuera necesario realizar una sola mensura que desde el principio sea definitiva, hay la posibilidad de que se obtengan muchos beneficios, tanto para los reclamantes que obtendrán sus Certificados de Títulos más rápido y, por lo tanto, no tendrán que esperar mucho tiempo para poder acceder a préstamos hipotecarios, pero también para los abogados que cobrarán sus honorarios más rápido, ya sean estos honorarios en naturaleza o en numerario, como para los agrimensores que también cobrarán sus trabajos de mensuras sin tener que esperar los resultados de la sentencia del Tribunal de Tierras.

Si se comparan las consecuencias y los beneficios que se derivan por la elaboración de dos planos de la mensura, con los beneficios que se podrían obtener con la elaboración de un solo plano, es evidente que con esta última opción existen muchos más beneficios, tales como: menores gastos, más rapidez del proceso, acceso rápido a créditos y préstamos hipotecarios y, por ende, menos pérdida de tiempo.

En relación al objetivo No. 6, a través del cual se pretende determinar el tiempo del proceso de saneamiento con la elaboración  de dos planos de la mensura en el saneamiento catastral, en la ciudad de Santiago de los Caballeros, se debe indicar que el 51% de los agrimensores cuestionados consideró que de 4 a 5 años; un 37% que es de 2 a 3 años; un 7% que de 6 meses a 1 año; y un 5% que dura más de 5 años.

El factor tiempo es una de las variables que más debe ser tomada en cuenta para determinar la bondad o desventaja de un proceso, por tanto, es de suma importancia el tiempo que se toma realizar un proceso de saneamiento desde la primera fase o etapa que es la mensura, hasta la última que es el registro del inmueble y la expedición del Certificado de Título, por lo que, observando los resultados antes referidos, se considera un tiempo bastante  largo para un proceso que es sencillo y que además es de interés y orden público.

Por otro lado, para dar respuesta al objetivo No. 7, que tiene como finalidad señalar el tiempo del proceso de saneamiento con la elaboración de un solo plano de la mensura en el saneamiento catastral, en la ciudad de Santiago de los Caballeros, es preciso señalar que el 56% de los agrimensores estimó que duraría de 6 meses a 1 año; un 41% de 2 a 3 años; y un 3% que sólo duraría menos de 6 meses. 

Esto significa, que con la elaboración de dos planos de la mensura el tiempo que dura el proceso de saneamiento es muy largo, o sea, entre 4 y 5 años, como se ha venido observando a través de la experiencia de los años en los diferentes tribunales del país; en contradicción con lo que pasaría si sólo se elabora un plano de la mensura, con lo que el tiempo se reduciría bastante, es decir, entre 6 meses y 1 año y a lo máximo de 2 a 3 años, según la estimación de los agrimensores encuestados.

Como se dijo anteriormente, el tiempo es una de las variables de más influencia para determinar lo ventajoso de un proceso, si en lugar de una mensura provisional (plano provisional) y una mensura definitiva (plano definitivo), el agrimensor sólo tuviera que realizar una sola mensura que desde el principio sea definitiva (plano definitivo), hay la posibilidad de que el tiempo que se tome finalizar el proceso de saneamiento y obtener el Certificado de Título, sea menor.

 En conclusión, es preciso señalar en este estudio, que con la elaboración de dos planos de la mensura en el proceso de saneamiento catastral en la ciudad de Santiago de los Caballeros, se generan consecuencias negativas en contra de las personas interesadas, que van desde retardo en la obtención de los Certificados por los reclamantes, retardo en el acceso a préstamos hipotecarios, pérdida de tiempo tanto para los agrimensores como para los abogados, y otros efectos más; además conlleva a incurrir en grandes gastos para realizar el proceso, lo que también hace que el tiempo de duración del mismo se torne más lento.

Contrario a esto surge la idea de la elaboración de un solo plano de la mensura en el proceso de saneamiento catastral, lo que podría conllevar a grandes beneficios si se compara con las consecuencias derivadas anteriormente, además produciría menos gastos, más agilidad, viabilidad y más eficiencia en la realización del proceso de saneamiento, lo que se infiere al analizar todos los resultados arrojados en esta investigación.

En otras palabras, se puede inferir de los resultados de esta investigación, que ciertamente la elaboración de un solo plano de la mensura agiliza el proceso del saneamiento, y además, un aspecto muy preponderante, reduce los gastos en que se incurre y a la vez produce en las personas la satisfacción de saber que en corto tiempo tendrán en sus manos su correspondiente Certificado de Título, con lo que pueden acceder a los créditos bancarios sin ninguna restricción.

Recomendaciones
Tomando en consideración las conclusiones antes arribadas, se cree de lugar realizar las siguientes recomendaciones:

· A los legisladores dominicanos, la modificación de la Ley No.108-05 de Registro Inmobiliario que entrará en vigencia próximamente, en lo relativo al proceso de saneamiento catastral, ya que en la misma se seguirá el mismo esquema en el aspecto de la mensura que se ha venido siguiendo con la derogada Ley No.1542 de Registro de Tierras, a fin de que el agrimensor no tenga la necesidad de elaborar primero un plano provisional y esperar que la Sentencia del Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original adquiera la autoridad de la cosa juzgada, para luego convertirlo en plano definitivo; sino que proceda a realizar el plano definitivo de una vez, para agilizar y eficientizar el proceso del saneamiento. Que en el caso excepcional de que se produzca alguna variación en la mensura, el Juez de Jurisdicción Original ordene su corrección mediante la misma sentencia de adjudicación.

· A la Suprema Corte de Justicia, que dicte un reglamento o una resolución en virtud de la facultad reglamentaria que la nueva Ley No.108-05 de Registro Inmobiliario le atribuye, con el propósito de eliminar la elaboración de un segundo plano de la mensura en el proceso de saneamiento y que sólo se elabore un único plano que desde el primer momento sea definitivo.

Apéndices
GLOSARIO DE TÉRMINOS:
Anticresis. Es el derecho que tiene el acreedor de percibir las rentas del inmueble de su deudor para aplicarlo al capital más los intereses, hasta cobrar el monto de su crédito

Catastro. Es el término técnico empleado para designar una serie de registros que muestran la extensión, el valor y la propiedad u otro fundamento del uso o de la ocupación de la tierra. En términos estrictos, un catastro es un registro de fincas y de valores de la tierra y de los propietarios, que originalmente se compilaba con propósitos de tributación. 

Contrato de mensura catastral. Es el acto jurídico suscrito entre el peticionario de una prioridad y el agrimensor contratista que se compromete a realizar los trabajos técnicos de la mensura catastral, por su naturaleza jurídica el contrato de mensura es denominado consensual y  sinalagmático o bilateral, y engendra obligaciones y derechos recíprocos entre las partes que lo suscriben. 

Linderos. Son los límites o separación de la parcela.  

Mensurar. Consiste en medir el terreno, determinar sus colindancias. Es la operación técnica y matemática que consiste en determinar el perímetro de un terreno y calcular el área que le corresponde.  

Parcela Catastral. Es la porción deslindada de terreno, perteneciente o poseída por una persona en un distrito catastral.

Plano definitivo. Es aquel plano que prepara el Agrimensor que ha obtenido por parte del Tribunal Superior de Tierras la prioridad para iniciar los trabajos de mensura de una parcela o solar, y que una vez revisada y confirmada la decisión dictada por el Tribunal de Jurisdicción Original, con motivo del saneamiento el Agrimensor depositará por ante la Dirección General de Mensuras Catastrales, acompañado por una copia de la sentencia confirmada por el Tribunal Superior de Tierras.

Posesión. Es un hecho que se caracteriza en principio, por la ocupación, la aprehensión material de la cosa

Prescripción. Es un medio por el cual se adquiere o se  extingue  un derecho  o una obligación, por el transcurso de cierto tiempo, bajo ciertas condiciones que exige o determina la Ley.

Prioridad. Es la orden emanada del Tribunal Superior de Tierras de forma administrativa, para el establecimiento y adjudicación de los derechos susceptibles de registro, y además aprueba el contrato con el agrimensor que ha de efectuar las mediciones. 

Saneamiento catastral. Es el procedimiento por medio del cual se depuran y se establecen judicialmente todos los derechos e intereses que puedan recaer sobre un terreno en proceso de registro.

MODELOS DEL PROCESO DE SANEAMIENTO 

EN LA LEY 108-05

MENSURA.- ART. 25 L.R.I.-
	ART.25.2 L.R.I. (MODELO  No.I)

SOLICITUD DE AUTORIZACION PARA MENSURA.


AL           
     : Delegado Regional de Mensuras y Catastro 

                           Departamento __________.-

ASUNTO          :
Solicitud de Autorización para Mensura.-

AGRIMENSOR :__________________________________

REF.
          : Una porción de Terreno con una extensión superficial de __________, situado en___________________, Municipio de ____________, Provincia de ____________________, con las  colindancias siguientes:

N:____________; E:______________; S:____________ ; W:_____________

1.-Quien suscribe, Agrimensor___________________________________, portador de la Cédula de Identidad y Electoral No. ___________________,  Codia No.________, quien ha sido contratado para realizar la Mensura del inmueble de referencia, por el señor _________________________________, dominicano,  mayor  de  edad,   de   estado civil _____________, domiciliado y residente en ____________________________, portador de la Cédula de Identidad y Electoral No. ___________________, razòn por la cual le solicito se me conceda la autorización necesaria para realizar los trabajos de mensura  del inmueble indicado.

En apoyo de la presente solicitud  le anexo los documentos siguientes:

1.-     Contrato de  Mensura;      2.-     Croquis ilustrativo del Terreno.-

3.-     Certificación del Alcalde ó Síndico Municipal.-

_________________________________

AGRIM. CONTRATISTA

Modelo preparado por el Ing. Yunior Andrés Castillo.

	ART.25.1 L.R.I. (MODELO No.2)

AUTORIZACION PARA MENSURAR.


Dirección Regional de Mensuras y Catastro 

Departamento _____________

Autorización No._______________                           Fecha_______________

AL              :AGRIMENSOR:______________________________________

ASUNTO    : AUTORIZACION PARA  MENSURAR.

REF.            : PARCELA No._____ ó SOLAR No. ______, MANZ._______,

D.C. No._______ MUNICIPIO___________, PROV___________________;

COLINDANCIAS: N:_________; E:___________; S:_________ ; W:___________.

1.-  Para los fines del Párrafo 1ro. del Art. 25 de la Ley No.108-05, le  autorizamos a realizar los trabajos de mensura del Inmueble cuya solicitud se  nos hiciera mediante instancia de fecha __________, resultando el indicado inmueble con la Designación Catastral de referencia, en consecuencia,  le concedemos un plazo de sesenta (60) días para  que ejecute dichos trabajos, debiendo hacer una publicación de Aviso de Mensura en un periódico de la localidad donde está ubicado el inmueble o de circulación nacional, por lo menos 15 días antes de la mensura y debiendo presentar los mismos en el plazo indicado para fines de revisión y aprobación.

 Atentamente:

______________________________________________________

Director Nacional Mensuras y Catastro Departamento ________.

Modelo preparado por el Ing. Yunior Andrés Castillo.

	ART. 69 L.R.I. (MODELO No.3)

Publicidad de la Mensura Catastral .-


AVISO DE MENSURA CATASTRAL

SE AVISA AL PÙBLICO EN GENERAL QUE  EL DÍA _______________ QUE CONTAREMOS A _________ (    ) DEL MES DE __________________ DEL AÑO _________, A LAS (_______ A.M.), HORAS DE LA MAÑANA), PROCEDERÉ  A DAR COMIENZO A LA MENSURA DEL INMUEBLE CON DESIGNACIÓN CATASTRAL: 

PARCELA No._____ Ó SOLAR No._______,MANZ. No._____,D.C. No.______MUNICIPIO____________,PROV.________________________;

COLINDANCIAS: N:_______;E:__________;S:_________; W:__________; 

CUYO INMUEBLE ESTÀ SIENDO RECLAMADO POR EL SEÑOR__________________________,CUYA AUTORIZACIÓN ME FUE OTORGADA POR LA DIRECCIÓN REGIONAL DE MENSURAS Y CATASTRO DEPARTAMENTO__________, MEDIANTE EL OFICIO  DE FECHA __________________; POR LO QUE  ADVIERTO A TODAS LAS PERSONAS QUE TENGAN INTERÈS EN EL INMUEBLE A MENSURAR, QUE DEBEN COMUNICÁRMELO CON ANTICIPACIÓN EN LA CALLE__________________________No.________DEL SECTOR _______________DE LA CIUDAD DE ___________________,DONDE  ESTÁN UBICADAS MIS OFICINAS DE AGRIMENSURA TEL.__________________ O EN EL MOMENTO DE LA MENSURA DEL INDICADO INMUEBLE.

_______________________________

AGRIMENSOR CONTRATISTA

CODIA NO.__________________

Modelo preparado por el Ing. Yunior Andrés Castillo.

	ART. 25.6. L.R.I. (MODELO No.4)

PRESENTACION DE LOS TRABAJOS DE MENSURA A LA DIRECCION REGIONAL DE MENSURAS Y CATASTRO DEPARTAMENTO___________.-


AL           
     : Director Regional de Mensuras y Catastro 

                           Departamento __________.-

ASUNTO          : Presentación de Trabajos de Mensura para fines de    

                              Revisión y Aprobación.

AGRIMENSOR:__________________________________

REF.- Designación Catastral: PARCELA No._____ ó SOLAR No. _______,

MANZ._______, D.C. No.______ MUNCIPIO___________, PROV.______.

1.-Quien suscribe, Agrimensor__________________________, con domicilio y oficina de agrimensura en ______________________, portador de la Cédula de Identidad y Electoral No._______________,  Codia No.________, quien  fue autorizado a realizar los trabajos de mensura del inmueble de referencia, mediante  Autorización de fecha___________,a favor del señor ______________________,tengo a bien presentar dichos trabajos para fines de revisiòn y aprobación dentro del plazo que me fue otorgado, habiendo cumplido con las exigencias de esa dependencia referente a la publicidad de la mensura.

Anexo: 1.-  Plano General.- 2.-  Plano Particular.-3.-  Descripción Tècnica.- 4.-  Acta de Hitos. 5.- Oficio de Autorización. 6.-Hoja de computación y demàs documentos Tècnicos de la mensura.

____________________________

AGRIM. CONTRATISTA

Recibido Conforme:

_________________________________________________________

Director Regional de Mensuras y Catastro Departamento_________

Modelo preparado por el Ing. Yunior Andrés Castillo.

	ART. 25.6 L.R.I. (MODELO No.5)

APROBACION DE MENSURA Y PODERAMIENTO JUEZ DE JURISDICCION ORIGINAL.-


Dirección Regional de Mensuras y Catastro 

Departamento _____________

                                                                                                                                               ____ del mes de _____del año____

Oficio de Apoderamiento No.______________

A la
: Secretaría  Despachos Judiciales de la ciudad de_____________

Asunto 
:
Envío de expediente para Etapa Judicial de Saneamiento.

REF.- Designación Catastral:  PARCELA No._____ ó SOLAR No. ______, MANZ.No._____, D.C. No._____ MUNICIPIO________, PROV.__________.

1.- Luego de esta dependencia haber aprobado la mensura del inmueble de referencia, para los fines del Art. 25.7 de la Ley No.108-05, le  remitimos el  expediente completo para que se  le asigne  mediante sistema aleatorio al Juez de Jurisdicción Original, para que se inicie el Proceso Judicial del Saneamiento del Inmueble indicado. 

Anexo:

1.-  Contrato de Mensura.- 2.-  Solicitud de Autorización.-3.- Autorización de Mensura. 4. Periòdico  Aviso de Mensura.-5.-Inst. Presentación de  Trabajos de Mensura. 6.-Dos (2) copias plano general y particular y su descripción técnica.-7.-Actas de Hitos, etc.

Atentamente,

_______________________________________________________

Director Regional Mensuras y Catastro Departamento________

Modelo preparado por el Ing. Yunior Andrés Castillo.

PROCESO JUDICIAL.- ART. 26 L.R.I.-
	(MODELO No.6).-

AUTO DE FIJACION DE AUDIENCIA.-ART. 26.2 


TRIBUNAL DE TIERRAS DE JURIDICCION ORIGINAL
AUTO DE FIJACION DE AUDIENCIA.-
*************************************************************

TRIBUNAL DE TIERRAS DE JURISDICCION  *  
DISTRITO CATASTRAL No.  
ORIGINAL.-






MUNICIPIO DE__________.


A:












            *
PROVINCIA DE ______________________

                                                                                  
*
 PARCELA O SOLAR No. __,

                                                                                               MANZ. No.__________

                                                                            
*
“SANEAMIENTO”                                                                                                                            

************************************************************

EN  NOMBRE  DE  LA  REPUBLICA


VISTO:   El  Oficio de Apoderamiento de fecha ___ del mes de_______    del año _______.


VISTO:   El Art. 26.1.2.de  la Ley No.108-05 .

R E S U E L V E :


FIJAR, la audiencia para conocer del proceso judicial del saneamiento del inmueble indicado en el encabezamiento del presente  Auto, para el día _____ del mes de______ del año _____,   a las 9:00 horas de la mañana en el Salón que ocupa éste Tribunal en Edif.________, calle__________ No.____de la ciudad de___________.


SE ORDENA: Al reclamante o interesado hacer la publicación en un periódico de la localidad o circulación nacional del presente Auto, para que todas las personas que tengan interés en el inmueble a sanear comparezcan por ante el Tribunal, a la hora, mes y año indicados, acompañados de los testigos que desea hacer  oír y de las pruebas documentales que posea en apoyo de su reclamación.


DADO:   POR EL TRIBUNAL DE TIERRAS  DE JURISDICCION ORIGINAL DELA CIUDAD DE_________,  A LOS ______ (   ) DIAS DEL MES DE ______ DEL AÑO ____ ( ); AÑOS ___ DE LA INDEPENDENCIA Y ___ DE LA RESTAURACION.

(FDO.).             JUEZ.-

Modelo preparado por el Ing. Yunior Andrés Castillo.

	(MODELO No.7)
NOTIFICACION A LOS RECLAMANTES--

 ART. 26.1 L.R.I. 


TRIBUNAL DE TIERRAS DE JURIDICCION ORIGINAL
ACTO No.___________

En la ciudad de______________________, a los ____________(   ) del mes de________ del año__________, a las__________(       )horas de la _______.

ACTUANDO A REQUERIMIENTO DEL TRIBUNAL DE TIERRAS DE JURISDICCIÓN ORIGINAL DE LA CIUDAD DE_______, PRESIDIDA POR EL MAGISTRADO_____________________,EN VIRTUD DEL ART.26.1 DE LA LEY No.108-05.

Yo,____________________________Alguacil ______________, nombrado y juramento para el regular ejercicio de los actos de mi ministerio, con mi domicilio en________________, portador de la Cédula de Identidad y Electoral No._____________.

EXPRESAMENTE,  y en virtud de este requerimiento, me he trasladado a la calle______________Casa No.______, del Sector___________de la ciudad de___________________, que es donde tiene su domicilio el señor (a)__________________________, en calidad de____________________ (colindante, ocupante, reclamante, dueño de mejoras o interesado), del inmueble con designación catastral: PARCELA No._______ó SOLAR No.___,MANZ. No._____,  D.C. No.____,  MUNICIPIO________, PROV.________;

Y una vez allí, hablando con___________________, quien me dijo ser_____________ de dicho señor, por medio de este acto le NOTIFICO  al señor (a)______________________que el día____________ que contaremos a__________del mes de_________del año_______, a las ___________horas de la mañana, se conocerá la PRIMERA audiencia que dará inicio al PROCESO JUDICIAL del saneamiento del inmueble indicado, por lo que se le requiere pasar por la Secretaría del Tribunal en un plazo no mayor de dos (2) dìas, para  que proceda a la publicación  del Auto de Emplazamiento y Fijación de Audiencia en  un periódico de la localidad o de circulación nacional, en cumplimiento de los requisitos de publicidad exigidos por el artículo 26.1 de la Ley No.108-05.

Y a fin de que el señor_____________________, no alegue ignorancia o desconocimiento de este acto, así se lo he notificado, dejándole copia del mismo en las manos de la persona con quien dije haber hablado.

                                               _____________________________________

                                                  DOY FE: ALGUACIL COMISIONADO.-

Modelo preparado por el Ing. Yunior Andrés Castillo.

	ART. 26.3 L.R.I. (MODELO No.8)

NOTIFICACION A LA COMISION INMOBILIARIA.


TRIBUNAL DE TIERRAS DE JURIDICCION ORIGINAL
Oficio No._____                                                        Fecha_______________

A  LA            :  COMISION INMOBILIARIA (ABOGADO DEL ESTADO).-

DEL              :   TRIBUNAL DE TIERRAS DE JURISDICCIÓN ORIGINAL

                           SALA No._____DE ____________.-

ASUNTO      :  INICIO DEL PROCESO JUDICIAL DE SANEAMIENTO.

REF.-             : PARCELA No.___ ó SOLAR No. _____, MANZ.No.______,

                         D.C. No.______ MUNCIPIO___________, PROV.________.

1.-  Para los fines del Art. 26.3 de la Ley No.108-05, hago de su conocimiento que el día____________ que contaremos a__________del mes de_________del año_______, a las NUEVE (9:00 A.M.) horas de la mañana, se conocerá la PRIMERA audiencia que dará inicio al PROCESO JUDICIAL del saneamiento del inmueble de referencia, por lo que se le requiere que emita su OPINIÓN ó comparezca a la audiencia en la fecha indicada.

Atentamente,

_______________________________

JUEZ APODERADO.

Modelo preparado por el Ing. Yunior Andrés Castillo.

	ART. 26.1 L.R.I. (MODELO No.9)

    AUTO DE EMPLAZAMIENTO.- 


TRIBUNAL DE TIERRAS DE JURIDICCION ORIGINAL
AUTO DE EMPLAZAMIENTO Y FIJACIÓN DE AUDIENCIA DE SANEAMIENTO.

INMUEBLE A SANEAR: PARCELA No.___ ó SOLAR No. _____, MANZ.No.__, D.C. No.______ MUNCIPIO___________, PROV.________.

RECLAMANTE (S):____________________________________________

RECLAMADO : COMISION INMOBILIRIA- (ABOGADO DEL ESTADO).

Y A TODOS A QUIENES PUEDA INTERESAR.-

1.-SE CITA,  al (los)  señor (es) ______________________________,  quien aparece (n) como reclamante (s) en este Auto, y a todas las personas que tengan algún interés o derecho sobre el inmueble que se va a sanear, para que comparezca (n) por ante el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original Sala No.______de la ciudad de_____________, ubicado en el Edif.___________, calle_____________ No._____, el día_________________ que contaremos a__________del mes de_________del año_______, a las NUEVE (9:00 A.M.) horas de la mañana,  a fin de dar a conocer los derechos que pretenda (n),  presentar las pruebas en que se basa (n), para que formule (n) su reclamación en forma legal y conocer de la misma en Jurisdicción Original o primer grado.

Dado en la ciudad de____________________ el día_______________del mes de_________del año_______.

APROBADO:

___________________                                               ______________

 JUEZ APODERADO                                                   SECRETARIA.

Modelo preparado por el Ing. Yunior Andrés Castillo.

	 ART. 26.5 L.R.I. (MODELO No.10)

 SENTENCIA DE ADJUDICACIÓN DEL SANEAMIENTO.




REPUBLICA DOMINICANA

TRIBUNAL DE TIERRAS DE JURISDICCION ORIGINAL

**********************************************************************

TRIBUNAL DE TIERRAS           *   DISTRITO CATASTRAL No.____________ 

DE JURISDICCIÓN ORIGINAL * 

A:





     
                                                    *  MUNICIPIO __________________________                                                          

                               
*  PROVINCIA________________

             *  PARCELA ò SOLAR No.________________                                                                
 *  MAN Z. NO.___________________________

Y A TODOS A QUIENES
                

PUEDA INTERESAR.-



                                    *     “S A N E A M I E N T O”



                                     *  SENTENCIA No.__________

                          *  DE FECHA: _________________________ 

                                                             *  EXPEDIENTE No.____________________

EN NOMBRE DE LA REPUBLICA

En la Ciudad de ______________________, Provincia de_______________, República Dominicana, el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original de __________,  presidido por el Juez, ___________________________, regularmente constituido en uno de los salones del  Edif.___________, ubicado en la calle__________No.___de la ciudad de __________________, donde acostumbra celebrar sus audiencias públicas, ha emitido la presente Sentencia, cumpliendo con el procedimiento y las formalidades exigidas por la Ley  No.108-05 de Registro Inmobiliario.

En el conocimiento del Saneamiento de la Parcela ò Solar No._______, Manz. No.________del Distrito Catastral No.____, del Municipio de _____________, Prov.______________________________________, a solicitud del señor (a) 

____________________________, dominicano (a), mayor de  edad, de estado civil________, de oficio________, domiciliado (a) y residente en la calle___________ casa No.____, del Sector __________, de la ciudad de______________, portador (a) de la Cédula de Identidad y Electoral No.__________,  quien tiene como abogado constituido y apoderado especial al ______________________, abogado de los Tribunales de la República Dominicana, con estudio profesional abierto en la Calle ____________No._____ del Sector ____________, de la ciudad de______________.


VISTO:  El  Oficio de Apoderamiento  de fecha __________,  emitido por la Dirección Regional de Mensuras y Catastro Departamento_________,  mediante el cual se ordenó el inicio del Proceso Judicial del Saneamiento de la Parcela o Solar No.______, Manz. No.________del Distrito Catastral No._____, del Municipio de _____________, Prov._____________;
VISTAS: Las notas de la (s)  audiencia (s) celebrada (s) por este  Tribunal en fecha (s) _________________;
VISTOS: Y analizados los demás documentos que integran este expediente;

RESULTA: Que, en fecha ______________,  la Dirección Regional de Mensuras y Catastro Departamento________, Autorizó al Agrim.______________ a realizar los trabajos de  mensura para el saneamiento de la Parcela o Solar No.__________, Manz. No._______del Distrito Catastral No.___, del Municipio de______________,  Prov.____________,por exigirlo así el interés público;

RESULTA: Que, en virtud de esta Autorización  el Agrimensor Contratista procedió a la ejecución de los trabajos de mensura de esta parcela o solar, cumpliendo con los requerimientos de publicidad exigidos por la Dirección Regional de Mensuras y Catastro, publicando un aviso en el periódico _________donde se le aviso a todos los interesados la fecha en que se le daría comienzo a la mensura de esta parcela o solar, elaborando los planos correspondientes; 
RESULTA: Que, los trabajos de mensura de esta parcela o solar, fueron presentados a la Dirección Regional de Mensuras y Catastral Departamento________, para fines de revisión y aprobación, los cuales fueron debidamente revisados y aprobados;
RESULTA: Que, después de revisados y aprobados los trabajos de mensura de esta parcela o solar, la Dirección Regional de Mensuras y Catastro Departamento_______, emitió el  Oficio de Apoderamiento de fecha __________,  mediante el cual se ordenó el inicio del Proceso Judicial del Saneamiento de la Parcela o Solar No.______, Manz. No.____, del Distrito Catastral No._____, del Municipio de _____________, Prov.______________________;
RESULTA: Que,  este Tribunal al ser apoderado del saneamiento de esta parcela o solar, de inmediato procedió a  la emisión del Auto de fijación de la audiencia, fijando la primera audiencia para el día ____ del mes de_______ del año____, a las NUEVE (9:00 A.M.) horas de la mañana;

RESULTA: Que, en fecha _________, fue suscrito por la Secretaría de Despacho Judiciales, el Auto de Emplazamiento y Fijación de Audiencia, para que fuera publicado en un periódico de circulación nacional, citando en calidad de reclamante al (los) señor (es)________________________, y a todas las personas que crean tener algún interés o derecho sobre la indicada parcela o solar,  para comparecer el día ____ del mes de_____ del año_____, a las Nueve (9:00 A.M.) horas de la mañana, por ante el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original de _________, a fin de presentar su reclamación sobre la referida parcela o solar,   dar a conocer los derechos que pretenda (n),   presentar las pruebas en que apoya su reclamación, así como para conocer de éstas en primer grado de Jurisdicción;

RESULTA: Que, el Auto  de emplazamiento y Fijación de Audiencia, fue publicado en el periódico de circulación nacional  _______, de fecha ______, página No._____;

RESULTA: Que, mediante oficio de fecha_____, este Tribunal puso en conocimiento de la Comisión Inmobiliaria la fecha de la primera audiencia de saneamiento de esta parcela o solar, a fin de que emitiera su opinión o comparezca a dicha audiencia;

RESULTA: Que, la Comisión Inmobiliaria no emitió ninguna opinión ni compareció al saneamiento de esta parcela o solar; 

RESULTA: Que, en  la audiencia oral, pública y contradictoria que al efecto fue celebrada por este Tribunal en el terreno de la parcela o solar en la fecha fijada,  con el objetivo de instruir y conocer del saneamiento de la Parcela o Solar No._____, Manz. No.____, del Distrito Catastral No.___, del Municipio de________, Prov.________, se obtuvo el resultado  que consta en las notas de audiencia;

RESULTA: Que, una vez terminados los interrogatorios al  (los)  reclamante (s), a los colindantes y a los testigos, el Tribunal  cedió la palabra al  LIC._______, representante del (los) reclamante (s), quien presentó sus conclusiones por escrito;
RESULTA: Que, en el expediente reposan todos los documentos que integran este expediente; 

RESULTA: Que, este expediente se encuentra debidamente instruido y en estado de ser fallado; EN CONSECUENCIA;

EL JUEZ, DESPUES DE HABER ESTUDIADO EL CASO:

CONSIDERANDO: Que, conforme al Apoderamiento antes indicado en esta Sentencia, el Juez de este Tribunal fue apoderado para conocer del saneamiento de la Parcela  o Solar No.______, Manz. No.____ del D.C. No.____, del Municipio de _____________, Prov.______________;

CONSIDERANDO: Que,  de conformidad con el artículo 23 la Ley No.108-05 de Registro Inmobiliario, es de la competencia exclusiva del Tribunal de Tierras, conocer  de los procedimientos relativos al saneamiento y registro de todos los terrenos, construcciones y mejoras permanentes, o de cualquier interés en los mismos;

CONSIDERANDO: Que, el Director de Registro Civil y Conservador de Hipotecas de la Provincia de ________, expidió certificación en  fecha _______, donde  Certifica que sobre la Parcela o Solar objeto de la presente Sentencia, no existe inscrito ni transcrito ningún gravamen hipotecario, por lo que el mismo está libre de gravámenes;

CONSIDERANDO: Que, por las pruebas testimoniales de los  testigos oídos en audiencia y el traslado o descenso hecho al terreno por el Juez de este Tribunal, ha quedado claramente evidenciado, que el (los) señor (es) ______________, es quien tiene la posesión material de este inmueble y ha mantenido en el mismo una posesión pública, pacífica, inequívoca, no interrumpida y a título de propietario, por más de 20 años, y sin ser molestado por nadie en la posesión del referido inmueble, como lo exige el Artículo 2229 del Código Civil; teniendo el susodicho inmueble debidamente cercado y dedicado a un uso útil y lucrativo, como lo es  la construcción de una vivienda familiar, condición exigida por el artículo 21 de la Ley No.108-05, para que los terrenos se consideren poseídos;

CONSIDERANDO: Que, en terreno no saneado, la posesión como generadora de derecho, es la exteriorización del “derecho de propiedad”, es decir, que es la forma en que los terceros se enteran con mayor facilidad  quien es el “verdadero propietario” de un inmueble; y que, esta posesión se encuentra perfectamente caracterizada para producir el derecho de propiedad de este inmueble, a favor  del señor__________________________;

CONSIDERANDO: Que, la prescripción adquisitiva es un modo de adquirir la propiedad inmobiliaria por el transcurso de cierto tiempo y bajo las condiciones exigidas por la ley; que, en caso de la especie, un tiempo mayor al requerido ha transcurrido, y las demás condiciones exigidas por la ley han sido cumplidas;

CONSIDERANDO: Que, en el presente caso, se ha cumplido con todos los requisitos, formalidades y  exigencias que establece la Ley No.108-05 de  Registro Inmobiliario y su Reglamento, EN CONSECUENCIA,  procede acoger la reclamación formulada, y ordenar el registro del derecho de propiedad de esta parcela o solar  a  favor del señor___________________________________;

POR TALES MOTIVOS, El Tribunal de Tierras  de Jurisdicción Original de __________, administrando justicia, en nombre de la República, por autoridad de la ley, y en mérito de los Artículos 20,21,22,23,24, 25, 59, y 69 de la Ley No.108-05 de Registro Inmobiliario;  2219, 2228, 2229, 2260 y 2262 del Código Civil.

“F   
 A
   L
   L        A”     

PARCELA O SOLAR No._____, MZ. No.____

D. C. No.__, DEL MUNICIPIO DE______, PROV.___________.

COLINDANCIAS:

AL NORTE:________________________;

AL ESTE:__________________________; 

AL SUR: __________________________;

AL OESTE: ________________________;

EXTENSION SUPERFICIAL:  ​​​​​​​​​​​​​​​​​​​​​​​_____________________

PRIMERO: SE ACOGE, la reclamación hecha por el señor__________________, por ser procedente, bien fundada, y reposar en prueba legal;

SEGUNDO: SE ORDENA, el registro del derecho de propiedad de la Parcela o Solar No.________, Manz. No._____del D.C. No.____, del Municipio de_______________,  y sus mejoras, consistentes en _____________________________,a favor del señor ___________________________, dominicano, mayor de edad, de estado civil___________, de oficio___________________, domiciliado y residente en la calle__________No._____, del Sector _________, portador de la Cédula de Identidad y Electoral No._________________; como bien propio (si es soltero) y libre de gravamen.

TERCERO: SE ADVIERTE, que el  registro de los derechos sobre este inmueble, está condicionado al pago de la contribución especial establecida por el  Fondo de Garantía de Inmuebles Registrados;

CUARTO: SE ORDENA, al Registrador de Títulos de__________, que haga constar en el Certificado de Título Original y en los Duplicados correspondientes, que los derechos garantizados sobre este inmueble, pueden ser impugnados por el Recurso de Revisión por Causa de Fraude, durante un (1) año,  a partir de la emisión de dichos Certificados de Títulos;

QUINTO: SE HACE CONSTAR, que no se reputará tercer adquiriente de buena fe a toda persona que adquiera este inmueble durante el plazo del (1) año,  previsto para el Recurso de Revisión por Causa de Fraude.

Y POR ESTA NUESTRA SENTENCIA, A CARGO DE APELACION,  ASI SE PRONUNCIA, ORDENA, MANDA Y FIRMA.

DADA: POR EL TRIBUNAL DE TIERRAS  DE JURISDICCION ORIGINAL DE _______, DE LA CIUDAD DE__________________, REPUBLICA DOMINICANA, A LOS_____________ DIAS DEL  MES DE _____________DEL AÑO ________________ (     ); AÑOS ______ DE LA INDEPEDENCIA Y ___ DE LA RESTAURACION.

________________________________________

JUEZ.-

Modelo preparado por el Ing. Yunior Andrés Castillo.

	ART. 26.5 L.R.I. (MODELO No.11)

NOTIFICACION DE SENTENCIA DE ADJUDICACIÓN DEL SANEAMIENTO.


TRIBUNAL DE TIERRAS DE JURIDICCION ORIGINAL
ACTO No.___________

En la ciudad de______________________, a los ____________(   ) del mes de________ del año__________, a las__________(       )horas de la _______.

A REQUERIMIENTO DEL TRIBUNAL DE TIERRAS DE JURISDICCIÓN ORIGINAL DE LA CIUDAD DE_______, PRESIDIDA POR EL MAGISTRADO_________,EN VIRTUD DEL ARTICULO 26.5 DE LA LEY No.108-05.- 

Yo,____________________________Alguacil, nombrado y juramento para el regular ejercicio de los actos de mi ministerio, con mi domicilio en__________________, portador de la Cédula de Identidad y Electoral No._____________.

EXPRESAMENTE,  y en virtud de este requerimiento, me he trasladado a la calle______________Casa No.______, del Sector___________de la ciudad de___________________, que es donde tiene su domicilio conocido el señor__________________________, en calidad de___RECLAMANTE__ (colindante, ocupante, reclamante, dueño de mejoras o interesado), del inmueble con designación catastral PARCELA No._______ó SOLAR No.___, MANZ. No._____, DEL D.C.No.____, DEL MUNICIPIO DE______________________;

Y una vez allí, hablando con___________________, quien me dijo ser_____________ de dicho señor, por medio de este acto le NOTIFICO que en fecha____________ el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original Sala No.___ de la ciudad de______________, emitió la Sentencia No._____, referente al saneamiento del inmueble indicado, por lo que el plazo para apelar dicha Sentencia es de 30 DIAS, a partir de la fecha de notificación de este acto, en virtud del Art. 81 de la Ley No.108-05.

Y a fin de que el señor_____________________, no alegue ignorancia o desconocimiento de este acto, así se lo he notificado, dejándole copia del mismo en manos de la persona con quien dije haber hablado.

                                               ____________________________________

                                                 DOY FE: ALGUACIL COMISIONADO.-

Modelo preparado por el Ing. Yunior Andrés Castillo.

	 ART. 26.3 L.R.I. (MODELO No.12)

REQUERIMIENTO DE DEPOSITO DE PLANOS DEFINITIVOS AL AGRIMENSOR.


TRIBUNAL DE TIERRAS DE JURIDICCION ORIGINAL
Oficio No._____                                                        Fecha_______________

AL                :  AGRIMENSOR:_________________________________.-

DEL              :   TRIBUNAL DE TIERRAS DE JURISDICCIÓN ORIGINAL

                           SALA No._____DE ____________.-

ASUNTO      :  DEPOSITO DE PLANOS DEFINITIVOS. 

REF.-             : PARCELA No.___ ó SOLAR No. _____, MANZ.No.______,

                         D.C. No.______ MUNCIPIO___________, PROV.________.

1.-  Para dar continuidad al proceso de saneamiento del inmueble de referencia, se le requiere el depósito de los planos definitivos de  dicho inmueble en la Secretaria de este Tribunal, a la mayor brevedad posible, para dar cumplimiento al Art. 27 de la Ley No.108-05 de Registro Inmobiliario.

Atentamente,

_______________________________

JUEZ APODERADO.

Modelo preparado por el Ing. Yunior Andrés Castillo.

	 ART. 26.3 L.R.I. (MODELO No.13)

REQUERIMIENTO DE AVALUO PARA PAGO DEL SEGURO DEL FONDO DE GARANTIA DE INMUEBLES REGISTRADOS.


TRIBUNAL DE TIERRAS DE JURIDICCION ORIGINAL
Oficio No._____                                                        Fecha_______________

A  LA            :     Dirección Regional de Mensuras y Catastro



  Departamento___________.-

DEL              :   TRIBUNAL DE TIERRAS DE JURISDICCIÓN ORIGINAL

                           SALA No._____DE ____________.-

ASUNTO      : AVALUO PARA PAGO AL FONDO  DE SARANTIA DE 

                          INMUEBLES  REGISTRADOS.
REF.-             : PARCELA No.___ ó SOLAR No. _____, MANZ.No.______,

                         D.C. No.______ MUNCIPIO___________, PROV.________.

1.-  Para el pago al Fondo de Garantía de Inmuebles Registrados, le requerimos a la mayor brevedad posible, hacer el avalúo correspondiente al inmueble de referencia, el cual fue adjudicado al señor____________________, mediante Sentencia No.____, de fecha_____, emitida por este Tribunal, la cual adquirió la autoridad de la cosa juzgada, para poder dar cumplimiento al Art. 27 de la Ley No.108-05 de Registro Inmobiliario.

Atentamente,

_______________________________

JUEZ APODERADO.

Modelo preparado por el Ing. Yunior Andrés Castillo.

	ART.25.1 L.R.I. (MODELO No.14)

REMISION DE AVALUO AL JUEZ DE JURISDICCION ORIGINAL POR LA DIRECCION REGIONAL DE MENSURAS Y CATASTRO.


Dirección Nacional de Mensuras y Catastro

Departamento____________

Oficio No._______________                           Fecha_______________

AL : MAGISTRADO JUEZ DE JURISDICCION ORIGINAL DE_________.

ASUNTO    : REMISION DE AVALUO PARA PAGO AL FONDO DE      

                     GARANTIA DE INMUEBLE REGISTRADO.

REF.            : PARCELA No._____ ó SOLAR No. ______, MANZ._______,

D.C. No._______ MUNICIPIO___________, PROV___________________;

COLINDANCIAS: N:____________; E:______________; S:____________ ; W:_____________.

1.-  Para los fines  del Art. 41.3 de la Ley No.108-05, le remitimos el avalúo que fue realizado por esta dependencia del inmueble de referencia, para fines del pago al Fondo de Garantía de Inmuebles Registrados.

Atentamente:

_____________________________________________________________

Director Regional de Mensuras y Catastro Departamento _________.

Modelo preparado por el Ing. Yunior Andrés Castillo.

	ART. 26.7 L.R.I. (MODELO No.15)

REMISION DE SENTENCIA DE ADJUDICACIÓN AL REGISTRADOR DE TITULOS CORRESPONDIENTE.


TRIBUNAL DE TIERRAS DE JURIDICCION ORIGINAL
Oficio No._____                                                        Fecha_______________

AL            :  REGISTRADOR DE TITULOS DE____________________.-

DEL          :   TRIBUNAL DE TIERRAS DE JURISDICCIÓN ORIGINAL

                      DE _______________________.-

ASUNTO : REMISION DE SENTENCIA DE ADJUDICACIÓN DEL

                   SANEAMIENTO, PLANOS DEFINITIVOS Y RECIBO 

                   DE PAGO AL FONDO DE GARANTIA DE INMUEBLE       

                   REGISTRADO.

REF.-             : PARCELA No.___ ó SOLAR No. _____, MANZ No._____,

                         D.C. No.______ MUNCIPIO_________,PROV._________.

1.-  Para los fines del Art. 26.7 de la Ley  de Registro Inmobiliario, le REMITIMOS la Sentencia irrevocable de saneamiento del inmueble de referencia, acompañada del (los) plano (s) definitivo (s) debidamente aprobado (s) y la documentación complementaria, para que se efectúen los registros correspondientes y se expida (n) el (los) Certificado (s) de Título (s) al (los) adjudicatario (s).

Atentamente,

                                           _________________________

                                                  JUEZ APODERADO.

Modelo preparado por el Ing. Yunior Andrés Castillo.

GLOSARIO DE TÉRMINOS DE LA JURISDICCIÓN INMOBILIARIA

Acta de hitos y mensura: Es el documento que acredita los hechos cumplidos por el agrimensor en la ejecución del acto de levantamiento parcelario.

Acto de levantamiento parcelario: Es el acto de levantamiento territorial practicado con el fin de constituir, modificar, verificar o reconocer el estado parcelario de los inmuebles.

Acto de levantamiento territorial: Es el conjunto de operaciones técnicas por las cuales se obtienen y procesan datos destinados al conocimiento del espacio territorial y sus características.

Acto de notoriedad: Es aquel otorgado ante un magistrado del orden administrativo o judicial, o ante un oficial público, por el cual dos o más personas atestiguan hechos que son de pública notoriedad. En materia de tierras, al acto de notoriedad que más interesa, es aquel en el que se reconocen a los herederos.

Actualización de mensura: Consiste en verificar que el estado parcelario constituido subsiste. En el acto de verificación y actualización de mensuras, el Agrimensor, se limita a constatar que la documentación de la mensura o modificación parcelaria originaria reúne las condiciones técnicas exigibles y que el estado parcelario determinado en la misma subsiste, procede a georreferenciar la parcela y calcular las coordenadas proyectivas generales de sus vértices si éstas no están calculadas previamente.

Actualización parcelaria: Proceso de mensura que actualiza las magnitudes geométricas, así como la ubicación de una parcela registrada. La modificación de los datos que describen la parcela aprobada por la Dirección Regional de Mensuras correspondiente dará origen a un nuevo Certificado de Título y a un nuevo Registro Complementario, recuperando los asientos de los derechos registrados y cancelando los asientos anteriores.

Autorización de los trabajos: Es la licencia otorgada a un Agrimensor, por el Director Regional de Mensuras Catastrales para que ejecute un acto de levantamiento parcelario investido del carácter de oficial público.

Carta de conformidad: Es el documento en el que el o los propietarios o reclamantes dan su conformidad con los trabajos realizados por el agrimensor.

Certificación con Reserva de Prioridad: Documento emitido por el Registro de Títulos en el que se acredita el estado jurídico de un inmueble registrado, haciendo constar los asientos vigentes consignados en el Registro Complementario del mismo, así como su titularidad al día de su emisión, con la finalidad de garantizar la inmutabilidad de dicho estado y asegurar un negocio jurídico particular por el tiempo de su vigencia.

Certificación del Estado Jurídico del Inmueble: Es el documento emitido por el Registro de Títulos en el que se acredita su estado jurídico y la vigencia del Duplicado del Certificado de Título, haciendo constar os asientos vigentes consignados en su Registro Complementario, al día de su emisión. Esta certificación se expedirá de conformidad a lo establecido en el artículo 104 de la Ley de Registro Inmobiliario.

Certificación de Inscripción del Inmueble: Es el documento emitido por el Registro de Títulos en el que se acredita la inscripción del mismo, al día de su emisión.

Certificación de Registro de Acreedores: Este documento. emitido por el Registro de Títulos en el que se acredita el derecho real accesorio, cargas y gravámenes. Sólo puede ser requerida por el propietario del inmueble, así como por el titular o beneficiario del derecho inscrito.

Certificación de Registro de Derechos Reales Accesorios: Es la constancia documental de haberse inscrito un derecho real accesorio, cargas, gravámenes así como medidas provisionales en el Registro de Títulos a favor del titular o beneficiario del mismo.

Certificado de Títulos: Es el documento oficial emitido y garantizado por el Estado Dominicano, que acredita la existencia de un derecho real de propiedad y la titularidad sobre el mismo.

Conformidad de los acreedores: Es la manifestación de voluntad de los acreedores prestando su acuerdo con un determinado acto de disposición o administración sobre el inmueble gravado.

Constancia Anotada: Es el documento oficial emitido por el Registro de Títulos que sustenta los derechos de una o más personas sobre una porción de parcela que no posee una designación catastral propia ni un plano individual aprobado y registrado en la Dirección de Mensuras.

Coordenadas proyectivas: Designadas como "X" y "Y", indican la distancia normal en metros del punto considerado a dos ejes ortogonales entre sí considerados como origen.

Co-propiedad: Hay copropiedad cuando dos o más personas son propietarios de un inmueble, compartiendo la propiedad del mismo de forma indivisa y en cuotapartes ideales.

Declaración escrita de la posesión: Es un documento en el cual el reclamante (en caso de saneamiento) o el titular de una Constancia Anotada (en caso de deslinde) dejan constancia de que ejercen la posesión sobre el inmueble involucrado en el trabajo, y su caso la antigüedad de la misma. 

Depositante: Es la persona que deposita una solicitud o documentos en las Recepciones de las DRMC. No se requiere legitimación especial para depositar (pueden depositar documentos los propietarios, los reclamantes, los profesionales actuantes o cualquier otra persona que el solicitante designase sin necesidad de que medie poder alguno para el trámite).

Designación catastral: Es la identificación única de un inmueble emitida por la Dirección Regional Mensuras Catastrales al momento de individualizarlo mediante un plano. La nueva designación catastral es una designación de tipo posicional y está compuesta por las coordenadas proyectivas generales del geo-centro de la parcela.

Deslinde: Es el acto de levantamiento parcelario realizado para constituir el estado parcelario de una parte determinada de un terreno registrado y sustentado en una Constancia Anotada, a fin de que su titular pueda separar su propiedad del resto de la parcela originaria, registrar su plano individual y obtener su Certificado de Título. El deslinde se realiza de manera completa y en un único acto, no pudiendo quedar restos sin deslindar.

Deslinde, etapas: El deslinde es un proceso contradictorio que necesariamente debe conocer el Tribunal de Jurisdicción Original. Consta de tres etapas: 

a) Técnica, donde a través de un acto de levantamiento parcelario se individualiza, ubica y determina el terreno sobre el que se consolidará el derecho de propiedad. Esta etapa finaliza con la aprobación técnica de las operaciones por la Dirección Regional de Mensuras Catastrales territorialmente competente.

b) Judicial, donde a través de un proceso judicial se dan las garantías necesarias para que todos los titulares de Constancias Anotadas sobre la misma parcela y los titulares de cargas y gravámenes sobre la misma puedan hacer los reclamos que consideren pertinentes respecto del deslinde en general y de la ubicación dada al terreno en particular. Esta etapa finaliza con la sentencia de aprobación del deslinde.

c) Registral, donde a través del registro de los derechos que recaen sobre el inmueble, se acredita la existencia del derecho y de la parcela. Esta etapa finaliza con la expedición del Certificado de Título y la habilitación del registro complementario.

Diagnóstico catastral: Es el acto administrativo por el cual, la Dirección Regional de Mensuras Catastrales, determina si un inmueble ya registrado reúne los requisitos indispensables para cumplir con el principio de especialidad que fundamenta el sistema de publicidad inmobiliaria de la República Dominicana.

Diferencias de medidas técnicamente admisibles: Las medidas de líneas, rumbos y superficie de una parcela, son aproximadas dentro de un entorno fijado por las tolerancias que regían en el momento de la medición. Entre dos mediciones realizadas en distintas épocas es razonable que haya diferencias y técnicamente esas diferencias deben ser menores que la la mayor de las tolerancias establecidas, para considerar que ambas mediciones, a pesar de sus diferencias, son correctas. La variación de la superficie de una parcela producto de levantamientos parcelarios distintos, realizados con distintas precisiones, siempre que la diferencia no supere los errores técnicamente admisibles, no supone cambio alguno en la parcela ni da derecho a reclamo por la diferencia. Se entiende que hay un error técnicamente admisible cuando la diferencia entre dos mediciones de una misma línea o dos determinaciones de superficie de un mismo polígono no supera la tolerancia más amplia legalmente establecida para la fecha de cada medición. Los errores técnicamente admisibles se determinan en particular para cada caso que se presente y sirven sólo para ese caso. Corresponde con exclusividad a la Dirección Nacional de Mensuras Catastrales establecer cuál es el error técnicamente admisible en cada caso en función de las tolerancias fijadas.

División para la constitución de condominio: Es el acto por el cual se identifican, dimensionan, ubican y documentan cada uno de los sectores o áreas de un inmueble, determinando si los mismos son propios, comunes o complementarios, para permitir su afectación al régimen de condominio.

División para la partición de inmuebles: Es la división de una parcela realizada con el fin de adjudicar las parcelas resultantes a los copropietarios, coherederos o copartícipes de un inmueble registrado. 

Documento: Escrito o gráfico que acredita o ilustra sobre algún hecho o manifestación de voluntad.

Duplicado de Certificado de Título: Es una copia fiel y conforme del Certificado de Títulos original que reposa en la jurisdicción inmobiliaria que posee un valor probatorio respecto a los derechos reales que aparecen en el mismo. Es un documento oficial emitido y garantizado por el Estado Dominicano que acredita la existencia de un derecho real y la titularidad sobre el mismo. Contiene una leyenda que lo identifica como tal, además del sello del Registro de Títulos que lo emitió y la firma del Registrador de Títulos.

Escala: Es la relación existente entre un objeto representado gráficamente y el objeto real.

Espacios inaccesibles: Corresponde a aquellas superficies a las que físicamente es imposible acceder, por estar completamente cerradas o que su acceso es riesgoso. Estas superficies no pueden ser medidas en forma directa, y sus dimensiones sólo pueden ser extraídas de los planos de arquitectura, por lo que es necesario diferenciarlas a los fines a los fines de poner de manifiesto el origen de las magnitudes.

Estado parcelario: Está constituido por los atributos de la parcela. Son atributos de la parcela: su ubicación y colindancias, sus límites, su forma y dimensiones y su designación catastral.

Expediente: Es un conjunto ordenado de documentos, consistentes entre sí (referidos al mismo objetivo), y actuaciones administrativas y/o judiciales que tiene por finalidad obtener una determinada respuesta por parte de algún órgano de la Jurisdicción Inmobiliaria. En el caso de mensuras, los expedientes iniciados tienen por finalidad obtener la autorización para ejecutar actos de levantamiento parcelario y la aprobación de trabajos de mensuras, modificaciones parcelarias y división para la constitución de condominio.

Extracto de Certificado de Títulos: Es una copia fiel y conforme del Certificado de Títulos original que reposa en la jurisdicción inmobiliaria que posee un valor probatorio respecto a los derechos reales que aparecen en el mismo, el cual es expedido a favor de cada copropietario. En el extracto deben ser consignados todos los copropietarios y su porcentaje de copropiedad. Contendrá una leyenda que lo identifica como tal, la indicación del copropietario a favor del cual se expide, además del sello del Registro de Títulos y la firma del Registrador de Títulos.

Factor de altura: Es un coeficiente (variable según la altura sobre el nivel del mar) que permite corregir las deformaciones propias de la proyección debido al acortamiento producido por la reducción de la medida real al nivel del mar (que es tomado como cota 0 de referencia). A partir de los 900 metros de altura sobre el nivel del mar, las deformaciones comienzan a ser importantes superando las precisiones del orden de 1/10.000 para las magnitudes lineales.

Factor de escala: Es un coeficiente (variable según longitud en que se considera) que permite corregir las deformaciones propias de la proyección adoptada, al aplicarlo a la medida extraída de la carta, pudiendo obtener de esa manera la magnitud real.

Función calificadora: Es la facultad, propia de los Directores Regionales de Mensuras Catastrales, de controlar que las solicitudes de autorización y los trabajos presentados reúnan los requisitos exigidos por la Ley de Registro Inmobiliario, el Reglamento General de Mensuras Catastrales y demás disposiciones complementarias para que proceda su aprobación. La función calificadora se aplica a:

a) Las solicitudes de autorización para la ejecución de actos de levantamiento parcelario.

b) Los trabajos de mensura, modificaciones parcelarias y divisiones para la constitución de condominio, tanto durante su ejecución como durante su tramitación.

Función calificadora, contenido: La función calificadora comprende las facultades de:

a) Citar al o los solicitantes, propietarios y/o reclamantes para que ratifiquen o rectifiquen algún documento sobre el que hubiere alguna duda sobre su autenticidad o contenido;

b) Comprobar que la documentación presentada esté completa;

c) Revisar y controlar que la documentación en general y los planos en particular cumplan con los requisitos legales y formales exigibles;

d) Solicitar, cuando lo considere conveniente, inspecciones durante la ejecución de los trabajos en el terreno o una vez finalizados los mismos;

e) Constatar que el trabajo presentado no está en contradicción con lo que resulte de los informes de inspección o con otros antecedentes existentes en los archivos de la Jurisdicción, debiendo analizar detenidamente en este último caso, si las contradicciones se deben a un trabajo mal ejecutado o a deficiencias existentes en los antecedentes;

f) Descender al terreno por sí o comisionando a alguno de sus subalternos durante la ejecución de los trabajos autorizados, cuando considere pertinente verificar que efectivamente se están cumpliendo las exigencias reglamentarias en materia de publicidad, trabajos de campo y colocación de hitos;

g) Comprobar, con el auxilio de la Unidad de Apoyo a Mensuras, que el trabajo realizado no se superpone con otros trabajos aprobados o con espacios del dominio público;

h) Controlar que los datos de los planos se corresponden con los de los documentos y cálculos que le sirven de base;

i) Revisar el proceso de cálculo de las coordenadas proyectivas generales;

j) Controlar que se hayan cumplido todos los requisitos legales y reglamentarios según el trabajo de que se trate;

k) Citar, cuando fuese necesario, al agrimensor actuante para que amplíe o clarifique los informes presentados;

l) Solicitar toda otra documentación complementaria que considere conveniente. 

En ningún caso, la función calificadora supone imponer criterios que no estén establecidos legalmente u ordenados judicialmente. El criterio empleado en la ejecución de un trabajo, al igual que la elección de la metodología de medición y  de levantamiento de detalles, forman parte de la labor del profesional habilitado e integran su responsabilidad profesional.

Funcionalidad: En materia de condominios, es la aptitud de una unidad funcional para cumplir el destino previsto para ella. La funcionalidad no es competencia de los órganos de la Jurisdicción Inmobiliaria sino de las autoridades administrativas competentes en materia edilicia y urbanística.

Georreferenciación: Es el conjunto de operaciones técnicas destinadas a vincular de manera biunívoca, un punto cualquiera de la superficie terrestre con un marco de referencia convencional. Como resultado de la georreferenciación, se asignan al punto georreferenciado sus coordenadas geográficas o sus coordenadas planas proyectivas generales. A través de la georreferenciación se identifica el único lugar de la superficie terrestre que corresponde a una parcela.

Georreferenciación por vinculación a esquina: Es un procedimiento sencillo de georreferenciación que no requiere de tecnología GPS. En zonas urbanas amanzanadas, donde el Sistema de Información Cartográfico y Parcelario de la Dirección Nacional de Mensuras Catastrales tenga cartografía a escala 1: 10,000 o mayor, se admite la vinculación al sistema por relacionamiento con las distancias a esquinas de la manzana en la que se encuentra la parcela.

GPS: Siglas del Sistema de Posicionamiento Global. Es un sistema de 24 satélites artificiales que giran alrededor de la tierra, con órbitas perfectamente conocidas y emitiendo permanentemente señales electromagnéticas, las que pueden ser recibidas por receptores satelitales en la superficie terrestre permitiendo conocer con exactitud la posición del receptor, en relación al centro de la tierra (es decir, en

un sistema geocéntrico). Suele denominarse también como GPS al receptor satelital, aunque el término más preciso es antena o receptor.

Hito: Es el elemento material (varilla de hierro, pirámide o cilindro de hormigón, estaca de madera, etc.) que materializa o monumenta un punto o vértice de propiedad.

Indeterminación planimétrica: Matemáticamente, la indeterminación planimétrica de un punto es la elipse de error del mismo. Cuando se determinan las coordenadas de un punto, ellas están afectadas de los errores propios de la medición, por lo que representan el valor más probable de las mismas; la indeterminación planimétrica indica el límite hasta donde puede admitirse los errores.

Indivisión del inmueble: Es la imposibilidad de dividir un inmueble por razones de hecho o de derecho.

Informe técnico: Es un documento que contiene una reseña objetiva de lo actuado por el agrimensor en el campo y gabinete, de los antecedentes consultados y las conclusiones de los mismos, del criterio empleado en la ubicación de los derechos, de la identificación de los límites y ocupaciones, de la metodología e instrumental empleados en las mediciones, y cualquier otra circunstancia que, a criterio del agrimensor, sirva para una mejor comprensión de la operación ejecutada.

Inmuebles registrados: Se considera como inmueble registrado a toda extensión determinada de superficie terrestre, individualizada mediante una designación catastral única y un plano de mensura aprobado y registrado en la Dirección Regional de Mensura Catastrales, sobre la que existe un derecho de propiedad registrado en los Registros de Títulos. También se consideran inmuebles registrados a toda porción determinada de superficie terrestre, no individualizada ni ubicada, sobre la que existe un derecho de propiedad registrado en los Registros de Títulos con independencia de que esté sustentado en un Certificado de Títulos o en una Constancia Anotada. Una porción está determinada, aunque no individualizada ni ubicada, cuando la misma está descrita sólo en unidades de superficie y se encuentra amparada en una Constancia Anotada sin el respaldo de un plano registrado en la Dirección Regional de Mensuras Catastrales.

Libro de Inscripción, Libro, Folio, Número: Bajo la Ley 1542, los Registros de Títulos llevaban libros de inscripción en el que se identificaban los datos esenciales de las actuaciones inscribibles, y se identificaban por Libro, Folio y Número de Inscripción, así como la fecha y hora de la inscripción. Bajo la Ley 108-05 este libro desaparece, no obstante las referencias a asientos realizados bajo la antigua ley se utilizaran para referenciar los asientos que se lleven al Registro Complementario.

Libro de Registro Complementarios, Libro, Folio: El Libro de Registros Complementarios es el conjunto de folios correspondiente a los originales de los Registros Complementarios que se incorporan de forma secuencial y cronológica y

se les asigna el número de libro RC y folio RC que les corresponde. El número de libro RC corresponde al número asignado al libro donde esta contenido el Registro Complementario al que se hace referencia. El folio RC corresponde a la hoja donde se encuentra contenido el Registro Complementario al que se hace referencia.

Libro de Títulos, Libro, Folio, Volumen, Hoja, Pos.: El Libro de Certificado de Títulos es el conjunto de folios correspondiente a los originales de los Certificados de Títulos que se incorporan de forma secuencial y cronológica. Cada libro es identificado con un número de libro. Los documentos que lo conforman se individualizan con un número de folio. El número de libro corresponde al número asignado al libro donde está contenido el Certificado de Título o Constancia Anotada a la que se hace referencia. La práctica de los Registros de Títulos, lo que se hace es que un mismo libro se ha dividido en varios libros físicos correspondiéndoles a cada uno de ellos el mismo número lo que genera la habilitación de un identificador de esos “sub-libros”. Se denomina volumen a cada uno de los “sub-libros” encuadernados. El número de volumen corresponde al número asignado al “sub-libro” donde está contenido el Certificado de Título o Constancia Anotada a la que se hace referencia. Cuando hay un solo libro corresponde el volumen 0. El folio corresponde a la primera hoja del Certificado de Título. El número de folio corresponde al número asignado al folio donde está contenido el Certificado de Título original al que se hace referencia. La práctica de los Registros de Títulos de asignar a diversos folios un mismo número, ha llevado a la habilitación de un identificador de cada uno de estos “subfolios”. Se denomina hojas a cada uno de los “sub-folios” identificados con el mismo número de folio. El número de hoja corresponde al número asignado al “subfolio” donde esta contenido el Certificado de Título o Constancia Anotada a la que se hace referencia.

Posición: se refiere a la posición dentro del RT-4 en que se encuentra un asiento registral, independientemente del número secuencial asignado a la inscripción dentro del Certificado de Título. Se hace referencia en el caso de Constancias Anotadas, y es un dato que se obtiene visualmente. Solo los registros bajo el SIRCEA se han identificado los volúmenes, hojas y posición de los Certificado de Título y Constancias Anotadas. Los registros manuales tan sólo cuentan con la identificación del Libro y Folio.

Libro Diario: Libro que sustituye al Libro de inscripción, con la diferencia que en el se identifican los datos esenciales de todas las actuaciones presentadas al RT. En este libro, entre otras cosas, se establece la fecha y hora de prioridad de la actuación en el Registro de Títulos.

Límite de derecho o lindero: Es el límite territorial de una parcela que ha sido determinado mediante un acto de levantamiento parcelario realizado, documentado, aprobado y registrado por los órganos correspondientes de la Jurisdicción Inmobiliaria.

Límite de hecho o posesorio: Es el límite de una posesión territorial fundada o no en títulos.

Límite territorial: Es la línea ideal que indica el término o confín de un determinado espacio territorial.

Límites materiales de la ocupación: Son los equivalentes a los límites posesorios. Deben tratarse de materializaciones típicas de la zona donde se encuentra la parcela (muros en zonas urbanas, alambrados o vallas en zonas suburbanas y rurales, etc.). La condición es que se trate de una materialización estable, no sujeta a cambios y que la misma tenga una antigüedad suficiente como haber dado suficiente publicidad a la ocupación.

Localización de mejoras: Es un procedimiento técnico por el cual se dimensionan y vinculan las mejoras a los límites de la parcela.

Localización de posesiones: Era una medida procesal mediante la cual se ubicaban las posesiones existentes dentro de un inmueble objeto de un proceso de saneamiento, procediendo al levantamiento parcelario de las mismas. Bajo el régimen de la Ley 108-05 no existe esta medida y el Reglamento para el Control y Reducción de Constancias Anotadas la transforma en un proceso de Saneamiento independiente, respondiendo estrictamente a su naturaleza.

Marco de referencia: Es un sistema de referencia materializado en el territorio. El marco de referencia en la República Dominicana está dado por la red geodésica de la Jurisdicción Inmobiliaria.

Matrícula: Es un número de identificación único que individualiza una unidad objeto de registro dentro de los Registros de Títulos. Se emite una sola vez y persigue al inmueble hasta que desaparece. Recordamos que se entiende por unidad objeto de registro a una parcela, una porción de parcela y a una unidad de condominio. La matrícula es asignada únicamente por el Registro de Títulos, al momento de habilitar el Registro Complementario para el inmueble. Dentro de una designación catastral habrá por lo menos una matrícula. En una misma designación catastral podemos encontrar múltiples matrículas, resultado de ventas parciales o deslindes con restos.

Mensura: Es un acto de levantamiento parcelario cuyo objeto es el de constituir el estado parcelario de un inmueble. Una definición más descriptiva es que se trata  de un conjunto de actos y operaciones por medio de los cuales se identifica, ubica, mide, delimita, representa y documenta un inmueble.

Mensura para saneamiento: Es el acto de levantamiento parcelario por el cual se individualiza, ubica y determina el inmueble sobre el que se reclama un derecho de propiedad. Corresponde a la etapa técnica con la que se inicia el proceso de saneamiento.

Modificaciones Parcelarias: Nombre genérico con el que se agrupan los procesos de mensura sobre parcelas registradas, que dan origen a nuevas parcelas. Suponen una modificación del inmueble registrado, consecuencia de la subdivisión, deslinde, refundición, urbanizaciones o lotificaciones del mismo. Son procesos propios de la Dirección Regional de Mensuras Catastrales.

Módulo de ingreso a Mensuras (MIN): Es un aplicativo informático donde los profesionales habilitados deben digitar ciertos datos del trabajo ejecutado para su incorporación automática al Sistema de Información Cartográfica y Parcelaria (SICYP) a través de un archivo en formato XML.

Norte de cuadrícula: Es la dirección de las "X" en una proyección cartográfica, y sólo es coincidente con el meridiano central de la misma. 

Norte magnético: Es la dirección que marca la una brújula. Normalmente, norte geográfico y norte magnético no son coincidentes, y al ángulo que forman entre sí se lo denomina declinación magnética.

Norte verdadero: Es la dirección del meridiano del lugar (la dirección de la línea que une el punto considerado con el polo norte).

Oficial público: Es una persona investida de la autoridad fedataria, los documentos que elabora en esa calidad tienen la calidad de documentos probatorios y quien quiera demostrar lo contrario debe probar la falsedad del documento o sus expresiones.

Parcela: Es la extensión territorial continua, delimitada por un polígono cerrado de límites, objeto de un derecho de propiedad o copropiedad registrado, cuya existencia y elementos esenciales han sido comprobados y determinados mediante un acto de levantamiento parcelario documentado, aprobado y registrado en la Dirección Regional de Mensura Catastrales y en el Registro de Títulos correspondientes.

Parcela aprobada: Es la parcela cuyo plano ha sido aprobado técnicamente por la Dirección Regional de Mensuras Catastrales, pero aún no ha sido registrada en el Registro de Títulos correspondiente.

Parcela registrada: Es la parcela cuyo plano ha sido aprobado técnicamente por la Dirección Regional de Mensuras Catastrales y ha sido registrada en el Registro de Títulos correspondiente.

Parcelas complejas: Son todas las parcelas de más de veinte mil metros cuadrados (20,000 m2) de superficie, y las parcelas con superficie menor a veinte mil metros (20,000 m2) sobre las que existen más de diez (10) Constancias Anotadas sin deslindar.

Parcelas sencillas: Son aquellas parcelas con superficie menor a veinte mil metros cuadrados (20,000 m2) sobre las que existen diez (10) o menos Constancias Anotadas sin deslindar.

Partición: Es el procedimiento mediante el cual se hace cesar el estado de indivisión entre los copropietarios, coherederos y/o copartícipes de un inmueble registrado. Puede ser en naturaleza o en numérico.

Planilla de descripción de unidades de condominio: Es la planilla principal del plano donde se muestra como está integrada cada unidad de condominio, y cuál es el destino, ubicación y superficie de los sectores que la integran.

Planilla de superficies: También llamada planilla de cierres, es una planilla que muestra un resumen por plantas de la conformación del condominio. La utilidad de esta planilla reside en su función de control de las superficies, ya que permite identificar errores los cierres de cada planta.

Planilla resumen: En esta planilla se muestra un resumen general del condominio en forma sintética y permite interpretarlo en primera instancia.

Plano: Es un documento donde se representa gráficamente, a través de signos la realidad territorial. Un plano puede estar compuesto de varias láminas o planchas.

Plano definitivo: Es el plano que cuenta con la aprobación técnica de la Dirección Regional de Mensuras Catastrales. En materia de División para la Constitución de Condominio, es el plano aprobado por la Dirección Regional de Mensuras Catastrales, que representa los distintos sectores de un condominio, como resultado de su identificación y dimensionamiento en el terreno.

Plano general: Es el que comprende todas las parcelas involucradas en el acto de levantamiento parcelario.

Plano individual: Es el que comprende una sola parcela de la resultante del acto de levantamiento parcelario.

Plano preliminar: Es el plano de División para la Constitución de Condominio, aprobado por la Dirección Regional de Mensuras Catastrales, que representa los sectores de un condominio de una construcción en Proceso y está basado en los planos de proyecto del edificio, estando la existencia de las Unidades Funcionales condicionadas a la presentación y aprobación de los Planos Definitivos.

Poder de representación: Es el documento notarizado por el cual una persona, denominada representado, faculta a otra, denominada representante, para que en su nombre realice determinados negocios jurídicos; de forma tal, que todo lo que haga el representante en función del poder otorgado, es directamente atribuido al representado.

Porciones de parcelas: Es el inmueble objeto de un derecho de propiedad registrado solo en los Registros de Títulos y sustentado en una Constancia Anotada, cuyas dimensiones geométricas, ubicación y designación catastral individual no han sido determinadas, ni ha sido verificada su existencia real en el terreno.

Principio de especialidad: Consiste en correcta determinación e individualización de la parcela, propietarios, acreedores y derechos que se ejercen sobre el inmueble.

Principio de especialidad en relación al inmueble: Un inmueble está correctamente determinado e individualizado cuando se ha determinado su estado parcelario por una mensura, y se conocen en consecuencia sus límites, ubicación y dimensiones y tiene una designación catastral, los cuales se hallan documentados en un plano.

Profesionales habilitados: Están habilitados para ejecutar mensuras y actos de levantamiento parcelario sólo los Agrimensores. Para ejecutar divisiones para la constitución de condominio, están habilitados los Agrimensores y los Arquitectos. 

Proyección UTM: UTM es la sigla de la proyección Universal Transversa Mercator. Es una proyección cartográfica que permite la representación de la superficie terrestre en un plano. Se trata de una proyección cilíndrica, secante y conforme, es decir, mantiene las formas pero distorsiona las magnitudes.

Reclamante: Es la persona o personas que reclama ante la Jurisdicción Inmobiliaria que se le adjudique el derecho de propiedad sobre un inmueble no registrado en el proceso de saneamiento.

Red Geodésica de la Jurisdicción Inmobiliaria de la República Dominicana:

Está integrada por cuatro estaciones permanentes de recepción de señales satelitales y 59 puntos monumentados distribuidos en todo el país con coordenadas conocidas. A partir de la red geodésica, es posible georreferenciar  parcelas o cualquier proyecto de ingeniería y poderlos integrar a todos en un mismo sistema.

Referencias de ubicación: Son datos que permiten una aproximación al punto o parcela de forma inmediata. En general se traducen en el domicilio del inmueble, es decir calle y número; en zonas rurales, deben estar referidas a hechos notorios y verificables en el terreno, tales como: nombre de la carretera y kilómetro en el que se encuentra, nombre del lugar o zona, etc., debe evitarse hacer referencias a

cuestiones circunstanciales como el nombre de un colindante o vecino.

Refundición: Es acto de levantamiento parcelario que tiene por fin la creación de una nueva parcela por integración de dos o más parcelas registradas. Para que proceda la refundición, las parcelas a unir deben ser colindantes entre sí.

Registro Complementario: Es el documento de uso interno del Registro de Títulos donde se compilan todos los derechos reales principales y accesorios, cargas, gravámenes, medidas provisionales y demás derechos que afectan a un inmueble registrado. Refleja el estado jurídico del inmueble.

Representado: Es la persona que faculta a otra para que actúe en su nombre y representación.

Representante: Es la persona que está facultada para actuar en nombre y representación de otra persona.

Revisión: Es el proceso por el cual se controla un trabajo de mensura, modificación parcelaria o división para la constitución de condominio. Como resultado de la revisión, el trabajo puede ser: observado, rechazado o aprobado.

Saneamiento: Es el proceso de orden público por el cual se determina e individualiza un inmueble y su propietarios, se depuran los derechos que recaen sobre el mismo, y éstos quedan debidamente registrados. A nivel macro se pueden identificar tres etapas: Mensura para saneamiento, Proceso judicial de saneamiento y Registro de los derechos.

Sector común de uso exclusivo: Es aquella parte del inmueble carente de autonomía funcional, que está afectada al uso exclusivo de los titulares de uno o más sectores propios.

Sector propio: Es el conjunto continuo o discontinuo de las partes de un inmueble, con autonomía funcional y acceso directo o indirecto desde la vía pública, que pueden ser de propiedad exclusiva de una o más personas físicas o morales.

Sectores comunes: Son las partes del inmueble, carentes de autonomía funcional, que por su destino, sirven a los sectores propios facilitando su aprovechamiento. Son necesariamente comunes: a) el terreno; b) Los elementos materiales que delimitan la parcela; y c) Los muros u otros objetos que separan sectores privativos, los elementos estructurales de los edificios y todos los conductos e instalaciones de beneficio común.

Sistema Cartográfico y Parcelario (SICYP): es un sistema informático que funciona bajo una plataforma GIS, y contiene información geoespacial de toda la República Dominicana. La información, está contenida en distintas capas (layers) que pueden prenderse o apagarse según la necesidad del usuario, e incluyen, entre otros: Imágenes satelitales de alta resolución, manzanas, carreteras, calles, ríos, espacios verdes, provincias, etc. Además de toda la información cartográfica antes detallada, el sistema tiene capas específicas de información parcelaria, y éstas son las capas más importantes del Sistema, pues conforman el Registro Parcelario de la Jurisdicción Inmobiliaria. En una de las capas parcelarias, cuando se presenta un trabajo de mensura o cualquier acto de levantamiento parcelario, o una división para la constitución de condominio, se incorporan las parcelas resultantes y el sistema hace, de forma automática, un control de capas, indicando como resultado si la parcela se superpone con otras parcelas o está superpuesta con el dominio público. El reporte de este control es analizado visualmente por el revisor para confirmar la superposición o justificarla en base a un análisis de las precisiones con que están georreferenciadas cada capa. Al aprobarse un trabajo, las parcelas resultantes se pasan a la capa de parcelas aprobadas, y cuando se emite el correspondiente Certificado de Título, las parcelas se pasan a la capa de parcelas registradas. El SICYP funciona sobre una base cartográfica digital, que puede ser constantemente actualizada sin necesidad de rehacer los soportes con cada actualización (como ocurre en los registros parcelarios en soporte físicos o papel); aparte, la cantidad de información de cada parcela (área, dimensiones, trabajo que la origina, fecha de origen, etc.), no está limitada por la generalización cartográfica, la información asociada a una parcela esta almacenada en una base de datos que puede ser consultada en cualquier momento desde el mismo sistema. Al estar georreferenciadas las parcelas, la incorporación al SICYP se hace de forma automática en el lugar que le corresponde, obteniendo de esta forma un Registro Parcelario continuo de todo el país y que es un reflejo de la realidad geográfica y parcelaria del territorio, contribuyendo de una forma más adecuada a la seguridad jurídica del tráfico inmobiliario.

Sistema de referencia: Es un modelo matemático en relación al cual se ubican de forma inequívoca las cosas. A nivel de territorio, los sistemas de referencia generales son elipsoides de revolución geocéntricos (el centro del elipsoide es coincidente con el centro de masa de la tierra).

Solicitante: Es la persona legitimada para solicitar una autorización o una aprobación de un trabajo. Están legitimados para solicitar una autorización o una aprobación los propietarios (o reclamantes en caso de saneamiento) o sus representantes.

Solicitud de autorización: Es el documento por el cual los propietarios o reclamantes requieren al Director Regional de Mensuras Catastrales que autorice la ejecución de un acto de levantamiento parcelario y que habilite al Agrimensor propuesto a hacerlo.

Subdivisión/ División: Es el acto de levantamiento parcelario por el cual se crean nuevas parcelas por división de una parcela registrada, de tal modo que cada parcela quede delimitada en el terreno, graficada en un plano individual y con un Certificado de Titulo que acredite la propiedad sobre ella.

Subparcela: Es la unidad de dominio exclusivo resultante de la afectación de una parcela al régimen de condominio, cuya existencia y elementos esenciales hayan sido comprobados y determinados mediante un plano de división para constitución de condominio documentado y aprobado en la Dirección Regional de Mensuras Catastrales, e inscrito en el Registro de Títulos correspondiente.

Superficie proyectada: Es el área resultante de la proyección de una parcela en un sistema proyectivo general. Al ser una proyección cartográfica general, las dimensiones están afectadas por deformaciones debido a la altura sobre el nivel del mar y a la distancia a los puntos de contacto de la proyección. Las proyecciones cartográficas son necesarias para la representación de grandes superficies (como la de toda una región o de un país).

Superficie real: Es el área resultante de la proyección ortogonal de una parcela sobre un plano. Se trata de una proyección local y el área resultante se denomina superficie real ya que las deformaciones de la proyección, en pequeñas superficies son insignificantes.

Superficie según mensura: Es la superficie plana topográfica que resulte del  acto de levantamiento parcelario para la totalidad del inmueble.

Superficie según título: Es la superficie que expresa el Certificado de Título o Constancia Anotada.

Superficie superpuesta: Es la superficie resultante de la superposición a distintas alturas de dos sectores, ubicados en la misma planta, sobre los que se ejercen distintos derechos. La superficie superpuesta se calcula para poder restarla en la sumatoria de planta y evitar su duplicidad.

Superficie útil: En los casos de deslindes de parcelas sencillas resulta de excluir de la superficie total real de la parcela originaria, las superficies de los deslindes y las correspondientes a las vías de comunicación.

Superficies afectadas por limitaciones administrativas: Son aquellas superficies que, perteneciendo a la parcela, no pueden ser utilizadas por disposición de alguna norma administrativa que restringe su uso, tal el caso de ochavas.

Tarjeta: También denominada carátula, es un sector del plano destinado a títulos y leyendas identificatorias del plano. Se encuentra en la parte inferior derecha del plano, de forma tal, que cuando éste se doble para su incorporación a un expediente, la tarjeta quede siempre visible.

Tolerancia: Es el máximo error admisible para una medición.

Trabajos de campo: Son las actividades que el profesional habilitado desarrolla el terreno al ejecutar un acto de levantamiento parcelario o una división de condominio, incluyen principalmente los trabajos de reconocimiento y medición.

Trabajos de gabinete: Son las actividades que el profesional habilitado desarrolla en su oficina al ejecutar un acto de levantamiento parcelario o una división de condominio, incluyen principalmente el procesamiento de datos, cálculos y dibujo de planos.

Unidad Objeto de Registro: Es el elemento que puede ser objeto de registro, sobre el cual recaen derechos reales registrables. Son consideradas unidades objeto de registro:

- La parcela;

- La unidad de condominio;

- La porción de parcela.

Unidad de Condominio: Es la unidad resultante de la afectación de una parcela al régimen de condominio, cuya existencia y elementos esenciales han sido aprobados y registrados en la Dirección Regional de Mensura Catastrales y en el Registro de Títulos correspondientes. Se reconocen igualmente como unidades de condominio a las unidades resultantes de la afectación de una parcela al régimen de condominio, generadas con anterioridad a la vigencia de la Ley 108-05 de Registro Inmobiliario y sus reglamentos, que se encuentran registradas en los Registros de Títulos y sustentadas en Constancias Anotadas.

Unidad funcional: Es el conjunto de sectores propios y comunes vinculados física o jurídicamente que pueden ser objeto de un derecho de condominio y comprende al sector o sectores propios y al sector o sectores comunes de uso exclusivo que le puedan corresponder. La Unidad Funcional, una vez registrada en el Registro de Títulos se transforma en subparcela o unidad de condominio. La unidad funcional está siempre integrada por uno o más sectores propios, y puede tener sectores comunes de uso exclusivo.

Urbanización: Es el acto de levantamiento parcelario que tiene por fin la creación de nuevas parcelas por división de una o más parcelas registradas, con apertura de calles o caminos públicos. En estos casos es obligatorio adjuntar el proyecto aprobado por el ayuntamiento correspondiente y por las autoridades competentes.

Vacíos: Son aquellos espacios completamente rodeados de muros que carecen de piso en la planta en que se consideran. En la planta que tengan su piso, se consideran como sector propio o sector común según corresponda.
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